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EDITORIAL

Tenemos el agrado de presentar el segundo número consecutivo de Ciencia e Investigación dedicado 
a brindar un panorama de la Ciencia y la Tecnología argentinas, bajo diferentes ópticas y enfoques. En la 
primera entrega, Mario Albornoz realizó un excelente análisis de la evolución de ambas áreas en América 
Latina y Argentina, mientras quien suscribe presentó la situación de Argentina, con respecto al resto del mun-
do, bajo la óptica de la Cienciometría. A su vez, Carlos Alasino realizó un enjundioso estudio del pasado 
reciente del CONICET, organismo que reúne a gran parte de los investigadores del país. Jaime Moragues, 
por su parte, presentó un detallado análisis de las políticas argentinas en energías Renovables durante los 
últimos 40 años. 

Ante todo, debemos declarar nuestro agradecimiento a los contrinuyentes de este número, que debieron 
escribir sus aportes en plena epidemia de Covid-19, consecuencia de la pandemia de coronavirus originada 
en China. Esto, frecuentemente, dificultó extraordinariamente las tareas, por las nuevas modalidades de 
trabajo y ocupaciones, derivadas de una continuada cuarentena; en muchos casos con falta de acceso a los 
propios recursos bibliográficos. 

En esta presentación de nuevos trabajos, Jorge Aliaga ha realizado un minucioso análisis estadístico de 
la estructura de las instituciones científicas y tecnológicas argentinas y de su personal; realizando asimismo 
un relato pormenorizado de la evolución de los organismos estatales y exponiendo su opinión sobre las po-
líticas implementadas a lo largo de los años. Por su parte, Adriana Feld analiza bajo una óptica que va de lo 
general a lo peculiar de Argentina, conceptos y contextos para pensar la historia de las políticas de ciencia, 
tecnología e innovación. Como especialista en la materia, discute los principales paradigmas que han estado 
vigentes en el siglo XX y los coteja con las políticas y acontecimientos que se desarrollaron en nuestro país.

El artículo de Susana Gallardo se ha focalizado en un tema relativamente poco frecuentado en nuestro 
ambiente, pero de enorme importancia práctica, como es el del acceso a la información; y el hecho de 
que, en la mayoría de los casos, este debe ser pagado a empresas editoriales oligopólicas. Analiza el acceso 
abierto a las publicaciones, en general y en particular en America Latina, así como temas conexos como los 
repositorios y el tráfico ilegal de información. Finalmente, el artículo de Erica Hynes y colaboradores pre-
senta un ejemplo de cómo se pueden implementar políticas de desarrollo en un nivel sub-nacional, en este 
caso la provincia de Santa Fe. Exponen esquemas de gobernanza federal en sistemas de ciencia, tecnología 
e innovación, contrastados con las políticas nacionales recientes. Patrones de gobernanza que fueron inicia-
dos cuando la Dra. Hynes fue ministra provincial del área durante dos años.

Mas puntos de vista sobre 
Ciencia y Tecnología

Luis A. Quesada Allué

IIBBA-CONICET y Fundación Inst. Leloir; 
FCEyN-Universidad de Buenos Aires; 
Asoc.para el progreso de las Ciencias; 
Academia Nacional de Ciencias de Buenos Aires

E-mail:  lualque@iib.uba.ar
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Creemos que estos dos números de Ciencia e Investigación, dedicados a la comprensión del desarrollo 
científico y tecnológico en Argentina, han aportado puntos de vista muy constructivos, desde ópticas e inter-
pretaciones eventualmente diferentes. Esto enriquece la discusión y abre iniciativas para futuros enfoques. 
Hay que tener en cuenta que ya en 1935, siendo presidente de esta asociación el premio Nobel Dr. Houssay, 
se elaboró un informe de la situación Argentina en Ciencia e Investigación; de gran repercusión en la época.

Conviene aquí recordar que ninguna de las opiniones vertidas en los artículos representan la opinión 
institucional de la Asociación para el Progreso de las Ciencias. La institución provee, a través de ésta y otras 
publicaciones, un foro donde puedan discutirse aspectos relevantes de los hechos y avatares asociados al 
quehacer científico y tecnológico; cuya interpretación corre por cuenta de los autores, que son investigado-
res interesados y preocupados por estos temas. 
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Características del 
Sector de Ciencia en 
Argentina

Jorge Aliaga

Secretario de Planeamiento y Evaluación Institu-
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El sector de ciencia y tecnología argentino tiene un desarrollo modesto 
comparado con el de los países desarrollados, pero con fortalezas si 
se lo compara regionalmente. Haremos un recorrido histórico por 
las diversas etapas de conformación del sector, para entender sus 
características, particularidades y debilidades. Analizar en detalle 
la estructura actual de las instituciones científicas y de su personal 
permitirá definir de mejor manera las acciones que se deberían tomar 
en el futuro. 

The argentine science and technology sector has a modest development 
compared to that of developed countries, but with strengths when 
compared regionally. We will make a historical journey through the 
various stages of formation of the sector, to understand its characteristics, particularities, and weaknesses. Analyzing in 
detail the current structure of scientific institutions and their personnel will allow us to better define the actions that should 
be taken in the future.

 Características del Sis-
tema de Ciencia y Técnica        
Argentino                                       

Argentina tiene un conjunto de 
instituciones cuya actividad está 
relacionada con la Ciencia y la Tec-
nología. Es común referirse a ese 
conjunto como Sistema Nacional 
de Ciencia y Técnica (SNCT), aun-
que algunos prefieren referirse al 
“Sector” entendiendo que los orga-
nismos no están articulados en un 
verdadero “Sistema”. EL SNCT está 
regido por la Ley 25.467, aprobada 
en el año 2001.

En la Figura 1 se muestran las 
instituciones que forman parte del 
Consejo Interinstitucional de Cien-
cia y Tecnología (CICyT) o cuyo 
presupuesto forma parte de la Fina-
lidad Servicios Sociales – Función 

Ciencia y Técnica del Presupuesto 
Nacional (FCyT). La dependencia 
de los organismos es la correspon-
diente al 10/12/2019, reflejada en 
el Decreto 50/2019. También se in-
cluyen algunas empresas del estado 
ligadas al SNCT. No se incorporan 
otros organismos que si bien tienen 
actividades relacionadas con el sec-
tor no cumplen con los criterios de 
selección antes mencionados, como 
por ejemplo el Servicio Nacional de 
Sanidad y Calidad Agroalimentaria 
(SENASA), la Administración Nacio-
nal de Medicamentos, Alimentos y 
Tecnología Médica (ANMAT), o la 
Agencia Nacional de Laboratorios 
Públicos (ANLAP).

En la Figura 1 se incluye el Con-
sejo Federal de Ciencia y Tecnología 
(COFECyT) como representación de 
los Organismos de Ciencia y Técnica 

Provinciales, como por ejemplo la 
Comisión de Investigaciones Cientí-
ficas (CIC) de la Provincia de Bue-
nos Aires, la Estación Experimental 
Agroindustrial Obispo Colombres 
de la Provincia de Tucumán y las 
diversas Agencias, Direcciones, Se-
cretarias o Ministerios de cada Juris-
dicción.

Como se observa, es un mapa 
nutrido. Consta de un gran número 
de instituciones creadas con un fin 
específico, y que conceptualmente 
podrían existir o no, dependiendo 
de las características del país y de su 
modelo de desarrollo. Por ejemplo, 
un país puede no tener una CNEA 
si no es parte de sus políticas de-
sarrollar iniciativas en el campo de 
la energía nuclear (la CNEA tiene 
líneas de investigación y desarrollo 
en materiales, química, física orien-
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tadas a aplicaciones nucleares. Tam-
bién tiene un área de energía solar 
importante, pero que no forma parte 
de la misión central de la institu-
ción). Un país sin mar nacional no 
tendría un INIDEP, así como un país 
sin acceso a la Antártida tampoco 
tendría un Instituto Antártico. Sólo 
tiene sentido contar con un Servicio 
Geológico Minero Argentino (SE-
GEMAR) si se cuentan con recursos 
mineros y hay proyectos de desarro-
llarlos.

En cambio, hay un organismo en 
este cuadro que es imprescindible 
en el SNCT: las Universidades Na-
cionales (UUNN). Cabe aclarar que 
al decir imprescindible no estoy eva-
luando su valor relativo con respec-
to al resto, sino que estoy indicando 
que es la única institución que debe 
existir en cualquier SNCT. Esta afir-
mación se basa en que las UUNN 
son las únicas que gradúan profesio-
nales universitarios de grado y que 
forman doctores en el posgrado, 
siendo esta la manera moderna de 

formarse como investigador. Si uno 
no tiene UUNN, no tiene recursos 
humanos que conformen el SNCT, y 
por lo tanto no tiene un SNCT.

Las Universidades Privadas tie-
nen una cantidad de investigadores 
pequeña y no tienen muchos egre-
sados de carreras de doctorado. Su 
existencia es permitida por la Ley 
24.521 de Educación Superior, pero 
al no ser públicas ninguna política 
pública debería basarse y depender 
de ellas.

La Agencia Nacional de Promo-
ción Científica y Tecnológica (ANP-
CyT), por diseño desde su creación, 
no cuenta con personal propio que 
realice tareas de CyT, siendo en 
cambio la principal financiadora 
del SNCT. Desde lo presupuestario, 
hasta febrero del año 2020 la ANP-
CyT fue el Programa 44 dentro del 
Ministerio de Ciencia, Tecnología 
e Innovación Productiva (MinCyT). 
Mediante el Decreto de Necesidad 
y Urgencia 157/2020 pasó a ser 

un organismo descentralizado con 
autarquía administrativa y funcio-
nal y cambió su denominación por 
“Agencia Nacional de Promoción de 
la Investigación, el Desarrollo Tec-
nológico y la Innovación”.

El MinCyT tiene bajo su respon-
sabilidad el relevamiento y publi-
cación de los datos sobre el SNCT, 
la articulación de los organismos a 
través del Consejo Interinstitucional 
de Ciencia y Tecnología (CICyT), la 
coordinación de las políticas cientí-
ficas del gabinete nacional mediante 
el Gabinete Científico y Tecnológico 
(GACTEC), y la formulación de po-
líticas mediante la elaboración de 
los Planes Nacionales de Ciencia, 
Tecnología e Innovación, como el 
abandonado “Argentina Innovadora 
2020” y el recientemente anunciado 
“Argentina Innovadora 2030”.

El organismo grande que resta 
mencionar es el Consejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Téc-
nicas (CONICET). El CONICET reci-

Figura 1: Organismos que conforman el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología.
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be aproximadamente un tercio de la 
FCyT. Es el organismo que más ha 
crecido en las últimas dos décadas. 

 Un breve recorrido histó-
rico sobre la evolución del 
SNCyT: la función CyT en las 
UUNN y el CONICET                         

A nivel internacional, los diferen-
tes modelos de universidad moderna 
se consolidaron durante el siglo XIX. 
Por un lado, el modelo napoleóni-
co francés, cuyo fundamento era un 
estricto control estatal, se centraba 
en la formación profesional en des-
medro de la investigación. Por otro, 
el modelo alemán humboldtiano 
postulaba que la investigación y la 
docencia debían desarrollarse de 
manera unificada, desde el inicio de 
la formación del estudiante. Final-
mente, el modelo anglosajón, que 
comenzó en Inglaterra y se conso-
lidó luego en los Estados Unidos, 
impulsaba una educación liberal 
organizada en estructuras departa-
mentales, centrada en la elección 
de asignaturas y que exigía que para 
graduarse los estudiantes acumula-
ran créditos. En este último caso, los 
títulos de grado no otorgaban habili-
tación para ejercer profesiones.

El modelo universitario argen-
tino, a medida que fue creciendo 
durante las últimas décadas del siglo 
XIX, fue asumiendo el formato na-
poleónico. Si bien Domingo Fausti-
no Sarmiento impulsó la llegada al 
país de investigadores europeos para 
que se incorporaran a la docencia 
universitaria, su actividad terminó 
limitada a instituciones específicas 
creadas durante esa época. Algunos 
ejemplos son la Academia Nacional 
de Ciencias y el Observatorio Astro-
nómico Argentino, ubicados en Cór-
doba; el Museo Público de Buenos 
Aires, luego renombrado como Mu-
seo Argentino de Ciencias Naturales 
Bernardino Rivadavia; el Observa-
torio Astronómico y el Museo de 

Ciencias Naturales de La Plata, que 
fueron anexados a la Universidad en 
1905, cuando dejó de ser una uni-
versidad provincial y fue nacionali-
zada.

El intento de crear, con la funda-
ción de la Universidad Nacional de 
La Plata, una universidad al estilo 
humboldtiano duró pocos años, y 
el proyecto institucional viró al for-
mato tradicional. En la Universidad 
de Buenos Aires, si bien se recuerda 
la cesantía de Houssay en 1943, y 
luego nuevamente en 1947, su labo-
ratorio de fisiología fue un caso ais-
lado dentro de esa casa de estudios, 
junto con el Instituto de Investiga-
ciones Históricas de la Facultad de 
Filosofía y Letras. 

Las últimas décadas del siglo XIX 
se caracterizaron por grandes cam-
bios sociales, en buena medida pro-
ducto de las caudalosas corrientes 
de inmigrantes que llegaron al país, 
provenientes principalmente de Eu-
ropa. Este nuevo escenario social 
tuvo una influencia decisiva en la 
creación de la Unión Cívica Radi-
cal y, una vez aprobada la ley Sáenz 
Peña, número 8.871, en 1912, que 
sancionó el voto universal para los 
ciudadanos varones, la llegada a la 
presidencia de Hipólito Irigoyen en 
1916. Este nuevo escenario generó 
demandas en las universidades que 
dieron lugar a la toma de la univer-
sidad de Córdoba y al Manifiesto 
Liminar de 1918. No es un hecho 
menor que los estudiantes que im-
pulsaron la Reforma contaban con 
el apoyo del gobierno nacional de 
Irigoyen, quien intervino dos veces 
la Universidad de Córdoba en apoyo 
de los reclamos estudiantiles. Si bien 
los Reformistas de 1918 demanda-
ban que la universidad dejara de ser 
solamente formadora de profesio-
nales e incorporara las misiones de 
investigación y extensión, fue más 
simple lograr la autonomía y el co-
gobierno que cambiar el modelo de 

universidad profesionalista. 

El segundo gran cambio social 
se produjo desde los años 30, im-
pulsado por las guerras mundiales y 
consistió en la creación de un sector 
industrial y de una población obre-
ra. En la Argentina el proceso de 
industrialización por sustitución de 
importaciones no se originó como 
consecuencia de la derrota de los 
sectores beneficiados por una polí-
tica exportadora de productos pri-
marios y librecambista, como por 
ejemplo en Estados Unidos, sino por 
conflictos internacionales. 

El gobierno de Juan Domingo 
Perón es el primero que intenta la 
instauración orgánica de un mode-
lo de desarrollo industrial mediante 
el primer Plan Quinquenal de 1946, 
que contiene aspectos relativos con 
la educación íntimamente vincu-
lados con el modelo de desarrollo 
que se quiere impulsar. Como parte 
del modelo de desarrollo se crearon 
instituciones tecnológicas y empre-
sas públicas industriales, ligadas 
por ejemplo al sector metalúrgico, 
la producción de aviones y autos, 
nuclear, etc. De hecho, se creó el 
CONICYT (Consejo Nacional de 
Investigaciones Técnicas y Científi-
cas) mediante el Decreto Nº 9695 
del 17 de mayo de 1951, donde el 
orden entre las palabras “técnicas” 
y “científicas”, luego invertido, daba 
idea del concepto que atravesaba 
la constitución del año 1949. Otra 
vertiente de esa constitución fue la 
política de impulso al acceso a la 
Universidad de las clases obreras 
mediante la eliminación de los aran-
celes universitarios y la creación de 
la Universidad Obrera (luego UTN) 
por la necesidad de generar una for-
mación universitaria de ingenieros a 
los egresados de las nuevas escuelas 
técnicas.

Así como se impulsaron estas 
reformas el gobierno de Perón no 
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impulsó el desarrollo estatal de la 
ciencia, dejándolo en manos de las 
academias, como lo establecía la 
Constitución de 1949. El gobierno 
percibía una relación estratégica 
directa entre la industria y la tecno-
logía, pero no tenía la misma valora-
ción de la ciencia básica. En efecto, 
la cantidad de cargos de dedicación 
exclusiva a la investigación en las 
universidades era prácticamente 
nula.

El golpe de estado de 1955 pro-
dujo un cambio de políticas. En el 
período posterior, entre los años 
1958 y el golpe de Estado de 1966, 
la creación de polos industriales 
impulsados por empresas estatales 
creadas durante el Peronismo fue 
complementado con el desarrollo 
de un sistema científico profesional, 
donde los investigadores tuvieron la 
oportunidad de trabajar con cargos 
docentes de dedicación exclusiva. 
Esto se concretó en la UBA con la 
aprobación del estatuto universita-
rio de 1958 y la elección del rector 
Risieri Frondizi. Por eso, para el re-
formismo la ciencia argentina co-
menzó luego del golpe de Estado de 
1955, y este período es recordado 
como la “Edad de Oro”.

Rolando García, como Decano 
de la Facultad de Ciencias Exactas 
y Naturales de la UBA entre 1957 y 
1966 fue uno de los ideólogos y eje-
cutores de este modelo universitario. 
Su proyecto consistió en la consoli-
dación de una estructura académi-
ca moderna, basada en la estruc-
tura departamental, sin cátedras, y 
docentes-investigadores de primer 
nivel y activos en su producción 
científica como pilares sobre el que 
se apoyaría un modelo de desarrollo 
industrial.

Cuando fue creado el CONICET, 
en 1958, en su Directorio convivían 
dos visiones distintas de su misión: 
una centrada en la ciencia básica 

como fin último de la institución y 
otra con una visión más ligada a po-
líticas de desarrollo y que creían que 
el CONICET debía ser un “impulsor” 
del SNCT y no un “ejecutor” de polí-
ticas científicas.

Algunos de los miembros de ese 
primer Directorio del CONICET eran 
al mismo tiempo actores destacados 
en el proceso de creación de la fun-
ción de investigación de las UUNN. 
Entre ellos se encontraban Rolando 
García, Félix González Bonorino, 
Humberto Ciancaglini y Eduardo 
Braun Menéndez. Este sector impu-
so hasta 1966 una visión de política 
científica distinta a la del presidente 
del CONICET y Premio Nobel Ber-
nardo Houssay.

EL CONICET daba subsidios para 
la investigación y becas para la rea-
lización de estudios de posgrado. Al 
mismo tiempo, por ejemplo, apro-
baba la compra de la Computadora 
conocida como “Clementina” (una 
Mercury – Ferrante) para dotar de 
poder de cálculo al Instituto de Cál-
culo (IC) creado en la Facultad de 
Ciencias Exactas y Naturales de la 
Universidad de Buenos Aires. El IC 
había sido pensado para impulsar el 
desarrollo de aplicaciones relacio-
nadas con el sector productivo, tan-
to público como privado.

La creación de actividades de 
ciencia en las UUNN fue todo un 
cambio para el sistema universitario. 
Este proceso fue interrumpido con 
el golpe de estado que dieron los 
militares encabezados por el gene-
ral Juan Carlos Onganía al gobierno 
de Arturo Illia y un mes más tarde 
con la intervención a las UUNN y la 
represión conocida como La Noche 
de los Bastones Largos. En 1972 una 
de las últimas medidas que aprobó 
esa dictadura fue la creación de la 
Carrera del Investigador del CONI-
CET. El modelo de tener la investiga-
ción alejada de las UUNN empeza-

ba a concretarse.

El período democrático iniciado 
en marzo de 1973 fue muy breve y 
conflictivo, y la muerte del presiden-
te Juan Domingo Perón terminó por 
desestabilizar la situación. La nueva 
dictadura que lideraron Videla, Ma-
sera y Agosti en 1976 generó 30.000 
muertos y desaparecidos, miles de 
exiliados, y la devastación del siste-
ma industrial, entre otras calamida-
des. En esa época se crearon dece-
nas de Institutos de Investigación del 
CONICET como intento de aislar a 
la investigación de la política, natu-
ral en las UUNN.

El gobierno constitucional de 
Raúl Alfonsín designó como Secre-
tario de Ciencia y Técnica a Manuel 
Sadosky, quien fuera director del IC 
y Vicedecano de Exactas-UBA hasta 
1966, y como presidente del CO-
NICET a Carlos Abeledo. Se intentó 
una política de impulso a la inves-
tigación en las UUNN y de cierre 
de algunos institutos de CONICET 
que carecían de nivel científico. Sin 
embargo, las presiones corporativas 
de los sectores militares, agrarios y 
bancarios, sumada al bajo precio 
del valor de las exportaciones tradi-
cionales y el peso de la deuda ex-
terna contraída durante la dictadura 
generaron serias limitaciones que 
derivaron en la hiperinflación y la 
entrega anticipada del poder al pre-
sidente electo Carlos Menem.  

La crisis económica de los prime-
ros años de la década de 1990 pa-
ralizó la actividad científica. En los 
primeros años de la década de 1990, 
el ingreso a la carrera del investiga-
dor del CONICET estuvo cerrado. 
La Comisión Nacional de Energía 
Atómica (CNEA) vivió una etapa 
de achicamiento, con campañas 
de retiros voluntarios. Situaciones 
similares se vivieron en el Instituto 
Nacional de Tecnología Agropecua-
ria (INTA) y en Instituto Nacional de 
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Tecnología Industrial (INTI). INVAP, 
una de las empresas nacionales más 
destacadas por sus desarrollos tec-
nológicos, originalmente ligados a 
la industria nuclear tanto energética 
como medicinal, apenas pudo sub-
sistir. Los jóvenes investigadores que 
finalizaban su doctorado buscaron 
posiciones posdoctorales en el exte-
rior y muchas veces no regresaron.

Recién con la llegada de Juan 
Carlos del Bello a la Secretaría de 
Ciencia y Técnica el sistema cam-
bió de manera significativa. Se creó 
la ANPCyT, el Fondo para la Inves-
tigación Científica y Tecnológica, 
y se elaboró un Plan de Desarrollo 
Científico y Tecnológico. Unos años 
antes, como primer Secretario de 
Políticas Universitarias, Del Bello 
había creado el Programa de Incen-
tivos a los Docentes Investigadores 
Universitarios, la Comisión de Acre-
ditación de Postgrados, el Fondo 
para el Mejoramiento de la Calidad 
(FOMEC), el primer Censo de Estu-
diantes de las Universidades Nacio-
nales, constituyó el Sistema de Infor-

mación Universitaria, y redactó la 
Ley de Educación Superior que creó 
la Comisión Nacional de Evaluación 
y Acreditación Universitaria (CO-
NEAU). Con pocas modificaciones, 
estas son las normas que todavía ri-
gen a los sistemas universitarios y de 
CyT luego de 25 años.

El agotamiento de la convertibi-
lidad y las políticas de ajuste fiscal 
debilitaron la Presidencia de Fernan-
do de la Rúa, que a dos años de go-
bierno debió renunciar ante la crisis 
de diciembre de 2001. 

 La crisis del 2001 y los cam-
bios en CONICET                               

Al asumir en el año 2002 el pre-
sidente interino Eduardo Duhalde 
designó interinamente como presi-
dente del CONICET al Dr. Eduardo 
Charreau. Hasta ese momento Cha-
rreau había sido director del IBYME, 
un instituto del CONICET que había 
fundado Bernardo Houssay, con el 
que Charreau había trabajado de 
joven. El SNCT estaba devastado.  

La planta de investigadores en Ar-
gentina era pequeña y envejecida, 
con salarios reducidos, y subsidios 
inexistentes. La cantidad de científi-
cos mayores de 55 años era superior 
a la de menores de 40. El destino del 
sistema era claro: la extinción. 

El gobierno decidió revertir el de-
terioro del sistema de CyT y le asig-
nó al CONICET esa tarea. Podrían 
haber decidido hacerlo a través de 
las Universidades Nacionales, pero 
no fue ese el camino elegido. El rol 
secundario que se le suele asignar a 
las UUNN en el sistema de CyT y 
en particular en la percepción social 
de su importancia dentro del mismo 
seguramente tuvo que ver con esa 
decisión. También el hecho que la 
autonomía universitaria dificulta la 
implementación de políticas centra-
lizadas.

Para cumplir con la tarea de re-
componer el sistema de CyT Cha-
rreau tomó dos medidas: a) se re-
abrió la carrera del investigador, 
sumando a los jóvenes que estaban 

Figura 2: Becas de Doctorado otorgadas por el CONICET cada año.
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tanto en el país como en el exterior 
esperando una nueva oportunidad; 
y b) se incrementó sustantivamente 
la cantidad de becas de doctorado. 
La primera medida tuvo un efecto 
inmediato sobre la cantidad de in-
vestigadores en el sistema, mientras 
que la segunda tendría impacto en 
el mediano plazo, dado la forma-
ción de un investigador es un proce-
so que dura entre cinco y siete años. 
Como se muestra en la Figura 2, la 
cantidad de Becas Doctorales anua-
les de CONICET pasó de 350 en 
2002, a 460 en 2003, 840 en 2004 
y 1.200 desde 2005. Eso generó un 
aumento de la cantidad total de be-
cas activas, cuya evolución se mues-
tra en la Figura 3.

En el año 2003 Néstor Kirchner 
asumió la presidencia y designó en 
el Ministerio de Educación, Ciencia 

y Tecnología a Daniel Filmus, en la 
Secretaría de Ciencia y Tecnología 
a Tulio del Buono y en la ANPCyT 
a Lino Barañao, discípulo de Cha-
rreau. Asimismo, ratificó a Charreau 
en el cargo de presidente del CONI-
CET, en el que permanecería a partir 
de ese momento por dos mandatos 
bianuales completos. El gobierno 
dio rápidamente una clara señal 
de valoración del sector, impulsan-
do un incremento importante tanto 
de los sueldos de los investigadores 
como de los montos de las becas.

La consecuencia directa del in-
cremento de Becas Doctorales fue 
el aumento de la cantidad de egre-
sados de las carreras de Doctorado, 
que pasó de 500 en el año 2002 
a 2.400 en el año 2014. A este fe-
nómeno contribuyó no sólo el au-
mento en la cantidad de becas sino 

también el cambio en la modalidad 
de los doctorados en las ciencias 
sociales y humanidades. De ser una 
culminación de una carrera acadé-
mica, a la que se llegaba luego de 
una larga trayectoria con más de 50 
años, pasó a seguir la tradición en 
las ciencias exactas, naturales y bio-
médicas, donde el doctorado es la 
formación como investigador que se 
realiza al finalizar la carrera de gra-
do.

La Figura 4 muestra el incremen-
to de la cantidad de egresados de la 
carrera de doctorado. Entre los años 
2009 y 2010 ocurre un cambio en la 
pendiente que está relacionado con 
el incremento de becas que muestra 
la Figura 2 cinco años antes. Dado 
que la cantidad de becas dejó de au-
mentar en los últimos años, salvo en 
el período de gestión de Salvarezza 

Figura 3: Total de Becas de CONICET activas cada año.
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entre 2012 y 2015, sería interesante 
conocer la evolución de los egresa-
dos de Doctorados luego de 2015 
para ver si se estancó o a qué velo-
cidad continuó creciendo. Lamenta-
blemente la gestión del presidente 
Macri dejó de publicar los Anuarios 
Universitarios, por lo que ese detalle 
no es público.

Como muestra la Figura 5, la 
cantidad de ingresos a la Carrera de 
Investigador del CONICET fue au-
mentando progresivamente, pasan-
do de 380 en el año 2003 a 950 en 
el año 2014, con un pico ocasional 
en el año 2004 producto del cierre 
de ingresos en los años previos.

Este aumento en la cantidad de 
ingresos implicó un aumento en 
la planta de investigadores, que 
pasó de 3700 en 2002 a 10.000 en 

2016 como se observa en la Figura 
6, dado que los ingresos superaron 
ampliamente a las bajas producidas 
por jubilaciones, renuncias y falleci-
mientos.

Si la política de incrementar el 
número de becas de doctorado no 
se hubiera implementado oportuna-
mente, no hubiera sido posible con-
tar con los recursos humanos nece-
sarios para incrementar el tamaño 
de la carrera del investigador del 
CONICET unos años después. Es un 
excelente ejemplo de cómo se logró 
revertir una situación compleja a tra-
vés de políticas públicas pertinentes 
y efectivas. 

El CONICET ofreció un mayor 
número de becas para realizar el 
doctorado. Y las Universidades Pú-
blicas fueron capaces de recibir mu-

chos más alumnos de doctorado y 
graduarlos. Esto funcionó de manera 
automática, sin que haya habido una 
coordinación o una mayor asigna-
ción de recursos a las universidades.

En esos mismos años también se 
incrementó en 6.300 la cantidad de 
cargos de dedicación exclusiva en 
las UUNN, como muestra la Figura 
7.

El porcentaje de cargos con de-
dicación exclusiva en relación con 
el total de cargos bajó en el período 
porque la cantidad de cargos se in-
crementó en una proporción mayor 
como consecuencia de las necesida-
des docentes de las nuevas UUNN.

Figura 4: Egresados de Carreras de Doctorado.
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Figura 5: Ingresos Anuales a la Carrera del Investigador del CONICET.

Figura 6: Investigadores del CONICET.
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 El crecimiento y conso-
lidación del CONICET como 
política científica entre 2003 
y 2015                                                 

El CONICET históricamente ha 
sido un organismo conducido por 
sus propios investigadores, y en es-
pecial por los Directores de Instituto. 
Si bien el Decreto 1661/96 estable-
ce que el presidente del CONICET 
es designado por el Poder Ejecutivo 
Nacional y la conducción está en 
manos de un Directorio de 8 miem-
bros, en los hechos los Directores 
de Instituto y fundamentalmente los 
Gerentes tienen enorme influencia 
en las decisiones. 

El Presidente es propuesto por el 
Ministro del área y los 8 miembros 
restantes del Directorio surgen de 
ternas propuestas al Poder Ejecuti-
vo Nacional y constituidas de la si-
guiente manera: cuatro ternas elec-
tas por los investigadores activos en 
cada una de las grandes áreas del 
conocimiento (Ciencias Sociales y 

Humanidades, Ciencias Biológicas 
y de la Salud, Ciencias Exactas y 
Naturales (no Biológicas), Ciencias 
Agrarias, de Ingeniería y de Mate-
riales), una terna propuesta por el 
Consejo de Universidades, una terna 
propuesta por las organizaciones re-
presentativas de la industria, una ter-
na propuesta por las organizaciones 
representativas del agro y una terna 
propuesta por los máximos organis-
mos responsables de la ciencia y la 
tecnología de los Gobiernos Provin-
ciales y el Gobierno Autónomo de 
la Ciudad de Buenos Aires. La tradi-
ción indica que el presidente de la 
Nación designa a los representantes 
de los investigadores que hayan re-
cibido mayor cantidad de votos en 
cada área.

En junio del año 2006, cuando 
estaba finalizando su gestión, Cha-
rreau impulsó en el Directorio la 
resolución 995 que aprobó el “do-
cumento sobre Unidades Científico-
Tecnológicas del CONICET: Políti-
ca Institucional para su Creación y 

Funcionamiento”. Es un documento 
de lectura obligatoria para enten-
der la política del CONICET de los 
últimos 15 años. Allí se analiza la 
situación de la institución y se de-
termina que los investigadores más 
activos con los que desarrollan sus 
actividades en las Universidades, 
pero que solamente el 30% de ellos 
se encuentra en Unidades Ejecuto-
ras de doble dependencia. El docu-
mento propone invertir esa relación 
en 3 años. La forma de lograrlo es 
extremadamente eficiente: plata. El 
CONICET ofrece entregar 2 o 3 téc-
nicos y $100.000 - $150.000 a cada 
nueva unidad ejecutora que se cree. 
Son extremadamente laxos con las 
condiciones mínimas, aprobando en 
algunos casos institutos con menos 
de 10 investigadores. Además, el 
CONICET pasa de propender a que 
sus institutos sean temáticos, por 
ejemplo, de “materiales” o “hidratos 
de carbono”, a tener institutos disci-
plinares, por ejemplo “física”, “ma-
temática”, etc.

Figura 7: Número total de cargos y de cargos de dedicación exclusiva en las UUNN.
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Para compatibilizar la dependen-
cia de dos instituciones se especifica 
que se deberá cumplir con la nor-
mativa de ambas. Esto limita en la 
teoría el funcionamiento, dado que 
sólo se puede hacer aquellas cosas 
que son idénticas en las dos insti-
tuciones. En los hechos ha ocurri-
do que se cumple las normas de la 
institución más proactiva, que suele 
ser el CONICET. Además, el CONI-
CET impide, sin que esté escrito en 
ninguna norma, que los directores 
de instituto tengan al mismo tiempo 
cargos de gestión en la otra institu-
ción, lo que implica en los hechos 
que los investigadores tienen dos 
personas a quien reportarle. Asimis-
mo, CONICET abona un suplemento 
por Dirección de una Unidad Ejecu-
tora, pero descuenta ese suplemento 
si lo abona la otra institución por un 
cargo de gestión. Esto desalienta la 
participación de investigadores del 
CONICET en el gobierno de la insti-
tución en donde realizan tus tareas.

El éxito en la implementación de 
esa política impulsada por Charreau 
se puede ver en el aumento de la 
cantidad de Unidades Ejecutoras del 
CONICET, que pasó de 100 a 300 
entre 2003 y 2018, como se muestra 
en la Figura 8.

Con la asunción en 2007 de 
Cristina Fernández como presiden-
ta, el SNCYT tuvo un nuevo impulso 
mediante una señal política clara: 
la creación del MinCyT, con Lino 
Barañao como ministro. Como Se-
cretaria de Planeamiento y Políticas 
en Ciencia, Tecnología e Innovación 
Productiva se designó a Ruth Laden-
heim, una persona de confianza de 
Barañao. Como Secretario de Arti-
culación Científico-Tecnológica se 
designó a Alejandro Ceccatto, que 
había sido Director de Instituto y de 
Centro Científico Tecnológico (CCT) 
en Rosario, Ambos se mantuvieron 
en esos cargos por ocho años. Entre 
2008 y 2012 la presidencia del CO-
NICET estuvo a cargo de Marta Rovi-

ra y entre 2012 y 2015 en manos de 
Roberto Salvarezza.

La Secretaría de Planeamiento 
continuó la tarea que hacía en la an-
terior SECYT, recolección de datos y 
publicación de los anuarios de “In-
dicadores de Ciencia y Tecnología 
Argentina”. En el año 2013, en un 
acto en Casa de Gobierno, se pre-
sentó el Plan Argentina Innovadora 
2020 (AI2020). De la Elaboración de 
este Plan participaron el Subsecreta-
rio Fernando Peirano y la Directora 
Nacional Ana Pereyra. Con ese lan-
zamiento formal al más alto nivel, 
se dejó formalmente atrás la etapa 
de “reconstrucción” y se pasó a una 
etapa de planificación estratégica a 
mediano y largo plazo de un sistema 
científico y tecnológico articulado 
con el desarrollo nacional, según in-
dicaban sus enunciados.

La Secretaría de Articulación 
impulsó el Plan de Infraestructura, 
el Curriculum Vitae Unificado Ar-

Figura 8: Evolución de la cantidad de Unidades Ejecutoras del CONICET.
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gentino (CVar), el Programa de Eva-
luación Institucional, las reuniones 
mensuales del CICYT, la Biblioteca 
Electrónica y los Sistemas Nacio-
nales. Casi como único producto 
real de articulación de un funcio-
namiento sistémico se logró la crea-
ción de los Proyectos de Desarrollo 
Tecnológico y Social (PDTS). Con la 
aprobación de los PDTS a partir del 
año 2014 los organismos del SNCYT 
deben contemplar en la evaluación 
de su personal su participación en 
esos proyectos, y no solamente, por 
ejemplo, en base a la producción de 
artículos científicos.

A lo largo de estos años el rol 
central del CONICET en el desarro-
llo del sistema se siguió consolidan-
do. Sólo por dar un ejemplo, en el 
año 2009 ese organismo firmó un 
convenio de colaboración con la 
UBA mediante el cual esta se con-
centraba en la asignación de becas 
de inicio a la investigación para 
alumnos de grado y becas de inicio 
de doctorado, de tres años, mientras 
que el CONICET tomaba a su cargo 
la asignación de becas de finaliza-
ción de doctorado, de dos años. Esto 
reforzaba la idea de que había una 
continuidad natural entre la finaliza-
ción de la beca del CONICET y el 
ingreso a la Carrera del Investigador, 
generada por las propias políticas 
del CONICET y el MinCyT. 

También CONICET avanzó en 
el crecimiento del Sistema Integral 
de Gestión y Evaluación (SIGEVA), 
realizando convenios para su imple-
mentación en las UUNN, en abier-
ta competencia y conspirando con 
el desarrollo del CVar que hacía el 
MINCYT. 

A partir de la gestión de Salva-
rezza el CONICET comenzó a defi-
nir temas estratégicos y a favorecer 
la radicación de investigadores fuera 
de los lugares tradicionales (Capi-
tal Federal, Buenos Aires, Córdo-

ba, Santa Fe, Bariloche, Tucumán y 
Mendoza). Su gestión impulsó la di-
vulgación científica a través del Pro-
grama de Promoción de Vocaciones 
Científicas (VocAr) y la Plataforma 
País Ciencia. A partir del año 2013, 
el salario de los investigadores sufrió 
un deterioro frente a la inflación, 
que se intentó reparar al menos 
parcialmente con la jerarquización 
aprobada en octubre de 2015.

Durante esos años, muchos lo-
gros relacionados con el sistema 
de CyT no tuvieron relación directa 
con el MinCyT. Se reactivó el Plan 
Nuclear, suspendido durante los 
años 1990. No solamente se termi-
nó Atucha II sino que se planificó la 
construcción de nuevas centrales, 
incrementando la participación de 
la industria nacional. Asimismo, se 
decidió avanzar en la construcción 
del prototipo del Proyecto CAREM, 
la primera central nuclear de poten-
cia de desarrollo completamente ar-
gentino. El Estado decidió volcar el 
poder de compra relacionado con la 
defensa en la industria nacional, y 
contrató a INVAP para el desarrollo 
de Radares para la aviación y me-
teorológicos. Se decidió crear AR-
SAT y ocupar las posiciones orbita-
les asignadas a la Argentina en 1988 
con satélites construidos en el país, 
tarea que desarrolló INVAP con éxi-
to. También se asignó a INVAP la 
construcción de las antenas para el 
despliegue terrestre de la Televisión 
Digital Abierta (TDA).

De esa manera, se llegó a las 
elecciones de 2015 en una situación 
peculiar. Más allá de las valoracio-
nes objetivas de las políticas del área 
de CyT, todos los sectores políticos y 
mediáticos consideraban que había 
sido muy exitosa y que debía soste-
nerse y darle continuidad, aumen-
tando la inversión en el SNCYT.

 2015-2019: Cuatro años de 
retrocesos                                       

El sentido de este texto es tratar 
de esbozar algunas ideas sobre el 
futuro del SNCYT. Hice un relato 
histórico como para compartir infor-
mación sobre el SNCYT y algunas 
de sus características, de forma que 
las propuestas para el futuro se en-
tiendan. El análisis detallado de lo 
que hizo el gobierno del presidente 
Macri se puede consultar en ALIA-
GA (2019).

Durante el período hubo un de-
terioro en términos de pérdida de 
poder adquisitivo de los salarios, 
aumentos del transporte y servicios 
públicos, incremento de la deuda 
pública en dólares y del pago de 
interés. El personal del SNCYT se 
vio afectado en esos aspectos como 
cualquier ciudadano. 

A ese empeoramiento general 
hay que sumar una baja específica 
en el financiamiento del sistema, el 
abandono del Plan AI2020, y el cie-
rre de incorporaciones de científicos 
en todos los organismos del sector 
salvo en el CONICET donde estos 
se redujeron de casi 1.000 anuales 
a una media de 450 como se mues-
tra en la Figura 5. La misma Figura 
muestra que lejos de haber habido 
un crecimiento particular en los años 
2014 y 2015, como se denunció al 
asumir el nuevo gobierno, hubo un 
crecimiento sostenido y casi lineal. 

En este período el CONICET de-
cidió que estaba mal que las Unida-
des Ejecutoras que se habían creado 
sin ninguna finalidad específica en 
los años anteriores no tuvieran una 
unidad temática. Entonces decidie-
ron crear los Proyectos de Unidades 
Ejecutoras (PUE). Y dando un paso 
más, el presidente Ceccatto hasta 
llegó a decir en un reportaje que el 
CONICET mismo debía tener cuatro 
o cinco proyectos “bandera” como 
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los tenían la CONEA o el INTA. De 
esta forma se llegó al abandono ab-
soluto del diseño original del CONI-
CET.

Para mostrar algunos datos de 

este deterioro podemos empezar to-
mando la evolución de los últimos 
años de la Inversión en I+D como 
porcentaje del PBI que publica el 
MinCyT. Los datos corresponden 
a la última publicación de los “In-

dicadores de Ciencia y Tecnología 
Argentina” (ICTA), de marzo del año 
2019 con datos hasta 2017. Si bien 
ya se observa una baja todavía no se 
reflejan los datos de los años 2018 
y 2019 en los cuales la caída será 

Figura 10: Devengado de la Función CyT en millones de pesos del año 2004. Fuente: ONP e INDEC.

Figura 9: Inversión en Investigación y Desarrollo como porcentaje del PBI. Fuente: ICTA.
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mucho mayor. Este es el indicador 
que el presidente Macri dijo que iba 
a subir al 1,5%, y lo bajó. 

Para tener una serie de datos más 
larga podemos tomar la evolución 
de lo que se “devengó” de la Fun-
ción CyT del presupuesto de cada 
año. El “devengado” es el reconoci-
miento y registro de un ingreso o un 
gasto en el periodo contable a que se 
refiere, a pesar de que el desembol-
so o el cobro puede ser hecho, todo 
o en parte, en el periodo anterior o 
posterior. Para poder comparar mon-
tos interanuales se tomó el Índice de 
Precios Implícitos (IPI) que publica 
el INDEC. Para evitar todo cuestio-
namiento a los índices publicados 
durante 2007-2015 se tomaron los 
valores de IPI que recalculó el IN-
DEC en el gobierno del presidente 

Macri. El IPI permite transformar 
pesos de un año al equivalente de 
cualquier otro. En particular en la Fi-
gura 10 se han llevado todos los de-
vengados a valores de pesos del año 
2004. Los datos de los presupuestos 
devengados entre 2005 y 2018 son 
los publicados en la actualidad en 
el sitio web de la Oficina Nacional 
de Presupuesto (ONP), el dato 2019 
corresponde al presupuesto vigente 
al 10/12/2019 y el dato de 2020, así 
como los valores de 2020, corres-
ponden a los valores que se usaron 
en la elaboración del Presupuesto 
2020 presentado en septiembre de 
2019. 

Vemos que los valores actuales 
son equivalentes a los de una déca-
da atrás. Pero como muestra la Tabla 
1, el sistema ha crecido considera-

blemente en estos años por lo que 
el monto por investigador se redujo 
sustancialmente.

La Figura 10 también permite di-
mensionar el incremento que se pro-
dujo en el devengado en la Función 
CyT entre los años 2005 y 2013, y el 
amesetamiento entre los años 2013 
y 2015.

La Tabla 2 muestra la pérdida 
porcentual de los Devengados de 
cada organismo del SNCYT entre 
2015 y 2020 como porcentaje del 
año 2015, con los datos tomados 
con los mismos criterios que los de-
tallados para la Figura 10.

La Figura 11 muestra el Deven-
gado de Transferencias a UUNN en 
millones de pesos del año 2004 cal-
culado con la misma metodología 
que la de la Tabla 1. En este caso la 
pérdida presupuestaria recién se ob-
serva en el año 2019, posiblemente 
por el mayor poder de reclamo del 
sector o porque la mayoría de las 
UUNN de mayor matrícula y presu-
puesto son conducidas por sectores 
de la UCR, que forma parte del go-
bierno nacional.

Tabla 1: Personas que componen el SNCYT. Fuente: ICTA.

Tabla 2: Evolución de los Devengados de los Organismos del SNCYT entre los años 2015 y 2020 en relación 
con los del año 2015. Se usó la misma metodología que en la Figura 10.
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La Figura 11 permite observar el 
aumento sostenido del presupuesto 
2005 – 2013 y el amesetamiento en-
tre 2013 y 2015.

 El SNCYT en la actualidad

Para dar un panorama de la si-
tuación del SNCYT en la actualidad 
empezamos mostrando en la Tabla 
3 los Presupuestos de los organis-
mos del sector, siendo el total de la 
Función CyT del presupuesto nacio-
nal presentado para el año 2020 de 
$ 66.936,55 millones de pesos. A 
estas cantidades falta sumar el por-
centaje de cargos con dedicación 
exclusiva que se destina a activida-
des de I+D de las UUNN, tal como 
lo computa el MinCyT al elaborar el 
ICTA. Los $ 1.359 millones que figu-
ran como de UUNN corresponden 
sólo a la función CyT que se asigna 
a programas de Becas y Subsidios, 
pero no a salarios, que se suman en 
la función educación del Presupues-
to Nacional.

La Figura 12 muestra la cantidad 
de investigadores y Becarios según 

Figura 11: Devengado de Transferencias a UUNN en millones de pesos de 2004. Fuente: ONP e INDEC.

Tabla 3: Presupuesto presentado para el año 2020 de los organismos del 
SNCYT en millones de pesos.

su lugar de trabajo computada por 
el MinCyT en el ICTA. Sobre un total 
de 83.190 personas, 61.437 trabajan 

en UUNN, 7589 en diversos Orga-
nismos de CyT, 5.643 en empresas, 
5.475 en UUPP, 2.104 en institutos 
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propios del CONICET y 942 en enti-
dades sin fines de lucro. 

Según los datos del ICTA el 

73,8% de los Investigadores y Beca-
rios trabajan en UUNN. La Figura 12 
también muestra los lugares donde 
trabajan los Investigadores y Beca-

rios del CONICET. La cantidad de 
Investigadores y Becarios del CO-
NICET que trabajan en UUNN es el 
79.9% del total.

Figura 12: Lugar de trabajo de Investigadores y Becarios. Fuente: ICTA.

Figura 13: Cantidad de Investigadores y Becarios en EJC. Fuente: ICTA.
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La Figura 13 muestra la evolu-
ción de la cantidad de Investiga-
dores y Becarios en Equivalente a 
Jornada Completa (EJC) según los 
anuarios del ICTA. El ICTA, siguien-
do la metodología del Manual de 
Frascati, aplica un coeficiente a los 
Investigadores y Becarios de Jorna-
da Completa de las universidades 
de 0,77 mientras que en el resto de 
las instituciones el factor es 1. A los 
Investigadores y Becarios de Jornada 
Parcial se les aplica un coeficiente 
de 0,25 en todas las instituciones. 

Para los Investigadores y Becarios de 
CONICET el coeficiente que se usa 
es 1 independientemente de cuál 
sea su lugar de trabajo.

La Tabla 4 Muestra la cantidad de 
Investigadores y Becarios de Jornada 
Completa y Parcial y el EJC por tipo 
de Institución según el ICTA 2017. 
Los totales de personas por organis-
mo y por lugar de trabajo concuer-
dan con los que se muestran en la 
Figura 12. En la Columna CONICET 
se muestran los Investigadores y Be-

carios de CONICET según su lugar 
de trabajo, como se detalla en la 
Figura 12. Esos mismos Investigado-
res y Becarios de CONICET, para las 
columnas “Total Personas x Organis-
mo” y “Total EJC”, están sumados en 
la fila Organismos Públicos.

Como lo indican la Figura 12 y 
la Tabla 4, el 53,1% del total de In-
vestigadores y Becarios del sistema 
(44.153) no son miembros del CO-
NICET y trabajan en UUNN. Antes 
de seguir con el análisis de este indi-

Tabla 4: Investigadores y Becarios por dedicación y EJC por tipo de institución. Fuente: ICTA.

Figura 14: El eje x muestra el % de la Inversión nacional en I+D en relación con el PBI, el eje Y la cantidad de 
Investigadores por millón de habitantes. El tamaño del cada círculo indica la cantidad total destinada a I+D en 
millones de dólares de poder adquisitivo equivalente. Fuente UNESCO.
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cador veamos la Figura 14, tomada 
de la página web de la UNESCO. El 
eje x muestra el porcentaje de la In-
versión nacional en I+D en relación 
con el PBI, el eje Y la cantidad de 
Investigadores por millón de habi-
tantes. El tamaño del cada círculo 
indica la cantidad total destinada a 
I+D en millones de dólares de po-
der adquisitivo equivalente. La fecha 
roja muestra la posición de Argenti-
na. En color verde claro se muestran 
los países de Sudamérica. La Pobla-
ción estimada para Argentina por 
el ICTA en 2017 es de 44.044.811 
habitantes, por lo que la cantidad de 
Investigadores y Becarios en EJC por 
millón de Habitantes es de 1.189.

Entre muchos datos, el ICTA 
muestra la cantidad de Investigado-
res y Becarios por cada 1.000 inte-
grantes de la población económi-

camente activa (PEA), que se inclu-
ye como Figura 15. Según el ICTA 
la PEA en 2017 era de 17.964.000 
personas, por lo que la cantidad de 
Investigadores y Becarios en EJC por 
cada 1000 integrantes de la PEA es 
2,92. Como se ve, Argentina está 
mejor que el resto de los países de la 
región, pero lejos de España, Nueva 
Zelanda, Portugal, Canadá, Estados 
Unidos, etc.

Ese mismo dato era de 1,7 en 
2004, 2,7 en 2009 y 3,0 en 2015 
según el ICTA. El AI2020 proponía 
para este indicador dos escenarios 
en el año 2020: a) llegar a un va-
lor de 4,6 si la inversión privada se 
mantenía en los porcentajes históri-
cos, del 26%, teniendo una inver-
sión en I+D del 1,01% del PBI; o b) 
llegar a un valor de 5,0 si la inver-
sión privada subía al 50% del total, 

teniendo una inversión en I+D del 
1,65% del PBI. 

Como vimos, la inversión en I+D 
bajó en estos años y seguramente en 
el año 2019 será menor al 0,50% del 
PBI. En el mejor de los casos para 
el año 2020 el número de Investi-
gadores y Becarios por cada 1.000 
integrantes de la PEA se mantendrá 
cerca de 3,0, y todavía estaremos 
muy lejos del lote de países con ma-
yor desarrollo, que se muestra en la 
Figura 15.

Es de destacar que la Figura 12 
dice que sólo el 26,0% de los Inves-
tigadores y Becarios del país son del 
CONICET. Aun tomando el valor de In-
vestigadores y Becarios de EJC que se 
muestra en la Tabla 4 habría un 41,3% 
de investigadores y Becarios EJC de 
CONICET en relación con el total.

Figura 15: Investigadores y Becarios por cada 1.000 integrantes de la PEA. Fuente ICTA.
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Es común pensar que aquellas 
personas que realmente realizan 
actividades de investigación son los 
investigadores del CONICET. Si este 
fuera el caso, y por lo tanto consi-
deramos que la información que 
muestra la Figura 12 no es creíble, 
entonces la ubicación del país en las 
Figuras 14 y 15 tampoco lo es y la 
situación es mucho peor.

Con Juan Pedrosa, Secretario de 
Investigación de la Universidad Na-
cional de Hurlingham (UNAHUR), 
bajamos la base de personal del 
CONICET de diciembre de 2017 y 
también copiamos una a una las lis-
tas de personal de cada una de las 
dependencias del CONICET que 
figuraban en la web. En base a eso 
pudimos obtener donde trabaja cada 
uno de los Administrativos, Personal 
de Apoyo, Profesionales y Técnicos, 
Becarios e Investigadores del CONI-
CET. El detalle para los Investigado-
res se muestra en la Tabla 5.

El rubro “Otros” como lugar de 
trabajo incluye Unidades en Red, 
CCT, OCA, CONICET CENTRAL, 
Centros de Investigación Multidis-
ciplinaria, Centros de Servicios, 
Centros de Investigaciones y Trans-
ferencia, Unidades Asociadas y 
Empresas. “OOPP” identifica a los 
Organismos Públicos mientras que 
“Otros” son Entidades sin fines de 
Lucro y “Múltiples” incluye Unida-
des Ejecutoras que tienen más de 
dos dependencias.

La Tabla 6 muestra cómo se dis-
tribuyen porcentualmente según el 
tipo de lugar en que trabajan para 
cada tipo de institución donde tra-
bajan. En las UUNN el 67,3% de 
los investigadores se encuentran en 
Unidades Ejecutoras, lo que muestra 
el éxito de la política impulsada en 
2006 por Charreau.

La Tabla 7 muestra cómo se dis-
tribuyen porcentualmente según el 

tipo de institución donde trabaja 
para cada tipo de lugar en que tra-
bajan (Sueltos, Unidades Ejecutoras, 
Otros).

Estos datos no reflejan los cam-
bios producidos por la creación de 
Unidades Ejecutoras desde el año 
2018, por lo que la cantidad de per-

sonal de CONICET en unidades de 
múltiple dependencia hoy es mayor.

De los 7.641 investigadores con 
lugar de trabajo en UUNN, 7.156 
(93,7%) están concentrados en 19: 
UBA (1967), UNC (856), UNLP 
(842), UNL (479), UNMDP (433), 
UNS (401), UNR (373), UNSAM 

Tabla 5: Investigadores de CONICET según lugar de trabajo.

Tabla 6: Porcentaje de Investigadores de CONICET para cada tipo de 
institución de trabajo según el tipo de lugar.

Tabla 7: Porcentaje de Investigadores de CONICET para cada tipo de 
lugar de trabajo según el tipo de institución.
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(282), UNT (221), UNRC (199), UN-
COMA (176), UNSL (149), UNQ 
(141), UNCU (128), UNNE (108), 
UNSJ (104), UNICEN (100), UNSA 
(100) y UTN (97). De los 752 inves-
tigadores de OOPP, 747 trabajan en 
los siguientes organismos: CNEA 
(287), INTA (196), Prov. Bs. As. 
(38), Fund. Lillo (28), MINDEF (28), 
GCBA (27), Sec. Cultura (25), CIC 
PBA (24), ANLIS (15), INTI (10), Min 
Salud (10), Prov. Chubut (9), SENA-
SA (9), Prov Córdoba (8), Adm. Par-
que Nacionales (6), SHN (6), INVAP 
(4), CONAE (3), INIDEP (3), Prov. 
Neuquén (3), SEGEMAR (3), IAA (2), 
SMN (2) e INA (1).

De los 499 investigadores con lu-
gar de trabajo en Entidades sin Fines 
de Lucro, 389 están en instituciones 
que tienen más de 10 investigado-
res: Fund. IBYME (92), Inst. Inv. Bq-
cas. Fund. Leloir (69), Acad, Nac. 
de Medicina (40), YTEC (24), Acad. 
Nac. Cs. Exactas y Nat. (21), IDES 
(20), Max Planck Gesellschaft (19), 
ANCBA (16), Soc. Arg. de Análisis 
Filosófico (15), Fund. Pablo Cassara 
(14), CEMIC (13), IECS (13), Centro 
de Inv. Filosóficas (12), Estación Exp. 
“Obispo Colombres (11), FLENI (10).

De los 481 investigadores con 
lugar de trabajo en lugares que de-

penden de CONICET y al menos 
otras dos entidades, 457 se concen-
tran en lugares que tienen más de 10 
investigadores: CIC y UNLP (139), 
UNCU Y Prov. Mendoza (101), CIC 
y UNICEN (69), Fund. Lillo - UNT 
(34), UNC y Instituto de investiga-
ción Medica Mercedes y Martin Fe-
rreyra (28), Prov. La Rioja y UNCA 
y UNLAR y SEGEMAR (17), Fund. 
Endocrinología Infantil - GCBA (16), 
UNSADA Y UNNOBA (12), Mun. 
Trelew y Fund. Egidio Feruglio (11), 
INECO y Fund. Favaloro (10), UN-
COMA e INIDEP y Min. Economía, 
Turismo, Cultura y Agricultura (10), 
UNSAM y CNEA (10).

De los 257 investigadores con lu-
gar de trabajo en trabajo en UUPP, 
224 se radican en instituciones con 
más de 5 investigadores: UCA (41), 
UTDT (29), AUSTRAL (28), FLACSO 
(24), UDESA (24), MAIMONIDES 
(23), UCCOR (18), Univ. Favaloro 
(14), UB (9), ITBA (8), UP (5).

Para completar este panorama, 
el Poder Ejecutivo Nacional pu-
blica periódicamente la cantidad 
de personal de la Administración 
Pública Nacional y en forma sepa-
rada el que pertenece al SNCYT. El 
último listado de cargos, publica-
do el 15/08/2019 en la Resolución 

1380/2019, se muestra en la Tabla 8. 
Vale aclarar que el listado no inclu-
ye las Becas.

A la descripción de cargos en el 
SNCYT falta la información de los 
cargos en las UUNN. Los datos que 
se muestran en la Tabla 9 dan cuenta 
de la cantidad total de cargos docen-
tes, aquellos con dedicación exclu-
siva y semiexclusiva y el porcentaje 
de cargos exclusiva y semiexclusiva 
sobre el total de la planta docente. 

Las UUNN están ordenadas se-
gún año de creación. Los colores 
seleccionan cuatro grupos: a) las 
7 UUNN históricas, desde la crea-
ción de la UNC hasta 1955, b) las 
UUNN creadas desde 1956 hasta 
las del Plan Taquini en 1982, c) las 
UUNN creadas desde el regreso de 
la democracia en 1983 hasta el año 
2002 y d) las creadas después del 
año 2003. La información se obtuvo 
del último Anuario Universitario pu-
blicado por la SPU, correspondien-
te al año 2015. En el anuario 2015 
no hay información de las UUNN 
de creación más reciente: Alto Uru-
guay, Comechingones, Hurlingham, 
Rafaela, de la Defensa, Guillermo 
Brown, Pedagógica Nacional, San 
Antonio de Areco y Scalabrini Ortiz.

Tabla 8: Cantidad de cargos en organismos del SNCYT según Resolución 1380/2019.
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Tabla 9: Cantidad total de cargos docentes, aquellos con dedicación exclusiva y semiexclusiva y el porcentaje 
de cargos exclusiva sobre el total de la planta docente de UUNN. Fuente: Anuario Universitario 2015.
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Se observa que tanto en el por-
centaje de cargos exclusiva como en 
el de cargos semiexclusiva sobre el 
total de la planta docente hay gran-
des variaciones entre las distintas 
UUNN y esta variación no se co-
rrelaciona con la antigüedad de la 
Universidad.

Según el Anuario de Universida-
des 2013, publicado por la SPU, ese 
año percibieron el incentivo 24.014 
docentes investigadores de UUNN, 
15.438 de los cuales tenían dedica-
ción exclusiva, 6.927 semiexclusiva 
y 1.649 simple. 

La distribución de los Investi-
gadores y Becarios y de Técnicos y 
Personal de Apoyo, en EJC, según la 
Provincia donde trabajan se mues-
tra en la Tabla 10. La Figura tam-
bién muestra esas cantidades, pero 
como porcentaje de cada 100.000 
habitantes. Vemos que si bien la 
cantidad absoluta de Personas Dedi-
cadas a actividades de I+D en muy 
distinta entre las distintas provincias 
ese número tiene una variación mu-
cho menor cuando se lo normaliza 
teniendo en cuenta la población de 
cada jurisdicción. Salvo la Capital 
Federal, San Luis y Rio Negro (por la 
concentración en el Centro Atómico 

Bariloche), la mayoría de las Pro-
vincias oscila entre 160 y 80. Esto 
indica que la diferencia no es sólo 
de cantidad de Personas Dedicadas 
a actividades de I+D sino también 
producto de la diferencia de pobla-
ción de cada región.

La Tabla 11 muestra la cantidad 
de Investigadores y Becarios en Or-
ganismos Públicos, UUNN y UUPP 
según disciplina y carrera de forma-
ción académica.

La Tabla 12 muestra la cantidad 
de egresados de Carreras de Pos-
grado en UUNN en el año 2015. Es 

Tabla 10: Investigadores y Becarios, Técnicos y Personal de Apoyo, en equivalentes a Jornada Completa, según 
la Provincia donde trabajan Fuente ICTA.
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Tabla 11: Investigadores y Becarios en Organismos Públicos, UUNN y UUPP según disciplina y carrera de 
formación académica. Fuente ICTA.
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Tabla 12: Egresados de Carreras de Posgrado en UUNN en el año 2015. Fuente: Estadísticas Universitarias 
 ARGENTINAS - Anuario 2015.
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importante notar que la formación 
de doctores está concentrada en al-
gunas instituciones. Sólo 14 UUNN 
tienen 25 o más egresados del doc-
torado en el año 2015, concentran-
do el 90% del total. Entre Buenos 
Aires, Córdoba, La Plata y Rosario 
suman 1.442 egresados (69%).

 Conclusiones

Los estados modernos financian 
sus SNCYT porque entienden que 
de esa forma la economía se va a 
desarrollar, pasando de produccio-
nes primarias a otras elaboradas con 
mayor valor agregado, resolviendo 
problemas sociales, médicos, todo 
lo cual permite un mejor nivel de 
vida de la población. No considero 
que sea función de los investigado-
res generar riqueza ni generar traba-
jo. Esas son funciones que deben ser 
cumplidas mediante la aplicación 
de políticas públicas pertinentes y 
eficaces. Es el estado el que debe 
decidir qué tipo y cantidad de cien-
tíficos de cada disciplina necesita 
para hacer diversas actividades en 
diversas regiones del país.

El SNCYT debe crecer, dado que 
es pequeño, como lo muestran las 
Figuras 14 y 15. Todavía tenemos 
una relación de Investigadores como 
porcentaje de la población que es 
baja con respecto a países desarro-
llados. Es necesario incrementar la 
Inversión en I+D, dado que no es 
suficiente, como lo muestra la Figu-
ra 14. Como bien analiza Fernando 
Stefani en su trabajo “Rol actual y 
futuro de la ciencia en la innova-
ción industrial y el crecimiento eco-
nómico sustentable en Argentina”, 
Argentina necesita planificar un es-
cenario de incremento de inversión 
a mediano y largo plazo. Hay que 
dejar de hacer incrementos peque-
ños con bajo impacto económico 
y se debe pasar rápidamente a una 
inversión cercana al 1,5% del PBI. 
El Senado aprobó el proyecto de Ley 

S 1.478/17 del Senador Perotti que 
establecía un incremento de la in-
versión hasta llegar al 3% del PBI en 
el año 2030, pero nunca fue tratado 
en la Comisión de Presupuesto de la 
Cámara de Diputados. Esto no quie-
re decir que se deba pasar del 0,5% 
actual al 1,5% invirtiendo de la mis-
ma forma que se hizo hasta ahora.

En relación con la fuente de fi-
nanciamiento, creo que un incre-
mento de la inversión del sector 
privado sólo será una consecuencia 
de un fuerte incremento inicial de 
la inversión estatal. En Argentina, 
las empresas grandes son multina-
cionales, y tienen sus departamen-
tos de I+D en sus países de origen, 
mientras que las PYME´s nacionales, 
que generan el 70% del empleo, no 
tienen capital como para apostar a 
grandes innovaciones y muchas ve-
ces hasta carecen de las capacida-
des como para identificar cómo y 
cuándo hay una oportunidad de in-
novar. Por eso la salida pasa por co-
piar las experiencias exitosas, como 
los casos de INVAP o YTEC. Es nece-
sario identificar nichos estratégicos 
para cada región del país e impulsar 
su desarrollo mediante empresas de 
capital estatal o mixto, que a su vez 
traccionen el desarrollo de PYME´s 
tecnológicas. Esto ya funcionó en el 
sector nuclear, de radares y espacial. 
En su momento el país desarrolló 
sus sectores petroquímicos y meta-
lúrgicos en base a grandes empresas 
nacionales. También se intentó utili-
zar el poder de compra estatal en el 
área de Defensa mediante las Fábri-
cas Militares. En la década pasada 
se intentó retomar ese camino con 
la creación de la Secretaría de Cien-
cia, Tecnología y Producción para la 
Defensa. Esta iniciativa reunió a los 
organismos de CyT de ese Ministe-
rio (CITEDEF, IGN, SHN, SMN) con 
las fábricas (FFMM, FadeA, CINAR), 
impulsando incluso convocatorias 
específicas de Programas de Investi-
gación y Desarrollo para la Defensa 

(PIDDEF). INVAP llegó a desarro-
llar y hacer volar el prototipo del 
Sistema Aéreo Robótico Argentino 
(SARA). También hay algunos sec-
tores, como el farmacéutico o el de 
equipamiento médico, donde hay 
empresas nacionales con un desa-
rrollo tal que las hace competitivas. 
En esos casos hay que fijar políticas 
específicas de articulación público-
privado. Creo que la mayor parte del 
incremento de la inversión en I+D 
debe estar orientada al desarrollo de 
estas nuevas empresas tecnológicas. 
Incluso se podría crear un Institu-
to Nacional de Investigación para 
el Desarrollo, que sedes regionales 
elabore proyectos de desarrollo lo-
cal con focos en sus particularida-
des.

Pero además hay que rediscutir 
las políticas de crecimiento del SN-
CYT. Como vimos en la Figura 1, el 
país tiene numerosos organismos de 
CyT con misiones específicas, mu-
chos de ellos ubicados o con sedes 
en el interior del país. Sin embargo, 
todos esos Organismos reúnen el 
9,1% de los Investigadores y Beca-
rios. El 73,9% de los Investigadores 
y Becarios tienen lugar de trabajo en 
las UUNN y el 3,7% son miembros 
del CONICET en UUPP, Entidades 
sin fines de lucro y en dependencias 
de la propia institución. El 13,3% 
restante son empleados de empre-
sas, UUPP u Organizaciones sin fi-
nes de lucro. No existe una evalua-
ción a nivel del MinCyT sobre si los 
7.589 Investigadores y Becarios que 
trabajan en los organismos Públicos 
con fines específicos son suficien-
tes, ni una planificación a nivel del 
CICYT sobre cómo asignar nuevos 
cargos.

La Figura 12 dice que hay 61.437 
Investigadores y Becarios trabajando 
en las UUNN. Sin embargo, como 
muestra la Tabla 9, sólo el 11,8% 
de los docentes tiene cargo de de-
dicación exclusiva y 18,5% tienen 
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cargo con dedicación semiexclu-
siva. El 69,7% restante tiene cargo 
simple. Cuando analizamos la Fi-
gura 12 queda en evidencia que los 
Organismos Públicos con funciones 
específicas tienen pocos investiga-
dores del CONICET. Como vimos 
anteriormente, la política que se 
implementó desde el año 2003 fue 
incrementar la cantidad de cargos 
del CONICET. Recién a partir del 
año 2012 se intentó direccionar un 
porcentaje de esos cargos con ma-
yor énfasis a temas estratégicos o 
regiones con baja cantidad de inves-
tigadores. Pero nada de eso se arti-
culó con los organismos. Recién en 
los últimos dos años se han llamado 
cargos para lugares específicos, pero 
creo que la forma en que se ha he-
cho es tampoco parece ser la mejor. 

Suele escucharse la crítica de 
que la mayoría de los investigadores 
que se forman con becas de CONI-
CET solamente tienen como meta 
ingresar a esa institución. Pero es el 
CONICET quien decide cuántas be-
cas se otorgan, en qué áreas y con 
qué criterios de selección, mientras 
que sólo el 6,6% de sus investigado-
res trabajan en centros de su única 
dependencia. Esta tarea debería ser 
compartida con los otros organis-
mos y jurisdicciones 

En el Directorio del CONICET 
hay un miembro que representa a 
las Universidades y otro a las Pro-
vincias. Pero los investigadores que 
deciden en las comisiones y juntas 
cómo se asignan las becas son todos 
del CONICET. Cabría preguntarse si 
no existe algún otro organismo que 
se podría ocupar de asignar las be-
cas doctorales, o si lo debería seguir 
haciendo el CONICET, pero con 
participación en todas las instancias 
de evaluación de los investigadores 
de otros OOPP y UUNN.

Desde hace un par de décadas 
el CICYT se reúne mensualmente, 

y sirve para que se intercambie in-
formación, pero esto no implica que 
la toma de decisiones estratégicas 
esté coordinada. El ANLIS, CITEDEF, 
CONAE, CNEA, IAA, IGN, INA, 
INIDEP, INPRES, INTA, INTI, SEGE-
MAR, SHN, SMN son organismos 
creados con funciones específicas. 
Su planta, presupuesto, planes es-
tratégicos, objetivos y evaluación 
de logros deberían ser coordinados 
en conjunto si lo que se busca en 
un funcionamiento sistémico. Y eso 
no implica necesariamente que to-
dos los organismos deban depender 
de un solo ministro. Pero sí que las 
grandes definiciones no pueden ser 
tomadas de manera autónoma. 

Esos organismos tienen regíme-
nes laborales diversos, algunos es-
pecíficos y otros no. Por lo tanto, la 
forma de evaluar el desempeño de 
los 6.306 Investigadores y Becarios 
(ver Figura 12) que trabajan allí es 
diversa. En los OOPP trabajan tam-
bién 1.283 Investigadores y Becarios 
del CONICET, de los cuales 752 son 
investigadores según la Figura 6.11: 
287 en CNEA, 196 en INTA, 28 en la 
Fundación Lillo, 28 entre CITEDEF y 
otras dependencias de Defensa, 15 
en ANLIS, 10 en INTI, 6 en el SHN, 
3 en CONAE, SEGEMAR y IAA, 2 en 
SMN y 1 en INA. No sabemos cuán-
tos además de tener cargo de CONI-
CET tienen una designación propia 
de esas instituciones. Y acá es opor-
tuno reflexionar sobre la particulari-
dad que tiene el CONICET.

Cuando se creó el CONICET, en 
el año 1958, fue pensado como la 
rueda de auxilio del sistema. Eso im-
plicaba que no tenía política propia 
más allá de ayudar a que el resto del 
sistema funcionara lo mejor posible. 
Por eso es el único organismo en el 
que se puede tener un cargo de 40 
hs de trabajo semanal y al mismo 
tiempo otro cargo de otro organis-
mo público del SNCYT, también de 
40hs semanales de labor. No es que 

se suponga que un Investigador del 
CONICET deba trabajar en ese caso 
80 hs semanales, sino que se entien-
de que se realiza la misma tarea en 
ambos cargos en las mismas 40 hs. 
Y por eso se cobra “por diferencia” 
y no ambos sueldos (si el sueldo del 
CONICET es menor al del OOPP el 
CONICET no paga nada y si es ma-
yor paga sólo el monto que supera al 
salario del OOPP). 

Esta particularidad laboral tiene 
implicancias prácticas. O ambas 
instituciones se ponen de acuerdo 
en qué se pretenden de esa persona 
en su trabajo y cómo la van a eva-
luar, o una de las dos instituciones 
delega esas tareas en la otra, o esta-
mos en problemas.

A lo largo de su vida institucio-
nal el CONICET logró instalar un 
sistema de evaluación permanente. 
Cada dos años los investigadores in-
forman qué han hecho en ese perío-
do y presentan un plan de qué van a 
hacer en el siguiente. Esos informes 
son evaluados por alguna de las 27 
Comisiones Disciplinarias. Si se des-
aprueban dos informes consecutivos 
se pierde el cargo. También hay eva-
luaciones para pasar de una catego-
ría a la siguiente (Asistente, Adjunto, 
Independiente, Principal y Superior), 
con requisitos cuantitativos estrictos. 
Por ejemplo, se requiere una canti-
dad de artículos publicados o direc-
ción de doctorados para acceder a 
una determinada categoría.

Desde ya, estos criterios son fi-
jados de manera independiente por 
el CONICET y los mismos no cam-
bian en función de si el investigador 
trabaja en un OOPP o si tiene un 
cargo también en él. Por lo tanto, 
si el OOPP establece requisitos a 
cumplir, ya sea por ocupar un lugar 
de trabajo en la institución o por te-
ner un cargo en ella, el investigador 
deberá tratar de cumplir con am-
bas, si es que eso es posible. Como 
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el tiempo entre evaluaciones en el 
CONICET es de los más bajos, y las 
evaluaciones se realizan en tiempo 
y forma, los investigadores priorizan 
cumplir con lo que el CONICET es-
pera de ellos. Pero entonces ya no 
nos encontramos en una situación 
en la que el CONICET es “la rueda 
de auxilio” que ayuda a que la otra 
institución cumpla con su misión es-
pecífica. Es evidente que el funcio-
namiento se ve distorsionado.

Como describimos anteriormen-
te, las universidades argentinas fue-
ron adoptando en general el modelo 
Napoleónico, dedicado a la forma-
ción de profesionales. Sin embargo, 
desde la década de 1960 se intentó 
crear la función de investigación en 
las universidades. También descri-
bimos cómo se fue consolidando el 
CONICET como centro del SNCT, 
en parte impulsado por los golpes 
de estado y el temor a la libertad 
académica y publicidad de los actos 
de gobierno propia del co-gobierno. 
Recordemos que mientras que los 
debates en las UUNN se dan en ór-
ganos de gobierno que se reúnen en 
ámbitos abiertos el reglamento de 
funcionamiento del directorio del 
CONICET impide conocer detalles 
sobre lo que se debate en su seno.

Uno se podría preguntar, ¿por 
qué el CONICET no logró generar 
un sistema completamente inde-
pendiente de las UUNN? La razón 
principal la describió con detalle 
Charreau en la resolución 995 del 
año 2006 que ya mencionamos: es 
imposible hacer investigación aleja-
do de los estudiantes, y estos están 
en las UUNN. Por lo tanto, encon-
tramos la paradoja de que la mayor 
cantidad de investigadores están en 
las UUNN pero estos son minoría 
dentro del cuerpo docente, dado 
que el modelo universitario sigue 
siendo en general Napoleónico. 

Como mencionamos antes, una 

de las reformas que se intentó im-
pulsar en el sistema universitario fue 
el incremento de las actividades de 
investigación. Para ellos se creó el 
Fondo para el Mejoramiento de la 
Enseñanza de las Ciencias (FOMEC) 
y el Programa de Incentivos para 
Docentes-Investigadores. Este últi-
mo asignó un suplemento salarial 
sin aportes, previa categorización y 
evaluación de una actividad de in-
vestigación adicional a la docencia, 
que implicaba un monto similar al 
salario docente.

Si bien los montos se fueron des-
actualizando con el correr de los 
años el sistema continuó hasta el 
año 2019 en el que se creó el Siste-
ma Nacional de Docentes Investiga-
dores Universitarios (SiDIUN). Este 
nuevo sistema, impulsado por el 
Rector de la Universidad Nacional 
de Rio Negro Juan Carlos del Bello, 
consiste en generar un sistema de 
categorías similar a las del CONCET.

La autonomía universitaria im-
plica una complejidad adicional 
para impulsar políticas coordinadas. 
Hoy existen más de 50 UUNN, el 
73,8% de los Investigadores y Beca-
rios tienen lugar de trabajo en ellas 
y allí trabajan el 79,9% de los que 
dependen del CONICET (ver Figura 
12). De los 7.641 Investigadores de 
CONICET con lugar de trabajo en 
las UUNN 5.141 están en Unidades 
Ejecutoras de esta institución. Como 
vimos, la cantidad de investigadores 
del CONICET en cada UUNN es 
muy variada. Si bien en general las 
UUNN más antiguas reúnen las can-
tidades mayores, algunas creadas en 
los 90 se destacan insertándose en 
ese lote. 

Otra complejidad de las UUNN 
frente a los OOPP del SNCYT es que 
las primeras no tienen a la ciencia 
y la tecnología como su única fun-
ción. En realidad, su principal fun-
ción es la docencia. Por eso, a dife-

rencia del resto de los OOPP, en las 
UUNN hay para cada categoría tres 
dedicaciones: simple o parcial de 10 
hs, semiexclusiva de 20 hs y exclusi-
va de 40 hs. Todas las dedicaciones 
implican en principio una carga do-
cente y las semiexclusiva y exclusiva 
suman horas que se pueden dedicar 
a actividades de investigación y/o de 
extensión.

Como se ve en la Tabla 9, en el 
año 2015 había 21.144 docentes 
con dedicación exclusiva, 33.172 
con dedicación semiexclusiva y 
124.822 con dedicación simple. Se-
gún la Figura 12 hay 61.437 inves-
tigadores y becarios en las UUNN, 
44.153 de los cuales no son del CO-
NICET. Según el anuario de la SPU, 
en el año 2012 cobraron el incentivo 
24.014 docentes, teniendo 15.462 
dedicación exclusiva, 7.001 dedi-
cación semiexclusiva y 1.659 dedi-
cación simple, estos últimos inves-
tigadores del CONICET o becarios 
(si bien son datos de diferentes años, 
esto no cambia sustancialmente los 
resultados).

Un ejemplo de la prioridad de 
los gremios docentes y de las auto-
ridades universitarias y ministeriales 
al discutir los presupuestos univer-
sitarios se puede ver analizando el 
período 2003-2015. En esos años la 
función educación del Presupuesto 
de las UUNN aumentó 10 veces en 
pesos mientras que la función CyT 
sólo dos veces. En parte se puede ar-
gumentar que la falta de prioridad se 
debe a que la falta de recursos hace 
que estos sean destinados priorita-
riamente a la función docente por-
que esta es indelegable. Pero creo 
que también hay una componente 
de modelo universitario Napoleóni-
co detrás de esto.

Como vimos, la gran mayoría de 
los investigadores del país están en 
las UUNN, así como la gran mayo-
ría de los miembros del CONICET. 
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Se presentan situaciones de todo 
tipo. Docentes-investigadores que 
no son miembros de la carrera del 
CONICET, investigadores del CO-
NICET que tienen al mismo tiempo 
cargos docentes con dedicaciones 
simples, semiexclusivas o exclusivas 
y también investigadores del CONI-
CET que tienen lugar de trabajo en 
una dependencia universitaria pero 
que no tienen cargo docente en ella. 
Si esas personas tienen cargo en la 
universidad son evaluados según 
el criterio de esta. Si esas personas 
tienen cargos en el CONICET son 
evaluadas según el criterio de esa 
institución. Pero si tienen cargos de 
ambas son evaluados dos veces, de 
manera independiente, y con crite-
rios diversos.

En muchos casos se ha llegado a 
una situación de “equilibrio” donde 
los investigadores que tienen cargo 
de CONICET, independientemen-
te del cargo docente que tengan, 
se agrupan en la enorme cantidad 
de Unidades Ejecutoras que creó 
el CONICET, y se alejan de la ges-
tión universitaria, mientras que los 
docentes-investigadores que no son 
CONICET ocupan la conducción de 
las UUNN. Se crean entonces sec-
tores aislados dentro de las propias 
UUNN.

Esto se ha visto incentivado por 
el mismo CONICET. Si un investiga-
dor del CONICET es docente de una 
UUNN y ocupa un cargo gestión 
el CONICET le descuenta la renta 
que la universidad le asigna por esa 
tarea. Sin embargo, si el investiga-
dor del CONICET es director de un 
instituto esta institución le paga un 
suplemento. Además, sin que esté 
escrito en ninguna norma, el CO-
NICET prohíbe que un director del 
CONICET sea al mismo tiempo au-
toridad universitaria. El mensaje que 
transmite el CONICET es que ser di-
rector de un instituto propio es una 
actividad científica mientras que ha-

cerlo en una UUNN es burocracia.

Como vimos, hoy el CONICET 
tiene más del 90% del personal en 
organismos que no le pertenecen, y 
permite que su personal tenga car-
gos de otras instituciones, y al mismo 
tiempo sólo acepta y reconoce sus 
procedimientos de ingreso, evalua-
ción de planes de trabajo y ascenso. 
En la práctica actúa como si todo el 
sistema fuera CONICET. Esto gene-
ra un problema de funcionamiento 
muy obvio. El CONICET se convier-
te en un órgano “extraño” dentro del 
resto de los organismos del sistema, 
y eso hace que el conjunto no tenga 
forma de funcionar.

Una posibilidad de resolver esto 
es que el CONICET deje de poder 
compartir el tiempo de trabajo de su 
personal con otros organismos. Para 
poder compartir personal el CONI-
CET debe acordar criterios con el 
resto. Si esto no es posible enton-
ces una posibilidad es transformar 
al CONICET en un organismo más 
del SNCT. Para hacer esto posible se 
deberían crear lugares propios, por 
fuera del resto de los organismos 
del SNCT, donde debería reubicarse 
el personal de CONICET. Personal-
mente no creo que esta posibilidad 
teórica sea conveniente.

Existe otra forma de solucionar 
la situación, y es que el CONICET 
vuelva a ser la “rueda de auxilio” 
del SNCT. Desde el punto de vista 
de los recursos presupuestarios, para 
el estado da lo mismo si un investi-
gador se incorpora sólo al CONICET 
o si este además tiene un cargo en 
el OOPP donde tiene su lugar de 
trabajo porque, como dijimos, no 
se suman los salarios. De la misma 
forma, desde el punto de vista de los 
recursos presupuestarios, para el es-
tado da lo mismo si un investigador 
se incorpora sólo al CONICET o si 
este además tiene una dedicación a 
la investigación en las UUNN, por-

que, como dijimos, no se suman los 
salarios. En algunos ámbitos uni-
versitarios prolifera un discurso en 
contra de las dobles dedicaciones, 
con el argumento que de esa forma 
habrá más cargos para todos. En mi 
modo de ver esa argumentación es 
errónea. Lo que hay que analizar 
es si es conveniente o perjudicial el 
hecho de que haya investigadores 
de CONICET en las UUNN que no 
tengan cargos exclusiva y viceversa. 
Si se considera que las dobles dedi-
caciones son beneficiosas entonces 
simplemente hay que crear la canti-
dad de cargos que sean necesarios. 

Los OOPP fueron creados con 
fines específicos. Por lo tanto, lo 
razonable es que los investigadores 
del CONICET con lugar de trabajo 
en ellos estén alineados con esos 
objetivos específicos. De la misma 
forma, los investigadores del CONI-
CET con lugar de trabajo en UUNN 
no pueden estar ajenos a las orien-
taciones, necesidades y problemas 
de ellas. Es más, creo que si el CO-
NICET tiene investigadores por fuera 
de los OOPP y UUNN habría que 
analizar detenidamente qué función 
estratégica distinta de la que se de-
sarrolla en esas instituciones están 
desempeñando. A lo mejor se llega 
a la conclusión que está faltando un 
nuevo OOPP con función específi-
ca. O se concluye que no hay razón 
para que esto exista y los investiga-
dores se deben incorporar a alguno 
de los OOPP o UUNN existentes. 
Que en algún momento se hayan 
tomado decisiones erradas, corpora-
tivas o basadas en intereses sectoria-
les o personales no debería ser un 
argumento para que esto persista.

En el caso de las UUNN, el he-
cho de que para el estado las dobles 
dedicaciones no impliquen mayo-
res gastos no significa que no tenga 
consecuencias, y esta es una de las 
razones de fondo que no se expli-
citan. La diferencia pasa porque so-



33Características del Sector de Ciencia en Argentina

lamente los miembros del CONICET 
que además tienen cargo docente 
votan en las elecciones para deter-
minar las autoridades universitarias. 
Lo que hay que poner en debate 
también es si las UUNN, que son 
autónomas pero que se financian 
con fondos públicos, están intere-
sadas en formar parte de un SNCT. 
Y esto es todavía más complejo por-
que en general tenemos facultades 
con fuerte impronta de investigación 
en un contexto universitario donde 
son minoría. Es decir, tenemos fa-
cultades “de” investigación con uni-
versidades donde “se hace” investi-
gación. No estaría demás pensar si 
no debemos repensar el funciona-
miento de nuestro sistema universi-
tario, definiendo distintos tipos de 
universidades: a) de docencia, b) de 
docencia con investigación, c) de 
docencia e investigación. Se podría 
en ese caso generar nuevas unida-
des administrativas a partir del frac-
cionamiento de las actuales según el 

tipo de actividad universitaria que 
puede o quiere realizar, como algu-
na vez postulé. 

Como hemos visto, tomar las de-
cisiones para contar con un SNCT 
que funcione de manera coherente y 
articulada no demanda tanto de re-
cursos económicos como la toma de 
decisiones que van contra intereses 
sectoriales. Los investigadores, y los 
responsables de la administración 
de las instituciones donde estos tra-
bajan, deberían considerar a la solu-
ción de este tema como su aporte al 
Acuerdo Social que se requiere para 
formular políticas de estado.
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Las políticas de ciencia, tecnología e innovación (CTI) en la Argentina 
se institucionalizaron en la década de 1950 y, desde entonces, han 
recorrido un camino sinuoso, signado por cambios en los regímenes 
o proyectos políticos, crisis económicas, transformaciones sociales 
sociales y, ciertamente, modificaciones en los modos de hacer ciencia.
En este artículo tomamos como punto de partida los sucesivos 
paradigmas de políticas de CTI que prevalecieron en el escenario 
internacional, junto con algunas tendencias generales de las políticas 
observadas en América Latina. El propósito es presentar un panorama 
contextualizado de dichas políticas en la Argentina, que también nos permita identificar ciertas especificidades y tensiones 
históricas, algunas de las cuales aún nos interpelan.

Since their institutionalization in the 1950s, Science, Technology and Innovation (STI) policies in Argentina have gone 
through a sinuous way, marked by changes in political regimes, economic crises, social transformations and, certainly, 
modifications in the ways of doing science.
In this paper we take as a starting point the successive STI policy paradigms that prevailed on the international scene, along 
with some general trends in the policies observed in Latin America. The purpose is to present a contextualized panorama 
of STI policies in Argentina, which also allows us to identify certain specificities and historical tensions, some of which still 
challenge us. 

 Introducción

Probablemente, muchos lectores 
estén familiarizados con la historia 
de las políticas de ciencia, tecnolo-
gía e innovación (PCTI) en la Argen-
tina y conozcan (incluso a veces de 
primera mano) hechos fundamenta-
les como la creación del CONICET a 
fines de la década de 1950, la de la 
ANPCyT en los noventa y, más aún, 
la reciente creación del MINCyT. 
Sin embargo, aquí no haremos un 
recorrido histórico centrado exclusi-
vamente en una sucesión de hechos 

de alcance nacional, sino que bus-
caremos exaltar algunos aspectos 
excepcionales y otros menos origi-
nales que signaron la trayectoria de 
nuestras instituciones de ciencia y 
tecnología. Forzosamente, para al-
canzar ese objetivo es necesario te-
ner parámetros de comparación con 
contextos similares, como algunos 
países de América Latina, pero tam-
bién con contextos muy diferentes, 
como los países desarrollados. 

De hecho, muchos analistas de 

las PCTI en América Latina y en la 
Argentina insisten en señalar que 
dichas políticas se estructuraron 
en base a la difusión (por parte de 
países desarrollados y organismos 
internacionales) o a la imitación 
(por parte de distintos actores la-
tinoamericanos) de determinados 
paradigmas de políticas o modelos 
institucionales que prevalecieron en 
el escenario internacional (Albor-
noz y Gordon 2011; Dagnino y Tho-
mas 1999; Finnemore 1993; Otei-
za 1992). Sin embargo, también es 
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cierto que los procesos de difusión e 
imitación van de la mano de proce-
sos de re-significación, basados en 
condicionamientos (políticos, eco-
nómicos, institucionales, culturales, 
etc.) nacionales.1 Por eso, en este 
recorrido, presentaremos las princi-
pales características de los sucesivos 
paradigmas internacionales de PCTI 
y veremos de qué modo se expresan 
(o no) en la Argentina, marcando 
contrapuntos y tendencias simila-
res con América Latina y, específi-
camente, con algunos países de la 
región más parecidos al nuestro. 
Lógicamente, desde esta perspectiva 
es imposible dar cuenta de todos los 
organismos públicos de investiga-
ción, por lo que me concentraré en 
organismos de política transversales, 
es decir, aquellos cuyos instrumen-
tos permean diversas instituciones. 

 1. Algunas herramientas 
conceptuales                                   

Aunque existen varias propues-
tas de periodización de las PCTI, 
hay dos trabajos que sintetizan muy 
bien los rasgos centrales de cada pe-
ríodo y que me interesa retomar en 
este artículo. Uno de ellos es el de 
Lea Velho (2011), que propone cua-
tro paradigmas de PCTI correspon-
dientes a diversos períodos: 

•	 La Ciencia como Motor del Pro-
greso: 1945 hasta inicios de la 
década de 1960 

•	 La Ciencia como Solución y 
Causa de Problemas: décadas 
de 1960 y 1970

•	 La Ciencia como Fuente de 
Oportunidad Estratégica: déca-
das de 1980 y 1990

•	 La Ciencia para el Bien de la 
Sociedad: siglo XXI

Su argumento central es que la 
evolución histórica de la PCTI está 

fuertemente relacionada con las 
transformaciones en la concepción 
dominante sobre la ciencia y en el 
modo en que se conciben las rela-
ciones entre ciencia, tecnología, 
innovación y sociedad en cada mo-
mento. Eso constituye repertorios 
discursivos o marcos conceptuales 
que definen no sólo el foco de la 
política, sino también el tipo de ins-
tituciones, instrumentos, formas de 
gestión, criterios de análisis y eva-
luación de las políticas; en síntesis, 
modelos institucionales. Ciertamen-
te, el paso de un paradigma a otros 
no implica necesariamente el aban-
dono del anterior. 

El otro texto es el de Elzinga 
y Jamison (1996) que, utilizando 
otras categorías, propone un reco-
rrido histórico similar. Estos autores 
recurren al concepto de “culturas 
políticas” para referirse a diversas 
perspectivas normativas sobre las 
PCTI, que clasifican en cuatro tipos 
ideales:

•	 La cultura burocrática que, 
anclada en comités, consejos 
y órganos de asesoramiento, 
centra su preocupación en los 
problemas de administración, 
coordinación, planificación y 
organización eficaz, poniendo 
el énfasis en el uso social de la 
ciencia, es decir, en la “ciencia 
para la política” y, aún más, en 
que la política pública sea cien-
tífica;

•	 La cultura académica, por su 
parte, es la que caracteriza la 
conducta o la retórica de los 
propios científicos, cuyos inte-
reses están más focalizados en 
la “política para la ciencia” y en 
valores como la autonomía, la 
objetividad y el control sobre la 
inversión de recursos y la orga-
nización de la ciencia;

•	 La cultura económica que, re-
lacionada con el sector empre-
sarial, centra su atención en los 
réditos económicos y los usos 
tecnológicos de la ciencia.

•	 La cultura cívica que, fundada 
en movimientos sociales u or-
ganizaciones, suele preocupar-
se por las implicancias sociales 
de la ciencia y la tecnología 
(por ejemplo, en relación con 
el medio ambiente).

El peso de cada actor o cultura, 
así como las relaciones que se esta-
blecen entre éstas pueden moldear 
parcialmente las PCTI y sus orga-
nismos. Para que se entienda: no es 
lo mismo cuando se confiere a los 
científicos “duros” autonomía insti-
tucional y autoridad exclusiva para 
diseñar e implementar las PCTI, que 
cuando esa autoridad está compar-
tida con expertos “blandos” (por 
ejemplo, economistas) y coordinada 
con otras reparticiones estatales. 

Pero seamos cautos. Aunque el 
marco conceptual que proponen El-
zinga y Jamison (1996) suena muy 
razonable y útil para pensar las PCTI 
en la Argentina y en América Latina, 
no podemos reproducirlo mecánica-
mente. Por un lado, los actores que 
representan cada cultura pueden va-
riar de un contexto a otro. Por otro 
lado, los momentos de emergencia 
de cada cultura también pueden va-
riar de un contexto a otro.

 2. El paradigma de la cien-
cia como motor de progre-
so:                                                 

Según Velho (2011), durante 
el paradigma de “la ciencia como 
motor de progreso” prevaleció una 
concepción de la ciencia como acti-
vidad objetiva, desinteresada e inde-
pendiente de la sociedad, pero ca-
paz de generar transformaciones en 
cadena, que irían desde la investiga-
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ción básica a la investigación aplica-
da, permitiendo el desarrollo tecno-
lógico, el crecimiento económico y, 
por último, el bienestar social. Esto 
es lo que se conoce como modelo 
lineal. En buena medida, durante la 
posguerra, el énfasis discursivo en la 
investigación básica apuntó a enla-
zar las virtudes de objetividad, neu-
tralidad y fundamentación empírica 
de la ciencia, regulada con autono-
mía por la propia comunidad cien-
tífica, con las virtudes políticas aso-
ciadas a los regímenes democráticos 
(Schauz, 2014).  La ‘ciencia pura’, 
alejada de cualquier doctrina polí-
tica, autónoma, libremente comuni-
cable, universal e internacional era 
la perfecta contracara de los regí-
menes que, como la Alemania Nazi 
(que proclamó la existencia de una 
“ciencia aria”) o la Unión Soviética 
(donde Stalin estigmatizó la genéti-
ca mendeliana como “ciencia bur-
guesa”), habían buscado amoldar su 
ciencia a sus doctrinas políticas. 

Dentro de este marco conceptual, 
los estados –principales financistas 
de la ciencia- delegaron las princi-
pales decisiones en los Consejos de 
Investigaciones, y en otras agencias 
con fuerte predominio de las comu-
nidades científicas, confiriéndoles 
autonomía en la organización de la 
investigación y la distribución de re-
cursos. Consecuentemente, las polí-
ticas efectivamente implementadas 
tuvieron dos características. Por un 
lado, el énfasis estuvo puesto en la 
construcción de infraestructura, la 
provisión de recursos materiales y 
la formación de recursos humanos 
para investigación. Eso es lo que se 
ha denominado política ofertista o, 
en inglés, supply side. Por otro lado, 
los principales instrumentos de fi-
nanciamiento fueron los subsidios 
individuales otorgados a través de 
fondos concursables, con caracte-
rísticas muy distintas de los block 
grants, otorgados a institutos o labo-
ratorios bajo pautas presupuestarias 

relativamente rígidas. En estos años, 
tanto la evaluación ex ante de los 
proyectos, como la evaluación ex 
post de los investigadores (es decir, 
sus resultados) se asentó en el cri-
terio de la excelencia (Velho, 2011; 
Kreimer, 2015).

Algunos trabajos que han pro-
puesto periodizaciones para las 
PCTI en América Latina indican 
tendencias similares a las reseñadas 
en el escenario internacional. Por 
ejemplo, Sagasti (2013) señala que, 
en las décadas de 1950 y 1960, pre-
valeció el criterio del “empuje de las 
ciencia”, basado en el famoso mo-
delo lineal y en el estrechamiento de 
vínculos con países científicamente 
avanzados. Lo propio de este perío-
do es, según el autor, la creación 
de Consejos Nacionales de Investi-
gación con el propósito de proveer 
recursos materiales y humanos para 
el desarrollo científico. 

Bien, todo parece coincidir. 
Cuando uno lee “Consejo Nacio-
nal de Investigación” rápidamente 
piensa “¡CONICET!”. Pero la cosa 
es más compleja porque no todos 
los organismos que tienen esta de-
nominación responden al mismo 
modelo ¿Qué son, entonces, estas 
instituciones? Arie Rip (1996) define 
a los Consejos como instituciones “a 
medio camino entre ´un parlamento 
de científicos y una burocracia gu-
bernamental´” (p. 57). Por lo tanto, 
podríamos decir que hay Consejos 
en los que uno de esos dos compo-
nentes tiene más peso que el otro 
y, ese equilibro o desequilibrio de 
“ingredientes”, expresa una concep-
ción específica de las políticas de 
ciencia y tecnología.

Si miramos los casos de la Argen-
tina y Brasil encontramos, en 1951, 
la creación de una primera genera-
ción de Consejos (CNICyT y CNPq) 
con un mayor peso de la “cultura 
burocrática” y, por lo tanto, más pre-

ocupados por la planificación, por 
la coordinación de la investigación 
realizada en diversas reparticiones 
estatales y su orientación hacia el 
desarrollo de sectores productivos y 
estratégicos. En efecto, en estos paí-
ses, en los que ya se había iniciado 
un camino de desarrollo económi-
co basado en la industrialización 
por sustitución de importaciones, 
la percepción del rol estratégico de 
la ciencia y la tecnología durante 
la guerra, sumado a un imaginario 
que asociaba estas actividades con 
el desarrollo industrial, condujo a 
la puesta en marcha de proyectos 
tecno-científicos en sectores estra-
tégicos (como la aeronáutica y la 
energía nuclear) y a la creación de 
una primera generación de organis-
mos de PCTI fuertemente asociados 
con ese ideario (Feld, 2015a). 

La creación de los Consejos en 
ambos países no sólo coincidió en 
el tiempo, sino también en algunos 
rasgos de la organización institucio-
nal, que nos dan indicios del tipo 
de actores considerados adecuados 
para formular las políticas. Los ór-
ganos directivos de estos Consejos 
se caracterizaron por el estableci-
miento de mecanismos de represen-
tación de diversos organismos pú-
blicos y ministerios. El CNICyT, por 
ejemplo, reunía a los representantes 
del Ministerio de Asuntos Técnicos, 
al titular de la Dirección Nacional 
de Investigaciones Técnicas, al pre-
sidente de la Junta de Investigación 
Científica y Experimentación de las 
Fuerzas Armadas, al Director Ge-
neral de Cultura de la Nación, al 
de Servicios Técnicos del Estado, al 
secretario general de la Comisión 
Nacional de Energía Atómica y a los 
delegados de las diversas universi-
dades nacionales, que por entonces 
habían perdido el status de institu-
ciones autónomas. En la práctica, el 
CNICyT sesionó muy pocas veces y 
su función fue delinear el “Plan de 
Investigaciones Técnicas y Científi-
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cas” y construir un registro de per-
sonal, investigaciones en desarrollo 
e instituciones científicas y técnicas, 
definidos con criterios sumamente 
amplios o, al menos, muy diferentes 
de los que utilizaríamos hoy (Hurta-
do y Busala, 2006). 

Sin embargo, en contrapunto 
con el discurso y la política oficial, 
donde la actividad científica apa-
reció como una actividad subordi-
nada a la política y subsidiaria del 
desarrollo industrial, algunos de los 
integrantes de la élite científica co-
menzaron a esbozar un repertorio 
discursivo con componentes simila-
res a lo que hoy llamamos modelo 
lineal. Ese discurso enfatizaba los 
ideales de autonomía y libertad y 
diferenciaba la “técnica”, como ac-
tividad de incumbencia estatal, de 
la “ciencia”, librada al gobierno de 
la comunidad académica. Ese dis-
curso, que en ocasiones retomaba 
el tópico de la ciencia en regímenes 
totalitarios, no estaba desligado de 
la irritación que generaron las limi-
taciones a la autonomía universita-
ria, la intervención de academias y 
asociaciones de profesionales, así 
como la exclusión de la comuni-
dad científica de instituciones como 
el CNICyT y la CNEA. Uno de los 
arquitectos de este discurso  fue 
Bernardo Houssay que, luego de 
obtener el premio Nobel en 1947, 
se instituyó en referente nacional e 
internacional y en vocero de buena 
parte de la élite científica e intelec-
tual que mantuvo una relación con-
flictiva con el gobierno de Perón. 
La prédica de Houssay encontraría 
sustento institucional luego del de-
rrocamiento de Perón, con la diso-
lución del CNICyT y la creación del 
CONICET. Por el contrario, el CNPq, 
surgido de un diálogo más fluido 
con la comunidad científica, tendría 
continuidad en los años siguientes 
(Feld, 2015a). Desde la perspectiva 
de Houssay y su círculo, el CONI-
CET era una institución llamada a 

desarrollar la ciencia a resguardo 
de las frecuentes intervenciones gu-
bernamentales en las universidades 
y de una reciente masificación de 
la educación superior (Hurtado y 
Busala, 2002a y 2002b; Hurtado y 
Feld, 2010; Feld, 2015a y 2015b).

El período que se inicia en la se-
gunda mitad de la década de 1950, 
al menos en la Argentina, parece 
encajar mejor con el “paradigma de 
la ciencia como motor de progre-
so”. Tanto la creación del CONICET 
como la restitución de la autonomía 
universitaria confirieron un rol pro-
tagónico a los representantes de la 
“cultura académica”. Ambas institu-
ciones están en el origen de la cons-
trucción de un imaginario de aquel 
período como los “años dorados” de 
la ciencia argentina, que contó con 
una cantidad creciente de recursos y 
con nuevos instrumentos y criterios 
para su distribución (Feld, 2015b).

Aunque la ley de creación del 
CONICET proponía una misión bas-
tante ambiciosa, que era “promover, 
coordinar y orientar las investiga-
ciones en el campo de las ciencias 
puras y de las aplicadas”, además 
de “fijar un orden de prioridades 
que contemplen las necesidades del 
país”, lo cierto es que, en la prácti-
ca, se abocó a la formación y sos-
tenimiento de recursos humanos, al 
financiamiento de proyectos de in-
vestigación de calidad y, en menor 
medida, a la provisión de infraes-
tructura para investigación. En estos 
años, el CONICET diseñó e imple-
mentó tres instrumentos que hoy co-
nocemos muy bien, pero que resul-
taban novedosos en aquella época, 
al menos en la Argentina.

•	 Subsidios otorgados a través 
concursos para proyectos de 
investigación generalmente in-
dividuales, aunque excepcio-
nalmente se destinaran fondos 
para la compra de instrumental 

ligado a proyectos instituciona-
les (por ejemplo, la computado-
ra para el Instituto del Cálculo).  

•	 La creación de un escalafón 
de investigadores (la conocida 
Carrera del Investigador Cien-
tífico) y otro de técnicos (hoy, 
Carrera del Personal de Apoyo), 
que muchas veces se utilizaba 
como como complemento sa-
larial de docentes universitarios 
que hacían investigación y no 
tenían dedicación exclusiva. 

•	 Un programa de becas en el 
país y en el exterior, éstas últi-
mas financiadas parcialmente 
con subsidios de la Fundación 
Ford. 

Los tres instrumentos fueron ges-
tionados a través de una novedosa 
maquinaria de evaluación, integra-
da por las comisiones asesoras dis-
ciplinarias y regionales, que hicie-
ron de la institución, siguiendo la 
metáfora que propone Rip (1996), 
un verdadero “parlamento de cientí-
ficos”. A su vez, la actividad del CO-
NICET estuvo muy vinculada con el 
proyecto de reformar el perfil de las 
universidades, a cuyo personal des-
tinó la mayor cantidad de recursos 
(Feld, 2015b).

Si el CONICET tenía algunos de 
los componentes del modelo institu-
cional representado por el CNRS de 
Francia -un país hacia el que mira-
ban muchos científicos e intelectua-
les antes de la guerra- la reforma de 
la educación superior se asentaría 
en el modelo de universidades esta-
dounidenses, difundido por institu-
ciones como la Fundación Ford, la 
Agencia for International Develop-
ment (AID) y el BID que, entre fines 
de la década de 1950 y principios 
de la década de 1970, contribuye-
ron a forjar los “años dorados” de la 
asistencia estadounidense a univer-
sidades y centros de investigación 
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latinoamericanos (Levy, 2005). En la 
Argentina, uno de los epicentros de 
la reforma fue la Facultad de Cien-
cias Exactas y Naturales de la UBA, 
cuyo decano (Rolando García) y 
rector (Risieri Frondizi) conocían de 
primera mano el modelo estadou-
nidense por haber realizado parte 
de su formación en él. Ambos inte-
graron el núcleo de autoridades y 
profesores “innovadores” de la UBA 
(Prego, 2010), que apuntó a vincu-
lar estrechamente la docencia con 
la investigación mediante la organi-
zación de la universidad en depar-
tamentos, cuya función sería pla-
nificar las investigaciones del área, 
formar discípulos, asesorar al Con-
sejo Directivo en la organización 
de las carreras del departamento y 
proyectar el presupuesto y la adqui-
sición de material de la unidad. 

Las instituciones estadouniden-
ses respaldaron este tipo de refor-
mas proveyendo financiamiento. En 
1962, el BID otorgó un préstamos 
de U$ 5.000.000 a la Argentina para 
el reequipamiento de las 8 universi-
dades públicas nacionales, con mi-
ras a compensar la orientación emi-
nentemente profesionalista de estas 
instituciones: aunque originalmente 
la Argentina solicitó U$ 10.000.000, 
el préstamo fue reducido a la mitad 
para excluir las humanidades y las 
diversas carreras de formación pro-
fesional (odontología, medicina, 
farmacia y bioquímica, arquitectura 
y derecho) que, por otra parte, eran 
menos proclives a la organización 
departamental (Feld, 2019; Prego, 
2010). La política de la Fundación 
Ford, por su parte, fue mucho más 
selectiva y financió, sobre todo, de-
partamentos universitarios, centros 
de investigación o laboratorios con 
buenas perspectivas de desarrollo, 
que a futuro pudieran funcionar 
como un modelo o difundirse -vía 
recursos humanos formados- hacia 
otras instituciones nacionales o lati-
noamericanas (Levy, 2005). 

Aunque en el contexto de los 
países desarrollados las políticas 
ofertistas apuntaron a incrementar 
el “tamaño” de la ciencia, en paí-
ses como la Argentina, el entrama-
do institucional constituido por el 
CONICET, las universidades y los 
organismos extranjeros se orientó a 
la organización cognitiva de nuevos 
campos o disciplinas y a la expan-
sión del proceso de institucionali-
zación y profesionalización de la 
investigación. Tanto la carrera del 
investigador, como la valorización 
de la dedicación exclusiva y el pro-
gresivo cambio en los criterios de 
evaluación docente, contribuyeron 
a estabilizar la categoría de “inves-
tigador” en un contexto en el que 
su definición era aún difusa (Feld, 
2015b). Desde luego, la definición 
de qué es un investigador, cómo se 
forma, cuáles son los requisitos de 
ingreso y cómo se financia su traba-
jo no es algo que se estableció de un 
día para otro, pero en aquellos años 
está el germen de muchos de los 
acuerdos en los que nos basamos 
hoy cuando aludimos a esa catego-
ría profesional.

 3. El paradigma de la cien-
cia como solución y como 
causa de problemas                            

Entre principios y mediados de 
la década de 1960 se inició un pro-
ceso de institucionalización de los 
estudios de PCTI. A lo largo de esa 
década se crearon centros de inves-
tigación en diversos países europeos 
(como la Science Policy Research 
Unit-SPRU de Gran Bretaña) y en 
organismos internacionales (OCDE, 
OEA, UNESCO), paralelamente a 
la aparición de revistas especializa-
das como Minerva, Research Policy 
e Impact of Science on Society. Lo 
que empezaban a preguntarse aca-
démicos, expertos y hacedores de 
políticas era si los modelos lineal y 
ofertista efectivamente funcionaban 
y si bastaba invertir en la investi-

gación científico-tecnológica para 
obtener beneficios económicos y 
sociales (Elzinga y Jamison, 1996).

A su vez, hacia fines de la década 
de 1960, la irrupción de la “cultura 
cívica”, es decir, de movimientos 
pacifistas, ecologistas y de científi-
cos disidentes, contribuyó a poner 
en cuestión varias ideas incorpora-
das al sentido común: que la cien-
cia y la tecnología eran neutrales, es 
decir, que no estaban imbuidas de 
valores, que sus efectos eran nece-
sariamente positivos y que la auto-
nomía de la comunidad científica 
era algo bueno en sí mismo (Rose y 
Rose, 1980). 

En el marco de estos dos fenó-
menos comenzó a construirse cierto 
consenso en torno a la idea de que la 
investigación debía orientarse hacia 
problemas específicos considerados 
relevantes o prioritarios tanto para la 
sociedad como para el mercado. Es 
decir, se invertía la relación concep-
tual entre productores y usuarios del 
conocimiento, pasando de una pers-
pectiva science push (que caracteri-
za al denominado “modelo lineal”) 
hacia otra demand pull. El foco de 
las políticas pasó a estar en la iden-
tificación de sectores prioritarios y 
en la política tecnológica (Velho, 
2011). 

Sobre la base de esta concep-
ción de la ciencia se diseñaron 
nuevas instituciones e instrumentos 
para orientar y financiar la investiga-
ción. Los Consejos pasaron a tener 
responsabilidades en el desarrollo 
tecnológico y, aunque la evaluación 
por pares continuó cumpliendo un 
rol importante en la evaluación y en 
la asignación de recursos, los cientí-
ficos debieron compartir el escena-
rio con otros expertos y funcionarios 
públicos en la definición de priori-
dades (Velho, 2011).
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En América Latina, los nuevos 
discursos y marcos conceptuales 
para pensar la ciencia y la tecnolo-
gía tuvieron su correlato en la emer-
gencia, hacia finales de la década, 
de lo que se conoce como Pensa-
miento Latinoamericano en Ciencia, 
Tecnología y Desarrollo (PLACTED), 
que también recibió una fuerte in-
fluencia de la CEPAL y de la Teoría 
de la Dependencia. Algunos de sus 
representantes, entre los que se en-
contraban figuras como Francisco 
Sagasti, Jorge Sabato, Amílcar He-
rrera y Oscar Varsavsky, participa-
rían de los foros de intercambio y 
circulación de ideas propiciados por 
organismos internacionales como la 
UNESCO y la OEA, en los que co-
menzaron a discutir el rol de la cien-
cia y la tecnología en el desarrollo 
y las diversas estrategias para alcan-
zarlo (Feld, 2015b).

De hecho, tanto los organismos 
internacionales como las institu-
ciones multilaterales de crédito tu-
vieron un importante papel en la 
difusión e institucionalización del 
nuevo paradigma. Por esos años, 
la UNESCO comenzó a difundir un 
modelo de Consejos, entre cuyas 
responsabilidades se encontraban 
la realización de diagnósticos cuan-
titativos, la formulación de planes 
de ciencia y tecnología, la elabo-
ración de programas sectoriales o 
temáticos articulados con los pla-
nes de desarrollo socio-económico, 
además de propiciar la articulación 
entre diversos organismos de inves-
tigación (Feld, 2015b; Nupia, 2014). 

Como parte de ese clima de ideas, 
hacia fines de la década de 1960, 
distintos países de América Latina 
reestructuraron sus organismos de 
PCTI o crearon nuevas instituciones 
como el CONACyT en la Argentina 
(1968), el CNCYT y Colciencias en 
Colombia (1968) y el CONACYT en 
México (1971). En Brasil, se creó el 
Fondo Nacional de Desarrollo Cien-

tífico y Tecnológico (FNDCT) y la Fi-
nanciadora de Estudios y Proyectos 
(FINEP), con funciones similares a 
las que tiene hoy la ANPCyT en la 
Argentina. Asimismo, se instituyó el 
“Sistema Nacional de Ciencia y Tec-
nología” (SNDCT), destinado a inte-
grar las actividades de investigación 
de diversas Secretarías y Ministerios, 
coordinadas por el CNPq. En lo su-
cesivo la Secretaría de Planificación, 
el CNPq y la FINEP colaborarían es-
trechamente en la elaboración de 
los Planes Básicos de Desarrollo 
Científico y Tecnológico (PBDCT) 
(Albagli, 1987; Brunetti et al, 1981; 
Morel, 1979; Ferrari, 2002).

El BID tuvo un papel importan-
te en el fortalecimiento del modelo 
institucional emergente en la región 
desde fines de la década de 1960: 
en 1968, un grupo asesor del BID 
publicó una serie de recomenda-
ciones, entre las que se destacan: 
a) promover la formulación de po-
líticas de ciencia y tecnología en 
conjunción con planes de desarro-
llo; b) estimular la demanda de ser-
vicios de investigación; c) apoyar 
la investigación básica y aplicada 
(Abeledo, 2000). Siguiendo esta 
política, el BID otorgó tres présta-
mos al FNDCT brasileño: dos en 
1973 (US$ 25,8 millones y US$ de 
6,2 millones) y otro en 1977 (US$ 
40.000.000) (Longo y Derenusson, 
2009). El CONACyT de México, por 
su parte, obtuvo su primer préstamo 
en 1977 (US$ 20.000) y el segundo 
en 1979 (US$ 40.000.000) (Canales 
Sánchez, 2011).2

En la Argentina, luego del golpe 
de estado de 1966, el gobierno im-
pulsó una reformulación del organi-
grama ministerial, en el marco del 
cual se crearon el Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (CONACyT) 
y la Secretaría del Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología (SECONA-
CyT). Ubicado en el mismo plano 
jerárquico que el Consejo Nacional 

de Desarrollo (CONADE) y el Con-
sejo Nacional de Seguridad (CO-
NASE), el CONACyT tenía el obje-
tivo de introducir cierta coherencia 
y eficacia en un panorama institu-
cional que se consideraba “balca-
nizado”. La PCTI se ancló, pues, en 
un nuevo esquema organizacional 
compuesto por tres niveles:

•	 En el nivel político estaba el 
CONACyT, compuesto por el 
presidente de la Nación, los 
ministros y los comandantes en 
jefe y secretarios de estado.

•	 El nivel técnico, representado 
por la SECONACyT, estaba in-
tegrado por especialistas en po-
lítica científica, encargados de 
reunir y evaluar los anteceden-
tes para el proceso de formula-
ción de la política;

•	 El nivel de asesoramiento y eva-
luación, plasmado en el Conse-
jo Asesor Nacional (CAN), esta-
ba integrado por representantes 
de los principales organismos 
descentralizados de investiga-
ción (CONICET, INTI, INTA, 
CNEA) y de otras instituciones 
relevantes.

A fines de 1971 la función de es-
tos organismos fue puesta en manos 
Subsecretaría de Ciencia y Tecnolo-
gía (SUBCyT), dependiente de la Se-
cretaría de Planeamiento y Acción 
de Gobierno. La SUBCyT elaboró 
dos planes de CyT (uno en 1971 y 
otro en 1972), que proponían coor-
dinar los proyectos de investigación 
individuales o de pequeños grupos 
en programas nacionales referidos a 
diversas temáticas prioritarias (Feld, 
2015b). 

Las reformas e innovaciones de 
los órganos de PCTI latinoamerica-
nos estuvieron acompañadas por un 
énfasis en la política tecnológica, 
tanto en las discusiones e intercam-
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bios que tuvieron lugar desde fines 
de la década de 1960 en la OEA 
(de los que participaron muchos re-
ferentes del PLACTED) como en la 
implementación de nuevos instru-
mentos y regulaciones. Las nuevas 
políticas combinaron tres estrate-
gias: a) la autonomía tecnológica 
restringida a sectores productivos 
estratégicos, como la aeronáutica, 
la electrónica y los biocombustibles 
en Brasil, o la industria farmacéutica 
y la petroquímica la Argentina; b) el 
vinculacionismo, es decir, la genera-
ción de lazos entre institutos públi-
cos de I&D y el sector productivo; c) 
la regulación de la transferencia de 
tecnología proveniente de los países 
desarrollados (Dagnino et al, 1996; 
Sagasti, 2013). Sin embargo, como 
veremos, la institucionalización y 
continuidad de estas políticas no fue 
la misma en todos los países. 

A nivel regional, los casos más 
emblemáticos de estas políticas tec-
nológicas fueron, sin dudas, el del 
Pacto Andino y el Proyecto Piloto de 
Transferencia de Tecnología. Por su 
parte, en la Argentina se estableció 
(entre 1969 y 1974)  un conjunto de 
regulaciones tendientes a controlar 
diversos aspectos de la actividad 
de las empresas extranjeras, propi-
ciando una mayor participación del 
estado, a través de nuevas leyes re-
guladoras del capital extranjero y de 
los primeros intentos de control de 
la transferencia de tecnologías, que 
delinearon un inédito experimento 
de abandono de la política liberal 
en materia tecnológica (Chudnovsky 
y López, 1996).

Aunque las innovaciones institu-
cionales y las políticas tecnológicas 
introducidas en la Argentina con el 
golpe de estado de 1966 parecían 
orientarse hacia el mismo rumbo 
que Brasil, hacia mediados de la dé-
cada de 1970 los caminos de ambos 
países se bifurcaron (Feld, 2015b). 
En Brasil, los militares atribuyeron 

un rol central a la ciencia y la tec-
nología en el desarrollo económico 
y sus políticas tuvieron una relativa 
continuidad hasta mediados de la 
década de 1980. Por el contrario, 
en la Argentina, los militares que 
tomaron el poder en 1966 y aque-
llos que lo hicieron en 1976, con un 
convulsionado interregno democrá-
tico signado por el retorno del pero-
nismo, tenían perfiles bien distintos. 
Mientras que durante la Revolución 
Argentina (1966-1973) la cuestión 
del planeamiento y el desarrollo 
ocuparon un lugar relevante, du-
rante el Proceso de Reorganización 
Nacional (1976-1983), la idea de 
crear un Ministerio de Planificación, 
colisionó con los postulados del li-
beralismo económico del Ministe-
rio de Economía (Canelo, 2004). A 
partir de entonces se inició un vi-
raje desde una sociedad articulada 
en torno al crecimiento industrial y 
la sustitución de importaciones ha-
cia un modelo de ajuste estructural 
regresivo con hegemonía financie-
ra, que discontinuó el proyecto de 
autonomía tecnológica (Azpiazu y 
Schorr, 2010).

En 1973, en medio de un esce-
nario político sumamente turbulen-
to, el CONICET y la SUBCyT fueron 
intervenidos y colocados bajo la 
órbita del Ministerio de Cultura y 
Educación. En los años subsiguien-
tes, la relevancia del órgano de pla-
nificación y coordinación del siste-
ma público de investigación se vio 
significativamente reducida, incluso 
en términos presupuestarios, y se 
inició una progresiva concentración 
de los recursos en el CONICET, en 
detrimento de las universidades. 
Asimismo, la sanción de un nuevo 
estatuto para la carrera del investiga-
dor del CONICET en 1973 marcó un 
hito importante en la independiza-
ción de la investigación respecto de 
educación superior. La carrera ya no 
se consideraba como un escalafón 
para pagar adicionales a profesores 

universitarios (como en la década de 
1960), sino que instituía a sus miem-
bros como funcionarios públicos del 
CONICET (Hurtado, 2010).

Entre 1970 y 1983 se septuplicó 
el presupuesto del CONICET y se 
profundizó un viraje en la función 
del organismo desde la promoción 
hacia la ejecución: si en 1966 el 
organismo contaba con 3 institutos 
de investigación, para 1981 conta-
ría ya con 100 (Bekerman, 2009). 
En contraste con la modalidad de 
financiamiento característica de los 
años sesenta, es decir, centrada en 
el otorgamiento de subsidios indivi-
duales previa evaluación por pares, 
el financiamiento de los institutos 
adquirió la modalidad de partidas 
globales no competitivas, que se 
renovaban de un modo cuasi au-
tomático y eran ejecutadas por los 
respectivos directores de institutos 
(Caldelari et al, 1992).

El préstamo de US$ 42.000.000 
que otorgó el BID al CONICET en 
1979 es importante para explicar 
el incremento de recursos. Con el 
préstamo se puso en marcha el Pro-
grama de Desarrollo Regional BID-
CONICET, que financió el estableci-
miento de cuatro centros regionales: 
en Bahía Blanca (CRIBBAB), Santa 
Fe (CERIDE), Mendoza (CRICyT) 
y en Puerto Madryn (CENPAT). En 
contraste con el amplio abanico de 
institutos y programas incorporados 
al CONICET en estos años, la orga-
nización de estos centros regionales 
se basó en los mecanismos de pla-
nificación y en la identificación de 
temáticas prioritarias establecidas 
en los diagnósticos y planes formu-
lados en la Argentina a principios de 
1970. Esto condujo, hacia fines del 
gobierno militar, a la configuración 
de un sistema dual: por un lado, un 
conglomerado de institutos incor-
porados sin una orientación prees-
tablecida; por otro lado, los centros 
regionales, articulados en base a la 
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selección de prioridades y progra-
mas preestablecidos, donde se de-
sarrollaron investigaciones en algu-
nos campos o sectores identificados 
como prioritarios (como la petroquí-
mica y la oceanografía) (Feld, 2015). 
Por ejemplo, el Programa Piloto de 
Ingeniería Química (PLAPIQUI), in-
corporado al CRIBBAB, estuvo muy 
vinculado a los planes y políticas de 
promoción del sector petroquími-
co iniciadas en la década de 1960, 
que implicaron, entre otras cosas, la 
construcción del Polo Petroquímico 
Bahía Blanca. Allí se realizaron acti-
vidades de investigación y desarro-
llo, de asesoramiento, transferencia 
y servicios técnicos para la industria 
(Matharan y Feld, 2016). No obs-
tante, más allá de este caso aislado, 
fue recién en las décadas de 1980 
y 1990 cuando se diseñaron institu-
ciones e instrumentos para viabili-
zar la vinculación.

Tanto en la Argentina como en 
Brasil, la concentración relativa de 
recursos en organismos como el 
CONICET y el FNDCT/FINEP res-
pecto de las universidades (Dagni-
no, 1984; Schwartzman, 1986; Feld, 
2015b) fue consecuencia de un nue-
vo clima de ideas sobre las políticas, 
pero también de una perspectiva 
tecnocrática que aspiraba a despo-
litizar la sociedad civil y, en particu-
lar, a instituciones críticas como las 
universidades. La diferencia es que, 
en la Argentina, el emblemático epi-
sodio de la Noche de los Bastones 
Largos, marcó el inicio de una etapa 
más bien oscura para las universi-
dades. Por el contrario, los militares 
brasileños, aún con su faceta represi-
va, incorporaron a las universidades 
y la formación de recursos humanos 
en sus esquemas de planificación 
y desarrollo. La reforma de la edu-
cación superior iniciada en 1968 a 
partir del acuerdo entre la AID y el 
Ministerio de Educación implicó, 
además de una organización mucho 
más apegada al patrón estadouni-

dense, una planificación, estructura-
ción y expansión de programas de 
posgrado a nivel de maestría (para 
formación profesional) y de docto-
rado (para formación académica), 
vinculados con la investigación. En 
ese marco, se atribuyó a la CAPES 
la función de formular los Planes 
Nacionales de Posgrado (el prime-
ro para el período 1975-1979) y 
establecer mecanismos y criterios 
para su evaluación, que permitieron 
estandarizar los patrones de cali-
dad (Balbachevsky, 2005; Hostins, 
2006).3 La experiencia brasileña es, 
probablemente, la que mejor repre-
senta el modelo ofertista.

 4. la Ciencia como Fuente 
de Oportunidad Estratégica       

Las décadas de 1980 y 1990 
colocarán progresivamente en el 
centro de la escena de los países de-
sarrollados los conceptos de “inno-
vación” y “competitividad. En esos 
años, el éxito del modelo industrial 
japonés y el desarrollo de los países 
del sur de Asia pusieron en eviden-
cia la posibilidad de desplegar un 
cambio tecnológico impresionan-
te, que desafió incluso al modelo 
industrial imperante, con sistemas 
científicos de un desarrollo relativo 
mucho menor. Lo que aparece en la 
década de 1980 es, pues, la idea de 
que “los problemas de la innovación 
dependen menos del tamaño de la 
inversión en investigación y desarro-
llo que de basar la administración 
de los recursos universitarios e in-
dustriales en el modelo empresarial” 
(Salomon, 1996: 72).

En consecuencia, los países in-
dustrializados iniciaron una reorga-
nización de sus sistemas de investi-
gación para adaptarse a la crisis, a 
la reestructuración industrial y a la 
competencia de los países recién in-
dustrializados. Entre las principales 
medidas que adoptaron los países 
occidentales se encuentran, la im-

plementación de estudios de pros-
pectiva tecnológica, el desarrollo de 
programas de ayuda a la tecnología 
microelectrónica, la biotecnología y 
los nuevos materiales y el fomento 
de los vínculos entre las universida-
des y el sector industrial, que derivó 
en un fortalecimiento de las culturas 
burocrática y económica (Elzinga y 
Jamison, 1996). 

En la década de 1990, el con-
cepto que atravesó tanto el campo 
académico (en especial los estudios 
económicos) como el de los organis-
mos internacionales (por ejemplo, la 
OCDE) fue el de Sistema Nacional 
de Innovación, propuesto por el bri-
tánico Christopher Freeman (1995) 
y, sobre todo, por el danés Bengt-
Åke Lundvall (1992). Este concepto, 
utilizado tanto en términos analíti-
cos como normativos, exaltaba las 
interacciones entre una multiplici-
dad de actores del sector público 
y privado, de los sub-sistemas pro-
ductivo, financiero, de mercado y 
académico, que participaban en la 
difusión de las nuevas tecnologías 
a nivel nacional. A diferencia del 
marco conceptual del paradigma 
anterior, ya no se trata de un modelo 
lineal, sino más bien de un sistema 
interactivo, en el que los procesos 
de formulación de políticas y de 
evaluación incorporaban no sólo 
investigadores y funcionarios públi-
cos, sino también economistas, es-
pecialistas en marketing, industria-
les (Velho, 2011).

En América Latina, durante este 
período, también se produjeron im-
portantes transformaciones en los 
mecanismos de intervención estatal 
sobre la ciencia y la tecnología, mo-
tivados no sólo por la recepción del 
nuevo paradigma de políticas en el 
escenario internacional, sino tam-
bién por el agotamiento del modelo 
de industrialización por sustitución 
de importaciones y por las medidas 
orientadas a liberalizar la economía, 
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incrementar la competitividad inter-
nacional y recortar el gasto público, 
difundidas por los organismos finan-
cieros a partir del llamado Consen-
so de Washington. Dagnino et al. 
(1996) señalan que las políticas de 
las décadas de 1980 y 1990 fueron 
una respuesta a un escenario tecno-
lógico y económico internacional, 
en el que América Latina perdió 
sus ventajas comparativas estáticas 
(precios de las materias primas) e 
intentó implementar un modelo de 
“integración competitiva al mercado 
internacional”. En efecto, en un mar-
co de endeudamiento y crisis, que 
llevó a caracterizar a los 80 como 
la “década perdida”, se planteó la 
necesidad de superar el modelo de 
industrialización por sustitución de 
importaciones, apostando a las nue-
vas tecnologías y a la promoción de 
las exportaciones para generar divi-
sas que permitieran cumplir con los 
compromisos de la deuda.

Esto dio lugar a una transforma-
ción en las estructuras de gobernan-
za institucional y a la identificación 
de las empresas como agentes cen-
trales de la innovación. Las nuevas 
estructuras y marcos regulatorios 
apuntaban a incrementar el esfuer-
zo del sector privado en la inversión 
en I+D+i a través de diversos ins-
trumentos como subsidios directos, 
créditos e incentivos fiscales. Por 
otro lado, también se buscó una 
mayor articulación público-privado 
a partir la creación de oficinas de 
transferencia tecnológica, incuba-
doras de empresas, parques tecno-
lógicos y mecanismos para otorgar 
financiamiento a través de fondos 
competitivos asignados por convo-
catorias públicas (Sagasti, 2013; Ca-
rro y Lugones, 2019). 

Los organismos de crédito inter-
nacionales fueron, también es este 
aspecto, actores relevantes en la 
transferencia del nuevo paradigma. 
Como señala Nupia (2014: 117): 

“a partir de 1988, el BID reorientó 
su política hacia la ayuda a los paí-
ses para enfrentar la competencia 
internacional y el incremento de 
sus niveles de productividad. Esto 
se reflejó en el uso de nuevos ins-
trumentos, como la asignación de 
subsidios mediante competencia de 
proyectos, alianzas entre universi-
dad y empresa, y el establecimiento 
de fondos de desarrollo tecnológico 
para fomentar la innovación me-
diante préstamos a empresas que 
implementaran proyectos de inves-
tigación y desarrollo”.4

Aunque muchas de las innova-
ciones institucionales producidas 
en la Argentina en estas décadas 
se amoldaron al nuevo paradigma, 
también hubo otras reformas ten-
dientes a restablecer el funciona-
miento democrático de las institu-
ciones, diferenciar los organismos 
e instrumentos de PCTI, a revertir la 
fuerte concentración de dichos ins-
trumentos en el CONICET y a inte-
grar las universidades al sistema pú-
blico de investigación. Como vimos, 
Brasil llegó a la década de 1980 con 
una estructura institucional diversifi-
cada, especializada y articulada: un 
órgano de planificación, una agen-
cia de financiamiento, una agencia 
de evaluación de posgrados e insti-
tuciones de ejecución, que fueron 
coronadas en 1985 con la creación 
del Ministerio de Ciencia y Tecnolo-
gía. En la Argentina, por el contra-
rio, muchas de esas funciones esta-
ban fuertemente concentradas en el 
CONICET y otras ni siquiera fueron 
concebidas.

Una de las primeras medidas to-
madas con el retorno democrático 
fue la elevación de rango de la ex 
Sub-secretaría al de Secretaría de 
Ciencia y Tecnología y su traspaso 
al Ministerio de Educación, donde 
estableció una estrecha articulación 
con el CONICET (SECyT, 1989). En 
segundo lugar, se implementó una 

modificación del sistema de adju-
dicación de subsidios, que suprimió 
el financiamiento a través de los di-
rectores de institutos para establecer 
convocatorias públicas a proyectos 
anuales y plurianuales, adjudicados 
sobre bases competitivas (CONICET, 
1989). Un nuevo préstamo del BID 
(1986) permitiría financiar, sobre 
todo, Proyectos de Investigación y 
Desarrollo, pero también, el progra-
ma de becas de posgrado internas 
y externas (Aguiar et al, 2017). Por 
último, en el marco de la recupera-
ción de la autonomía universitaria y 
del objetivo de impulsar la investi-
gación en la universidad se creó el 
Sistema de Apoyo a Investigadores 
Universitarios (SAPIU), un ante-
cedente de lo que en 1993 pasó a 
llamarse Programa de Incentivos. Se 
trataba, en buena medida, de recu-
perar los valores de la “cultura aca-
démica” (Albornoz y Gordon, 2011; 
Del Bello, 2014).

Durante la segunda mitad de la 
década de 1990, en el marco de la 
“segunda reforma del estado”, se 
puso en marcha un programa de re-
formas estructurado en torno a dos 
ejes: a) la creación de organismos 
de coordinación inter-ministerial 
(Gabinete Científico-Tecnológico) 
inter-regional (Consejo Federal de 
Ciencia y Tecnología) e inter-insti-
tucional (Comisión de Gestión Inte-
rinstitucional de Ciencia y Tecnolo-
gía); b) la separación de las tareas de 
promoción y ejecución, concentran-
do las primeras en la nueva Agencia 
Nacional de Promoción Científica 
y Tecnológica (ANPCyT), que tenía 
por objeto financiar proyectos de 
I&D de diversas instituciones, evi-
tando la asignación de recursos con 
los criterios endogámicos que se le 
atribuían al CONICET  (Albornoz y 
Gordon, 2011). En cuanto al CONI-
CET, además de reformarse el meca-
nismo electoral para la designación 
de los integrantes del Directorio, 
se estableció que los directores de 
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unidades ejecutoras debían selec-
cionarse por concurso público, que 
dichas unidades debían cumplir con 
ciertos requisitos (cantidad de inves-
tigadores, líneas de investigación, 
etc.) y se instauraron una serie de 
procedimientos de evaluación de 
los institutos (Del Bello, 2014). Por 
último, se inició el Programa de Re-
forma de la Educación Superior, que 
atribuyó un nuevo rol de evaluador 
al estado con la creación de la CO-
NEAU, destinada a evaluar las ca-
rreras de grado y posgrado (Gordon, 
2013).

A su vez, en estas dos décadas, 
se llevaron a cabo reformas tendien-
tes a institucionalizar los procesos 
de vinculación y transferencia de 
conocimiento. En 1985, se creó la 
Oficina de Transferencia del CONI-
CET, que no inauguró un nuevo tipo 
de actividades, pero permitió darles  
un marco institucional y capitalizar 
los servicios técnicos y consultorías 
que los investigadores, de hecho, 
ya realizaban, aunque de un modo 
asistemático e individual. Desde el 
CONICET también se apuntó a pro-
mover la creación de núcleos de 
vinculación tecnológica en las uni-
versidades y, en 1988, auspició el 
Primer Taller Regional sobre Vincu-
lación de la Universidad con el Sec-
tor Productivo (Buschini y Di Bello, 
2015). 5

En 1990, la Ley de Promoción y 
Fomento de la Innovación Tecnoló-
gica (reglamentada en 1992), avan-
zó un paso más en la institucionali-
zación de la vinculación, definiendo 
a las Unidades de Vinculación (UV) 
como entes no estatales, constitui-
dos para la identificación, selección 
y formulación de proyectos de I+D, 
transmisión de tecnología y asisten-
cia técnica (Chudnovsky y López, 
1996: 51). Mientras tanto, entre 
1991 y 1992, a través del Proyecto 
Columbus de la Conferencia de Rec-
tores Europeos, comenzaron a di-

fundirse criterios y los mecanismos 
para crear incubadoras de empresas 
de base tecnológica en las univer-
sidades (Hoeser y Versino, 2006). 
Un año más tarde, la Secretaría de 
Políticas Universitarias del Ministe-
rio de Educación lanzó el Programa 
de Vinculación Tecnológica en las 
Universidades, a través del cual se 
capacitó a funcionarios universita-
rios a través de talleres, encuentros y 
seminarios sobre el acceso a recur-
sos estatales derivados de la Ley de 
Innovación, la formulación de pro-
yectos de vinculación tecnológica, 
la negociación con las empresas, 
etc. Así, la experiencia pionera de 
la Universidad de Buenos Aires, que 
creó su oficina de transferencia de 
tecnología en 1987 (UBATEC), fue 
seguida por otras universidades na-
cionales (Naidorf, 2005). 

Un punto de inflexión en las po-
líticas orientadas a la innovación fue 
el préstamo del BID para financiar 
el Programa de Modernización Tec-
nológica (PMT I). El PMT I dio ori-
gen al FONTAR (1994) que, bajo la 
órbita del Ministerio de Economía, 
se instituyó en unidad ejecutora de 
dos sub-programas: uno que otorga-
ba créditos para proyectos presenta-
dos por las empresas (generalmente 
pequeñas y medianas) y otro que 
otorgaba créditos a instituciones 
públicas que prestaran servicios 
tecnológicos a las empresas. En los 
años subsiguientes, el FONTAR in-
corporaría otros mecanismos de fi-
nanciamiento como los aportes no 
reembolsables y los créditos fisca-
les. También, en el marco del PMT I, 
la SECyT ejecutó otro subprograma 
(Programa de Investigación Tecnoló-
gica) que brindaba apoyo a institu-
ciones de investigación públicas o 
sin fines de lucro, que desarrollaran 
proyectos asociativos con empre-
sas (privadas y públicas) (Del Bello, 
2014). Con la creación de la ANP-
CyT en 1996, el FONTAR se inte-
graría a su organigrama institucional 

junto con el nuevo FONCyT. 

Aunque Brasil no requirió una 
reforma institucional semejante a 
la Argentina, implementó instru-
mentos similares. En 1986, el MCT 
obtuvo un préstamo del Banco Mun-
dial para implementar el Programa 
de Apoyo al Desarrollo Científico y 
Tecnológico (PADCT), que apuntaba 
a fortalecer la formación de recursos 
humanos y a generar interacciones 
entre instituciones públicas de CyT 
y el mercado, aunque tuvo más éxi-
to en lo primero que en lo segun-
do (Buainain et al, 2014; Gordon, 
2013). Fue recién en 1992, cuan-
do el  MCT lanzó el Programa para 
Apoyar la Capacitación Tecnológica 
Industrial (PACTI), que se implemen-
taron diversos instrumentos para es-
timular al sector privado a invertir 
en I+D e interactuar con el sistema 
público de investigación (Velho et 
al, 2004).  

A mediados de la década del 
2000, algunos trabajos que analiza-
ban los resultados de programas ini-
ciados en el marco de esta cultura 
de la innovación en la Argentina y 
en Brasil, señalaban que el éxito fue 
más bien limitado. Hoeser y Versino 
(2006) señalan por ejemplo, que el 
programa de incubadoras de empre-
sas tuvo como principal debilidad 
la existencia de pocos inversores 
privados interesados en inversiones 
de riesgo. Para el caso del PACTI de 
Brasil, Velho et al. (2004) también 
advierten una baja tasa de demanda 
de los fondos ofrecidos y, más im-
portante aún, un uso de los progra-
mas públicos, como sustitutos de la 
inversión industrial en laboratorios 
de I+D. 

Más allá del comportamiento de 
los empresarios, las limitaciones de 
estas experiencias se explican por 
las reformas neoliberales, que ten-
dieron a favorecer la importación 
de tecnología y a generar un clima 
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poco estimulante para la inversión 
privada en I+D. De hecho, uno de 
los principales protagonistas de las 
reformas de mediados de la déca-
da de 1990 en la Argentina, aseve-
ra que “la idea de reforma adhería 
a una política de “keynesianismo 
tecnológico”, totalmente disfuncio-
nal con el enfoque del Consenso de 
Washington” (Del Bello, 2014: 44).

Asimismo, algunos autores se-
ñalan que las reformas institucio-
nales orientadas a la innovación, al 
menos en la Argentina, no fueron 
impulsadas por la “cultura econó-
mica”, como sucede en países de-
sarrollados, sino que fueron intro-
ducidas desde el estado, a partir de 
la perspectiva de expertos locales 
(en general economistas) en políti-
cas de CTI y de organismos como 
el BID (Albornoz y Gordon, 2011; 
Aguiar y Aristimuño, 2018). Dicho 
de otro modo, se pretendió, desde 
un “estado modernizador”, crear un 
“sistema nacional de innovación” al 
estilo de lo que se prescribía para 
los países más desarrollados, con 
incentivos desde las políticas públi-
cas, aunque los instrumentos utiliza-
dos no estuvieran alineados con las 
políticas macroeconómicas.

 5. el paradigma de la cien-
cia para beneficio de las so-
ciedades                                                

Si en la década de 1990 se crea-
ron marcos legales, instituciones e 
instrumentos para fomentar la in-
novación y la competitividad, en el 
comienzo del nuevo milenio parece 
observarse la emergencia de un nue-
vo paradigma (el de la “ciencia para 
el beneficio de las sociedades”), o 
bien, un “giro poscompetitivo”, que 
incorpora conceptos como los de 
“grandes desafíos” (en referencia a 
cuestiones como el cambio climá-
tico) o “investigación e innovación 
responsable” en la jerga de los or-
ganismos de PCTI  (Vasen, 2016). En 

buena medida, el giro se asienta en 
una nueva concepción de la cien-
cia y la tecnología, que admite que 
existen distintas formas de conoci-
miento y de tecnología, factibles de 
ser construidas en la interacción de 
actores científicos y no científicos, 
local o nacionalmente situados. Ello 
ha dado lugar, en diversos países, 
a espacios de deliberación públi-
ca e incluso a la conformación de 
grupos de presión en relación con 
proyectos específicos de desarrollo 
tecno-científico en una dinámica 
bottom-up (Lengwiler, 2008), pero 
también a iniciativas desde diversos 
niveles del estado para estimular la 
participación de diversos actores en 
la toma de decisiones (Bora & Hau-
sendorf, 2006). El nuevo concepto 
y movimiento de lo que se conoce 
como “ciencia abierta” (con sus di-
versas declinaciones, como “ciencia 
ciudadana”) está en línea con estos 
procesos.

En ese marco, la empresa ha de-
jado de ser el foco principal en la 
identificación de prioridades, en las 
elecciones tecnológicas y en los ins-
trumentos de orientación de la in-
vestigación para incorporar otros in-
tereses y actores de la sociedad civil 
y nuevos mecanismos y criterios de 
diseño de políticas y de evaluación, 
que consideran la relevancia ade-
más de la excelencia. Ciertamente, 
ello no supone que el paradigma an-
terior se haya abandonado, sino que 
ambos conviven, a veces en cierta 
tensión (Velho, 2011).

En América Latina, este cambio 
de escenario se expresó en dos ten-
dencias. Por un lado, en la búsque-
da de nuevos criterios de evaluación 
y en un nuevo énfasis en el carácter 
“abierto” de la ciencia. Esta idea de 
“apertura” de la ciencia ha dado lu-
gar a nuevas legislaciones sobre “ac-
ceso abierto” de publicaciones y da-
tos a la mayor cantidad de lectores y 
usuarios posibles, bajo la perspecti-

va de que eso permite democratizar 
el conocimiento y ponerlo a dispo-
sición para iniciativas innovadoras. 
La Argentina, de hecho, estuvo entre 
los primeros países de la región en 
sancionar una ley de acceso abier-
to a las investigaciones financiadas 
con fondos públicos (Actis, 2019). 
Asimismo, en lo que respecta a la 
evaluación, a partir de la creación 
de los Proyectos de Desarrollo Tec-
nológico y Social (PDTS) en 2011, 
han comenzado a discutirse nuevos 
criterios de evaluación de los inves-
tigadores.

La otra tendencia es la emergen-
cia de nuevas propuestas concep-
tuales, como las de “tecnologías 
sociales” o “innovación para la in-
clusión social” (Vasen, 2016).  Casas 
et al. (2013: 1) señalan (comparando 
10 países) que “en la última déca-
da algunos países latinoamerica-
nos que transitan hacia un sistema 
político más abierto y plural, han 
tratado de construir una vía distin-
ta de desarrollo que asigna, a nivel 
del discurso, una alta prioridad a la 
inclusión social y al incremento del 
bienestar de sus poblaciones, para 
lo cual el conocimiento, la ciencia, 
la tecnología y la innovación deben 
jugar un papel sustantivo”. Más allá 
del plano discursivo, en la práctica, 
varios países de la región vienen 
diseñando e implementando instru-
mentos orientados al desarrollo o la 
inclusión social.6

En la Argentina, se observan ten-
dencias similares en el marco de 
un pronunciado incremento de la 
inversión en I+D (tendencia inicia-
da en 2002) y de la jerarquización 
del organismo de PCTI con la crea-
ción del MINCyT (2007). En efecto, 
el aumento del presupuesto para 
CTI a partir de 2003 ha permitido 
expandir la infraestructura institu-
cional, formar una mayor cantidad 
de recursos humanos e incrementar 
muy significativamente la cantidad 
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de investigadores de carrera, conso-
lidando al CONICET como principal 
organismo público de investigación, 
sobre todo frente a las universida-
des, que habían tenido un papel 
importante en la investigación cien-
tífica durante la década de 1980. A 
eso se sumó una activa creación de 
nuevas universidades (entre 2007 y 
2015 se crearon 17 nuevas univer-
sidades públicas), naturalmente sin 
tradición en investigación.

En ese marco, se produjo tam-
bién una expansión y diversificación 
de instrumentos (Sarthou, 2018), que 
apuntaron tanto promover la investi-
gación y el desarrollo tecnológico, 
como a fomentar la innovación y a 
afrontar grandes desafíos globales o 
los problemas del desarrollo. Desde 
luego, no podemos hacer aquí una 
revisión exhaustiva de esos instru-
mentos, pero sí señalar algunas ca-
racterísticas generales.

El primer rasgo de este período 
es la complementación de progra-
mas e instrumentos horizontales con 
otros más focalizados y selectivos 
en campos o sectores prioritarios, al 
estilo de los fondos sectoriales que 
creó Brasil en 1999, que fueron una 
experiencia pionera en la región. En 
esa línea, en la Argentina se creó el 
FONSOFT en 2004 y el FONARSEC 
en 2009, ambos bajo la órbita de la 
ANPCyT. El FONARSEC está encar-
gado de gestionar dos sub-fondos 
destinados a una reducida cantidad 
de proyectos con mayor escala de 
recursos en comparación con los 
proyectos que financian el FONCyT 
y el FONTAR (Verre et al, 2020). Por 
un lado, los Fondos Tecnológicos 
Sectoriales (Biotecnología, Nano-
tecnología y TICs), orientados al de-
sarrollo de plataformas tecnológicas 
de propósito general. Por otro lado, 
los Fondos de Innovación Tecnoló-
gica Sectorial (FITS), que financian 
proyectos asociativos público-priva-
do, destinados a resolver problemas 

o aprovechar oportunidades tecno-
lógicas de alto impacto sectorial en 
Agroindustria, Energía, Salud, Am-
biente y Cambio Climático y Desa-
rrollo Social. Dentro de esta misma 
lógica, el FONCyT incorporó una 
línea de financiamiento para Pro-
yectos en Áreas Estratégicas (PAE) 
definidas en el Plan Nacional de 
CTI, a través de un Proyecto Integra-
do (FONCyT + FONTAR) (Codner, 
2011). Asimismo, en el CONICET, 
se han establecido convocatorias di-
ferenciadas para becas de posgrado 
e ingreso a la carrera del investiga-
dor en “temas estratégicos”, con el 
propósito de orientar la trayectoria 
de los investigadores desde su for-
mación o, al menos, desde las eta-
pas tempranas de su carrera, donde 
la flexibilidad es mayor que en las 
trayectorias más consolidadas.

El segundo rasgo, tiene que ver 
con la incorporación de objetivos 
que van más allá de la innovación 
y la competitividad industrial, con 
la participación de nuevos actores 
en la definición de líneas temá-
ticas específicas. Por ejemplo, el 
FONTAR, en el marco del PMT III 
(2006-2010) incorporó una línea de 
financiamiento para el estímulo de 
la Producción Limpia que apunta 
a la introducción de innovaciones 
de procesos y productos que re-
duzcan el impacto ambiental de las 
actividades de las PyMES (Peirano, 
2011). Por su parte, el diseño de las 
convocatorias para los FITS del FO-
NARSEC incorporó la participación 
de diversos agentes (ministerios, 
empresas y comunidad científica) 
en el proceso de selección de las lí-
neas temáticas específicas dentro de 
cada sector. En tanto algunos secto-
res tenían como horizonte la obten-
ción de productos apropiables por 
la industria, otros se alineaban con 
los “grandes desafíos” (Ambiente y 
Cambio Climático) o con problemas 
sociales (Desarrollo Social). Incluso, 
en sectores en los que se apuntó a 

obtener nuevos productos, las líneas 
seleccionadas respondían a proble-
mas sociales locales (por ejemplo, 
métodos de diagnóstico de Chagas 
en el sector Salud) o a los grandes 
desafíos (como los proyectos sobre 
diversas energías renovables en el 
sector Energía) (Verre et al, 2020). 
Aún así, debe tenerse en cuenta que, 
entre 2009 y 2015, el FONARSEC 
participó de un 27% de los fondos 
de la ANPCyT, frente a un 46% asig-
nado al FONTAR y un 21% al FON-
CyT (Carro y Lugones, 2019).

 6. conclusiones

Es evidente que, desde la segun-
da posguerra, América Latina ha 
iniciado, con distintos ritmos según 
el país, un proceso de aprendizaje 
sobre las PCTI, que permitió diseñar 
instituciones e instrumentos cada 
vez más diversificados y precisos, 
incorporando nuevos saberes y 
mecanismos de diseño, implemen-
tación y evaluación equivalentes a 
los de otras políticas públicas. En la 
Argentina, la creación del Ministerio 
de Ciencia, Tecnología e Innovación 
es, probablemente, lo que mejor 
simboliza ese proceso de institucio-
nalización y profesionalización de 
las PCTI. 

Los organismos internacionales 
(UNESCO, OEA, BID), e incluso las 
instituciones filantrópicas y agen-
cias públicas estadounidenses, han 
tenido (para bien o para mal) un 
papel importante en ese proceso de 
aprendizaje de nuevos modelos. Sin 
embargo, a lo largo de este artícu-
lo hemos puesto de relieve que la 
adopción de sucesivos paradigmas 
se combina con la adaptación a de-
terminadas condiciones locales y, 
por lo tanto, su transferencia no es 
tan lineal. Por ejemplo, aunque el 
período de la inmediata posguerra 
estuvo signado por el predominio 
de una retórica lineal y el modelo 
ofertista, en la Argentina, esa retóri-
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ca respondió a un escenario político 
específico y la política se insertó en 
un contexto de escasa profesionali-
zación de la investigación, en com-
paración con lo que sucedía en los 
países desarrollados. De igual modo, 
la comparación de los modelos ins-
titucionales en la Argentina y Brasil 
muestra que, bajo la influencia de 
paradigmas y modelos similares, las 
especificidades nacionales pueden 
definir trayectorias institucionales 
diferentes. Incluso, la carrera del 
investigador del CONICET, que per-
mite hacer investigación sin hacer 
docencia, es un sistema de gestión 
de los recursos humanos bastante 
atípico en la región.

Por otra parte, es necesario seña-
lar que los paradigmas de política 
son organizaciones estilizadas que 
presentamos a los fines analíticos, 
pero que no se comportan, en la 
práctica, como unidades monolíti-
cas y completamente coherentes. 
Así, los sucesivos virajes hacia nue-
vos paradigmas no implicaron ne-
cesariamente el abandono de com-
ponentes de paradigmas anteriores, 
sino que a menudo la incorporación 
de nuevas instituciones, instrumen-
tos y narrativas sobre las PCTI convi-
ven con las viejas en complementa-
ción o en tensión. En consecuencia, 
muchas cuestiones que fueron for-
muladas como problemáticas hace 
varias décadas aún nos siguen inter-
pelando o generando tensiones.  

Por ejemplo, la tensión entre la 
excelencia y la visibilidad interna-
cional, por un lado, y la relevancia y 
el uso efectivo del conocimiento, por 
otro, se planteó ya en el primer libro 
de Oscar Varsavsky (1969) hace más 
de cincuenta años, y su reemergen-
cia es frecuente en la literatura sobre 
el tema. El caso de la evaluación de 
las actividades científicas, a las que 
Kreimer (2015) propone considerar 
como una poderosa política implí-
cita, puede ser ilustrativo en este 

sentido. Kreimer advierte que, desde 
la década de 1960, a medida que la 
investigación tecno-científica y las 
PCTI se institucionalizaron y profe-
sionalizaron, el sistema público de 
investigación argentino, y latinoa-
mericano en general, fue incorpo-
rando mecanismos de evaluación 
por pares cada vez más precisos y 
estandarizados internacionalmente, 
basados en normas de referencia 
como las de Web of Science o Sco-
pus, que buscan medir los productos 
(artículos) en términos de su canti-
dad, originalidad, calidad y visibili-
dad (factor de impacto de la revista, 
cantidad de citas del artículo/ autor). 
Esta es, sin dudas, una función muy 
importante de la política científica, 
pero no dice mucho en relación con 
qué hacen los investigadores, hacia 
dónde están yendo las agendas de 
investigación, ni qué usos puede te-
ner ese conocimiento en el contexto 
local. Así, sugiere que la adopción 
de criterios y mecanismos de eva-
luación internacionalmente estan-
darizados tiende a internacionalizar 
las agendas de investigación, pero 
eso puede ser contradictorio con 
la “política explícita” (aquella que 
aparece en planes, programas o ins-
trumentos específicos), que propone 
resolver problemas económicos o 
sociales nacionales/ locales. 

En las últimas décadas, se vie-
nen haciendo esfuerzos para abor-
dar estas tensiones, aunque no estén 
del todo resultas. Por un lado, la 
“cultura burocrática” ha avanzado 
bastante en la comprensión del pro-
ceso innovador y en la generación 
de algunos “triángulos de relacio-
nes” virtuosas –como pretendían 
Sabato y Botana (1968)- al tiempo 
que, de a poco, ciertos miembros 
“cultura académica” van incorpo-
rando nuevas racionalidades (que 
trascienden la académica) y algunos 
integrantes de la “cultura empresa-
ria” van aprendiendo a innovar en 
dinámicas asociativas con el sector 

público. Asimismo, se han propues-
to nuevos modos de concebir las 
relaciones entre ciencia, tecnología 
y sociedad, donde el antiguo trián-
gulo convive con un poliedro más 
complejo, que incorpora diferentes 
actores sociales. El desafío es seguir 
aprendiendo y multiplicar los “ca-
sos exitosos” para que sean más la 
norma que la excepción. Se trata de 
un desafío que no es menor si obser-
vamos nuestra historia y la de mu-
chos países periféricos donde, como 
decía Herrera (1973), las “políticas 
explícitas” y las “políticas implíci-
tas” (sobre todo, económicas) pocas 
veces han estado bien alineadas y 
donde la inestabilidad crónica, tan-
to política como económica, gene-
ra frecuentes escenarios de incerti-
dumbre para todos los actores.7
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La investigación científica, tanto en América Latina como en los 
países desarrollados, se encuentra sostenida principalmente por 
fondos públicos. La paradoja es que las instituciones científicas deben 
abonar grandes sumas en suscripciones para acceder al conocimiento 
que ellas mismas producen y que fue publicado por alguna de las 
editoriales que concentran el mercado de las revistas científico-
académicas. Por ello en las últimas décadas, la comunidad científica 
comenzó a gestar un movimiento, denominado Acceso Abierto, que 
responde al propósito de disponer de los resultados de investigación 
en forma libre y gratuita. No obstante, también se generó una vía ilegal para obtener acceso sin costo a todos los contenidos. 

Most scientific research, in Latin America as well as in industrialized countries, is funded by government grants. However, it 
appears paradoxical that governments which support scientific research must pay high fees to publishing groups to get access 
to publications. For this reason, an open access movement was developed to provide free access to academic literature, 
respecting copyright. In parallel, a pirate website was also created with the same goal of providing mass and public access 
millions of research papers and books.  

Quienes se dedican a la inves-
tigación científica necesitan hacer 
públicos sus resultados con el fin de 
que puedan ser evaluados por sus 
pares y así validados según las nor-
mas establecidas en la comunidad 
científica. De manera tradicional, la 
comunicación formal de la ciencia 
a los colegas se realiza mediante re-
vistas con arbitraje, que se publican 
en forma periódica y son gestiona-
das principalmente por editoriales 
comerciales. El hecho es que ni au-
tores ni evaluadores, y tampoco las 
universidades que financian esos 
trabajos obtienen retribución eco-
nómica alguna por los artículos que 
se publican. Es más, esas institucio-
nes deben abonar ingentes suscrip-
ciones a las revistas internacionales, 
transfiriendo en forma gratuita a las 

empresas privadas el conocimiento 
que ellas mismas producen (Sanllo-
renti et al. 2012). 

Con el fin de hacer frente a esa 
situación, a partir de la década de 
1990, en el seno de la comunidad 
científica se comenzó a gestar otro 
modelo, el movimiento de Acceso 
Abierto (Open Access), con el obje-
tivo de disponer de los resultados de 
la investigación en forma libre, in-
mediata y permanente, a través de 
dos vías principales: los repositorios 
institucionales y las revistas de acce-
so abierto. Al mismo tiempo se ge-
neró un sitio ilegal que alberga una 
enorme cantidad de artículos cientí-
ficos que fueron descargados tanto 
de los sitios pagos como de aquellos 
de acceso abierto. 

 Breve historia de las pu-
blicaciones científicas            

En los siglos XVI y XVII, la corres-
pondencia era el modo habitual en 
que los científicos (que se denomi-
naban filósofos naturales) comuni-
caban a otros investigadores sus nue-
vas ideas y descubrimientos. Pero a 
mediados del siglo XVII surgió una 
nueva forma, que se convertiría en 
el género principal de la comunica-
ción científica entre especialistas: el 
artículo científico. En aquellos años 
algunos investigadores comenzaron 
a agruparse para intercambiar ha-
llazgos y observaciones. Un ejem-
plo fue el Colegio Invisible, un cír-
culo cerrado creado en Londres por 
un grupo de notables entre los que 
se encontraban Robert Boyle, John 
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Wilkins y Robert Hooke. Ese fue el 
camino para el surgimiento de las 
primeras sociedades científicas: en 
Inglaterra, la Royal Society de Lon-
dres (creada en 1660); y en Francia, 
la French Academy of Sciences. 

En 1665, Henry Oldenburg, el 
primer secretario de la Royal Socie-
ty, propuso hacer pública en forma 
impresa y periódica la información 
que surgía de las discusiones que 
tenían lugar en esa sociedad. Así se 
editó el primer número de Philoso-
phical Transactions of the Royal So-
ciety de Londres, la primera revista 
científica. A partir de ese momento 
se incrementó de manera considera-
ble la importancia de las publicacio-
nes periódicas que, a diferencia de 
los libros y de la correspondencia, 
se convirtieron en la forma más efi-
caz para diseminar los nuevos cono-
cimientos. 

En los siglos siguientes se acele-
ró el proceso de institucionalización 
de la ciencia así como la especia-
lización y profesionalización de los 
científicos que, alejados ya del ideal 
renacentista del hombre universal, 
se concentraron en libros y revistas 
de su área específica. Durante la se-
gunda mitad del siglo XIX se funda-
ron dos revistas científicas que hoy 
se consideran como las más presti-
giosas: Nature, creada en 1869 en 
el Reino Unido; y Science, en 1880 
en los Estados Unidos. Ambas son 
generalistas, pues incluyen artículos 
de diversos campos de investiga-
ción. 

En el siglo XX se produjo una 
gran explosión de publicaciones 
científicas cada vez más especiali-
zadas, tendencia que aumenta, so-
bre todo, luego de la segunda guerra 
mundial. Esas revistas eran editadas 
por las academias y universidades, 
y también por editoriales privadas. 
Sin embargo, ese equilibrio entre 
instituciones científicas y empresas 

privadas empezó a romperse a par-
tir de la década de 1980, en que se 
produjo la fusión de algunas edito-
riales privadas. La participación de 
esas compañías en la edición de 
contenidos académicos se acentuó 
a partir de la década de 1990 con 
el proceso de digitalización de las 
revistas. Si bien la nueva tecnología 
facilitó el acceso, la búsqueda y la 
navegación a través de las revistas, 
también afectó el mercado de las 
publicaciones académicas (Larivière 
et al. 2015). 

Ante la necesidad de contar con 
la versión digital, muchas de las uni-
versidades que editaban sus propias 
revistas debieron transferir la pu-
blicación a empresas privadas; es 
decir, se desprendieron del trabajo 
editorial, aunque siguieron produ-
ciendo los contenidos. El motivo de 
ese traspaso fueron los altos costos 
implicados en el desarrollo tecnoló-
gico requerido para poner en línea 
las publicaciones: acumular infor-
mación de manera digital y tenerla 
disponible para su lectura resulta 
más costoso que conservar esos 
contenidos en papel. En efecto, de-
bido a la caducidad de los formatos, 
tanto el hardware como el software 
deben actualizarse de manera fre-
cuente, y ello requiere importantes 
recursos humanos y económicos. 

 Concentración editorial

Los grupos editoriales pudieron 
invertir en desarrollo tecnológico 
para encarar la digitalización, y 
hacerse cargo de la edición de pu-
blicaciones que antes estaban en 
manos de las universidades. De este 
modo, aumentaron su participación 
en la actividad y lograron controlar 
y acaparar el mercado. En la actuali-
dad, hay cinco editoriales científicas 
comerciales que producen el 50% 
de todas las publicaciones del mun-
do: Elsevier; Springer; Wiley/Blac-
kwell; Taylor & Francis y Sage. Ese 

incremento en la participación en la 
edición de contenidos se debe, por 
un lado, a la creación de nuevas re-
vistas y, por el otro, a la adquisición 
de publicaciones que ya existían. En 
resumen, la digitalización contribu-
yó a la concentración de la literatura 
científica en manos de unos pocos 
jugadores. 

La consecuencia de esos proce-
sos fue que los precios de las sus-
cripciones subieron en forma nota-
ble y sin relación con los costos de 
producción. De hecho, las grandes 
editoriales alcanzaron márgenes de 
ganancias equivalentes a las em-
presas que tradicionalmente son las 
más exitosas, como los laboratorios 
farmacéuticos, los bancos y las em-
presas automotrices; en particular, 
el laboratorio Pfizer, el Banco In-
dustrial y Comercial de China, y la 
automotriz Hyundai Motors, respec-
tivamente (Lariviére et al, 2015).

En la actualidad se editan, por 
año, unos 99 mil títulos de revistas 
científicas en el mundo, la mayoría 
de las cuales cuenta con una versión 
en línea, y solo algunas pocas se 
editan solo en papel. Considerando 
ese total de publicaciones, se estima 
que la cantidad de artículos que se 
publican supera los 2 millones al 
año. 

Ahora bien, las universidades y 
otras instituciones académicas sos-
tienen la producción de los conte-
nidos haciéndose cargo de los sala-
rios, infraestructura y subsidios, pero 
deben abonar altas suscripciones 
para acceder a los mismos conteni-
dos que generan. En la Argentina, el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (Mincyt) invierte anual-
mente unos 22 millones de dólares 
(valores de 2017) con el fin de brin-
dar a los investigadores argentinos, 
desde las universidades nacionales 
e instituciones habilitadas, acceso 
al texto completo de más de veinti-
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séis mil títulos de revistas científico-
técnicas, veintidós mil libros, y una 
cantidad similar de actas de confe-
rencias y congresos.  

 El movimiento de Acceso 
Abierto                                             

Para los científicos, publicar en 
revistas de alto impacto es el cami-
no para lograr visibilidad y prestigio, 
pero al hacerlo deben ceder la pro-
piedad intelectual de lo que produ-
cen y, de este modo, pierden el de-
recho a difundir esos contenidos en 
forma pública. La paradoja es que 
esos artículos sólo podrán ser leídos 
por quienes estén en condiciones 
de abonar la suscripción. Ante esta 
situación, surgió en la comunidad 
científica el movimiento de Acceso 
Abierto, que declara que la informa-
ción científica debe estar disponible 
en internet de manera gratuita y sin 
ningún tipo de barrera. Además, el 
acceso al texto completo debe ser 
permanente, con permiso para des-
cargarlo, copiarlo e imprimirlo, con 
la condición de citar a los autores.

En tal sentido, un hito relevan-
te se produjo en 1991, cuando se 
lanzó el repositorio temático ArXiv, 
un archivo en línea para la publica-
ción de versiones preliminares de 
artículos del área de matemática, 
física, ciencias de la computación 
y biología cuantitativa. Actualmen-
te, ArXiv cuenta con más de un mi-
llón de artículos y publica unos 9 
mil por mes. En la década de 1990, 
además del repositorio ArXiv, se 
generaron otras iniciativas como el 
lanzamiento de los sitios PubMed, 
PLoS y BioMed Central, entre otras. 
En 1998, en América Latina, se creó 
la Biblioteca Virtual en Salud (BVS) 
y la Biblioteca Científica Electróni-
ca en Línea (SciELO, sigla de Scien-
tific Electronic Library Online). Esta 
última fue creada por iniciativa de 
la Fundación para el Apoyo a la In-

vestigación del Estado de São Paulo, 
Brasil, y que permite la publicación 
electrónica de ediciones completas 
de revistas científicas de diversas 
disciplinas (Tzoc 2012, Babini & 
Machin-Mastromatteo 2015).

En diciembre de 2001, un am-
plio grupo de investigadores de di-
versos campos científicos y distintas 
naciones firmaron la Declaración de 
Budapest, que fue la primera en for-
mular una definición pública del ac-
ceso abierto y proponer estrategias 
complementarias para que este siste-
ma se hiciera realidad. Esta propues-
ta se consolidó con la de Bethesda, 
en junio de 2003, y la de Berlín, en 
octubre de ese mismo año. En estas 
declaraciones se definió el acceso 
abierto como el uso de información 
de todas las disciplinas científicas y 
académicas sin costo alguno, y con 
la condición de que los autores fue-
ran reconocidos y citados en forma 
correcta. Además, los trabajos que 
se publicaran deberían someterse a 
una revisión por un comité editorial. 

El acceso abierto tiene dos vías 
principales: la verde y la dorada. La 
primera entraña la creación de re-
positorios en las instituciones cien-
tíficas. La vía dorada supone que 
los autores publican sus artículos 
y mantienen sus derechos de pro-
piedad intelectual mediante una 
licencia Creative Commons. Estas 
licencias son contratos que auto-
rizan, con ciertas restricciones, a 
utilizar una publicación protegida 
por los derechos de autor. En con-
junto, existen seis tipos de licencias 
con distinto tipo de permisos. Por 
ejemplo, la más abierta solo exige el 
reconocimiento del autor; en cam-
bio, otras de las licencias prohíben 
hacer uso comercial del material o 
impiden también la producción de 
obras derivadas. En su comienzo, las 
iniciativas de acceso abierto propo-
nían que las obras tuvieran una li-

cencia más libre, pero actualmente 
en muchas instituciones se tiende 
a impedir el uso comercial de esos 
contenidos. 

A estas dos vías principales se 
han agregado otras: la vía de bron-
ce, que incluye artículos de libre 
lectura en las páginas de los edito-
res, pero sin una licencia abierta ex-
plícita que permita su distribución y 
reutilización; la híbrida, en la cual 
los autores pagan, y los lectores tie-
nen libre acceso. Por último, la vía 
diamante se refiere a las revistas que 
no cobran a los autores por publicar 
ni a los lectores por leer; son pu-
blicaciones que, en general, están 
financiadas por instituciones acadé-
micas o por sociedades científicas. 

En la vía dorada, en general, las 
revistas exigen un pago por el cos-
to de publicación, lo que se conoce 
como cargo de procesamiento del 
artículo (APC, por Article Processing 
Charges). La más grande de estas 
revistas en términos de cantidad de 
artículos publicados es PLoS ONE, 
editada por la Biblioteca Pública de 
Ciencias (Public Library of Science), 
un proyecto sin fines de lucro. Fue 
fundada en 2001 por un grupo de 
científicos entre los que se encuen-
tra el investigador estadounidense 
Harold Varmus, Premio Nobel de 
Medicina y Fisiología 1989. Se la 
considera como la revista bande-
ra del sistema de acceso abierto, y 
cubre en especial los resultados de 
investigación básica en ciencias bio-
médicas.

Las revistas de acceso abierto 
cuentan con un directorio deno-
minado DOAJ (sigla en inglés para 
Directory of Open Access Journals).1 
Fue creado en 2003 en la Universi-
dad de Lund, Suecia, y en ese mo-
mento reunía un total de 300 revis-
tas. Actualmente, la base de datos 
contiene alrededor de 12 mil revis-
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tas que cubren todas las áreas de la 
ciencia, la tecnología, la medicina, 
las ciencias sociales y las humani-
dades. 

 Vía verde: repositorios 
institucionales                             

Los repositorios son bibliotecas 
digitales en las que se deposita la 
producción científica de una univer-
sidad o instituto de investigación, e 
incluyen contenidos de diversas dis-
ciplinas. Pero también existen algu-
nos repositorios temáticos, es decir, 
que comprenden contenidos de un 
campo de la ciencia, por ejemplo la 
biología o las ciencias de la infor-
mación. La vía verde no impide pu-
blicar en una revista, sino que exige 
a los autores que, luego de hacerlo, 
incorporen el artículo al repositorio 
institucional. 

En 2010, el Mincyt creó el Sis-
tema Nacional de Repositorios Di-
gitales (SNRD)2 con el propósito de 
conformar una red interoperable de 
bibliotecas digitales de instituciones 
de ciencia y tecnología. A tal efec-
to, elabora guías y normas, y ofrece 
financiación para las instituciones 
que deseen crear o mejorar sus repo-
sitorios. El sistema permite incorpo-
rar solo resultados de investigación 
científica que hayan sido evaluados, 
como los artículos científicos de re-
vistas con referato, tesis defendidas 
o actas de congresos con sistema 
de arbitraje. Actualmente esta red 
reúne un total de 294.894 publica-
ciones, y cosecha los contenidos de 
44 repositorios pertenecientes a 44 
instituciones de la Argentina. 

El sistema nacional de reposi-
torios está incorporado a redes in-
ternacionales como, por ejemplo, 
la red La Referencia (Red Federada 
de Repositorios Institucionales de 
Publicaciones Científicas), y sus 
contenidos también son levantados 

por el buscador Google Académico 
(Google Scholar), especializado en 
contenido científico-académico.​ De 
este modo, los materiales deposita-
dos allí alcanzan mayor visibilidad. 

En algunos países se han pro-
mulgado leyes que promueven la 
implementación de los repositorios 
de instituciones sustentadas con 
fondos públicos. En la Argentina, la 
Ley 26899, aprobada en 2013 y re-
glamentada en 2016, establece que 
todas las instituciones del sistema 
científico que reciban financiación 
del Estado Nacional deben crear re-
positorios digitales de acceso abierto 
y gratuito en los que deben disponer 
su producción científico-tecnoló-
gica. Este material comprende artí-
culos científicos y tesis doctorales, 
entre otros, que sean el resultado de 
actividades de investigación finan-
ciadas con fondos públicos. 

La ley establece obligaciones 
para investigadores, organismos de 
investigación y agencias guberna-
mentales de financiamiento cientí-
fico. Los investigadores, incluyendo 
a docentes y becarios, tienen que 
depositar la producción en un repo-
sitorio, tanto los documentos como 
los datos primarios; además, cuando 
presenten un proyecto de investiga-
ción para obtener un subsidio, de-
ben comprometerse a publicar sus 
resultados con acceso abierto. En 
el informe final del proyecto, debe-
rán incluir los links a los sitios web 
donde estén esos informes. A su vez, 
las agencias de financiación, como 
requisito para otorgar financiamien-
to, deben exigir que los resultados 
de investigación estén en acceso 
abierto.

Si bien los repositorios institucio-
nales confieren mayor visibilidad a 
los investigadores, estos se encuen-
tran con el inconveniente de que las 
editoriales les imponen restricciones 

para liberar los artículos; en algunos 
casos se les permite colocar el tra-
bajo en un repositorio, pero solo 
después de cumplirse determinado 
plazo. No obstante, en general, las 
editoriales no autorizan a depositar 
el artículo en su formato editado por 
la revista, sino solo en su versión 
preliminar (preprint) o su versión fi-
nal (postprint). Esta última versión, 
si bien incorpora las modificaciones 
solicitadas por los árbitros, no posee 
la diagramación final de la revista. 

Existen dos directorios interna-
cionales de repositorios institucio-
nales de acceso abierto, que son 
gratuitos. Uno de ellos es el Registro 
de Repositorios de Acceso Abier-
to (ROAR, por su sigla en inglés),3 
creado en 2003 en el Reino Unido. 
El otro es el Directorio de Reposito-
rios de Acceso Abierto OpenDOAR 
(Directory of Open Access Reposi-
tories),4 mantenido por la Universi-
dad de Nottingham (Reino Unido) y 
desarrollado en colaboración con la 
Universidad de Lund (Suecia). Am-
bos directorios llevan registrados 
más de 4 mil repositorios institucio-
nales a nivel mundial. ​

Los repositorios deben poseer 
métodos para que la información 
se encuentre disponible a largo pla-
zo, y tienen que contar con deter-
minados requisitos técnicos como, 
por ejemplo, seguir los estándares 
del protocolo OAI-PMH (sigla de 
Open Archive Initiative-Protocol for 
Metadata Harvesting). Este proto-
colo, financiado por la Fundación 
de Ciencia de los Estados Unidos 
(National Science Foundation), esta-
blece las pautas técnicas que deben 
cumplir los metadatos, es decir, las 
fechas, las palabras clave, los nom-
bres de autor y otra información ne-
cesaria para facilitar la cosecha de 
los contenidos desde los proveedo-
res de servicios. De este modo, los 
documentos almacenados con estas 
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características técnicas pueden ser 
cosechados por otros repositorios, y 
todos estar conectados en red y co-
municarse entre sí. 

Cabe destacar que, en 2018, la 
agrupación Ciencia Europea, que 
reúne organismos de investigación 
de ese continente, lanzó el Plan S 
(la letra "S" proviene de la palabra 
"shock"). Se trata de una iniciativa 
que responde al objetivo de lograr 
el acceso abierto completo y de for-
ma inmediata a las investigaciones 
financiadas con fondos públicos. El 
plan requiere que científicos e inves-
tigadores que se benefician de la fi-
nanciación de organismos públicos 
publiquen su trabajo en repositorios 
abiertos o en revistas disponibles 
para todos a partir de 2020. Institu-
ciones de diversos países en otros 
continentes han adherido al Plan S, 
así como el Ministerio de Ciencia de 
China. 

 Vía ilegal

Lo cierto es que a pesar de los 
avances realizados por el movi-
miento de Acceso Abierto, un aná-
lisis reciente (Piwowar et al., 2018) 
mostró que el 72% de la literatura 
científica todavía sigue siendo acce-
sible únicamente a través del pago. 
Teniendo en cuenta esta situación, 
en 2011 surgió el proyecto Sci-Hub, 
que a junio de 2020 cuenta con un 
total de más de 82.590.325 artículos 
a los que permite acceder en forma 
gratuita. Esta web se presenta a sí 
misma como “el primer sitio pirata 
en el mundo que provee acceso pú-
blico y masivo a decenas de millo-
nes de artículos de investigación”. 
Para poder descargar artículos, capí-
tulos de libros o actas de conferen-
cias, solo se necesita el número DOI 
(Digital Object Identifier) o el sitio 
URL (Uniform Resource Locator). 

Fue creada por Alexandra El-
bakyan, especialista en seguridad 

informática, y se sostiene con do-
naciones de los usuarios: al pie de 
la página inicial tiene una leyenda 
donde invita a realizar una contribu-
ción a “la batalla contra las leyes de 
copyright y la inequidad informati-
va”, e incluye una dirección Bitcoin 
para enviar la contribución (Monti, 
2019).  Elbakyan fue demandada 
en 2015 por Elsevier ante un tribu-
nal en Nueva York, por infringir los 
derechos de propiedad intelectual. 
En noviembre de ese año el juez 
emitió una orden provisional de cie-
rre contra Sci-Hub haciendo que el 
dominio fuera inaccesible, pero en 
el mismo mes el sitio volvió a estar 
accesible en otro dominio. 

En un análisis de la cobertura de 
Sci-Hub, Himmelstein y colabora-
dores (2018) observaron que esta 
base de datos cubría al 85,1% de 
los artículos publicados en revistas 
de acceso pago. Asimismo, incluía 
el 91% de los trabajos citados des-
de 2015. De este modo, Sci-Hub se 
ha convertido en el sitio web más 
grande de la historia capaz de de-
safiar los modelos editoriales a gran 
escala (Machin-Mastromatteo et al. 
(2016). Con la suposición de que la 
mayor parte de las descargas pro-
vendrían de las regiones en desarro-
llo, Machin-Mastromatteo y colabo-
radores analizaron la cobertura del 
sitio haciendo foco en los países de 
América Latina. A diferencia de lo 
esperado, pudieron determinar que 
las naciones ricas conformaban la 
cuarta parte de los países con más 
descargas, en particular las univer-
sidades de Estados Unidos y de Eu-
ropa.

A juicio de los autores menciona-
dos, Sci-Hub representa una amena-
za no solo para los grupos editoria-
les sino también para el movimiento 
de Acceso Abierto, que busca lograr 
la apertura de la ciencia sin llegar 
al quiebre de los derechos de pro-
piedad intelectual. En tal sentido, se 

teme que las editoriales utilicen Sci-
Hub para desacreditar las iniciativas 
de acceso abierto y terminen echan-
do por tierra el trabajo realizado con 
tanto esfuerzo. Asimismo, los auto-
res realizan una serie de recomen-
daciones, como el refuerzo de las 
políticas de acceso abierto por parte 
de los países de América Latina, y 
la educación de los estudiantes en 
cuanto a las diferencias entre el ac-
ceso abierto y los sitios ilegales. Para 
su sorpresa observaron que muchos 
artículos que fueron descargados de 
Sci-Hub ya estaban disponibles en 
sitios de acceso abierto (Machin-
Mastromatteo et al. 2016). 

 El acceso abierto y los 
grupos editoriales                      

Frente a las iniciativas de acceso 
abierto, las editoriales han adopta-
do diferentes políticas, a partir de 
las cuales, las revistas fueron clasi-
ficadas en cuatro grupos. Esta cla-
sificación, realizada por la base de 
datos internacional Sherpa-Romeo, 
identificó cada grupo con un color. 
De este modo, el verde indica que 
la revista permite el archivo en un 
repositorio tanto de la versión preli-
minar del trabajo como de la versión 
final, corregida y revisada por pares, 
incluso de la versión maquetada tal 
como saldrá publicada en la revis-
ta. El amarillo indica que la revista 
solo autoriza el archivo de la versión 
preliminar. El azul habilita archivar 
la versión final. Por último, las revis-
tas clasificadas con el color blanco 
no permiten ningún tipo de archivo. 
Hasta el presente, fueron evaluadas 
más de 2.500 editoriales y se calcu-
la que el 81% de ellas permite algún 
tipo de uso de los artículos publica-
dos. 

En general, la comunidad cien-
tífica internacional considera como 
monopólicas y abusivas a las prác-
ticas de las editoriales científicas. 
En efecto, en enero de 2012, el 
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matemático Timothy Gowers, de la 
Universidad de Cambridge, publicó 
en su blog una protesta dirigida en 
especial contra Elsevier. La queja 
hacía referencia a los precios exor-
bitantes de los artículos de las revis-
tas de esa editorial y a la imposición 
a las bibliotecas institucionales de 
la obligación de comprar “paque-
tes” de revistas en los que sólo unas 
pocas eran de su interés. Pocos días 
después de la propuesta, se abrió 
una página web para que los investi-
gadores firmaran un petitorio donde 
se comprometieran a no publicar ni 
evaluar artículos para Elsevier hasta 
que la empresa no modificara sus 
prácticas. A partir de ese momen-
to, varias bibliotecas universitarias, 
incluyendo la Universidad de Ca-
lifornia y la de Harvard, amenaza-
ron con anular las suscripciones. 
También lo hizo la Universidad de 
Constanza, en Alemania (Larivière 
et al. 2015). 

Asimismo, el 9 de diciembre de 
2013, antes de recibir el Nobel en 
Fisiología y Medicina, el estadou-
nidense Randy Schekman anuncia-
ba en The Guardian que a partir de 
ese momento no enviaría trabajos a 
Nature, Science y Cell, porque esas 
revistas ejercen una “tiranía” sobre 
las prioridades y el funcionamiento 
de la ciencia. 

 Evaluación de la produc-
ción científica                          

Con el fin de evaluar la calidad 
de las publicaciones periódicas, 
existen índices que calculan la can-
tidad de citas que reciben los artí-
culos que se publican en esas revis-
tas. Una de las instituciones que se 
encarga de compilar y clasificar las 
referencias bibliográficas es el Insti-
tute for Scientific Information (ISI), 
fundado en Filadelfia, en 1960, por 
el estadounidense Eugene Garfield. 
El ISI, que desde 2008 pertenece a 
la empresa Thomson Reuters, man-

tiene una base de datos de citas de 
miles de revistas, el Science Citation 
Index (SCI). Bajo el supuesto de que 
la calidad de un trabajo reside en el 
cálculo de las citas que obtiene, sur-
gió lo que se conoce como “factor 
de impacto”, que se construye como 
un cociente entre el número de citas 
que han recibido los trabajos publi-
cados en una revista en un período 
determinado y el número total de 
trabajos publicados en el mismo 
período. Se considera que, cuanto 
más alto sea ese índice, mayor es la 
aceptación, por parte de la comuni-
dad científica, de los artículos publi-
cados en esa revista. 

Los investigadores se encuentran 
ante un dilema: por un lado, se ven 
obligados a publicar en revistas de 
alto factor de impacto para poder 
obtener subsidios y avanzar en su 
trabajo, pero, por otro lado, la ins-
titución de pertenencia les exige ar-
chivar los resultados de investigación 
en un repositorio de acceso abierto. 
El problema es que las editoriales 
les imponen una cesión de derechos 
y no autorizan a dar libre acceso a 
esos contenidos, salvo mediante el 
pago del APC. Ante esta situación, 
en diciembre de 2012, durante la 
reunión anual de la Sociedad Ame-
ricana de Biología Celular, un grupo 
de investigadores redactó un pro-
yecto con el fin de mejorar la forma 
en que el sistema científico evalúa 
a sus investigadores. Este documen-
to se denomina Declaración de San 
Francisco sobre evaluación de la 
investigación, y se conoce también 
como Declaración DORA (Decla-
ration on Research Assessment). Se 
trata de una iniciativa mundial que 
abarca todas las disciplinas acadé-
micas, y ha logrado la adhesión de 
numerosas asociaciones científicas 
y de más de mil revistas del mundo, 
la mitad de ellas en América Latina. 
El documento en cuestión subraya la 
necesidad de eliminar el uso de mé-
tricas como el factor de impacto en 

la consideración de financiamiento 
de proyectos, y de nombramiento 
y promoción de investigadores. La 
propuesta es evaluar la investiga-
ción por sus propios méritos en lu-
gar de basarse en la revista en la que 
se publican los resultados.

 Acceso abierto en América 
Latina                                              

América Latina es una de las re-
giones más activas en la creación 
de contenidos de acceso abierto. 
Respecto de los repositorios institu-
cionales, el Directorio OpenDOAR 
registra alrededor de 350 en esta 
región. Brasil, con 97, encabeza la 
lista, seguido por Perú (48), Colom-
bia (47) y Argentina (44). Adminis-
trados por las propias instituciones, 
estos bancos de datos abarcan tex-
tos completos de tesis, disertaciones 
y artículos científicos, además de 
otros documentos institucionales 
(Almeida 2018).

Cabe destacar que la mayoría 
de las iniciativas regionales que es-
tablecieron los cimientos del desa-
rrollo de acceso abierto en la región 
precedieron a las declaraciones in-
ternacionales de Budapest, Berlin y 
Bethesda, mencionadas más arriba 
(Babini & Machin-Mastromatteo 
2015). Las iniciativas SciELO y Re-
dalyc (establecida en 2003 con base 
en México) son referencias obli-
gadas de acceso abierto, dado que 
indexan las revistas de la región y 
ofrecen indicadores de impacto de 
esas publicaciones. La iniciativa 
más reciente es la Red de Reposito-
rios Institucionales LA REFERENCIA, 
creada en 2012. Esta red interopera-
ble de repositorios incluye a nueve 
países de la región, entre los que se 
encuentra Argentina, como hemos 
mencionado más arriba. 

La disponibilidad sin límite de 
publicaciones científicas en siste-
mas de acceso abierto ofrece va-
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rios beneficios, como el aumento 
de la difusión y visibilidad de los 
resultados de investigación; el ma-
yor impacto de las publicaciones 
y la mejora en el posicionamiento 
institucional de las universidades a 
las que pertenecen los autores. Tal 
vez el más importante, según Tzoc 
(2012), es la promoción del princi-
pio de democracia y equidad de ac-
ceso a la información y producción 
de nuevo conocimiento. Asimismo, 
el modelo de acceso abierto tiene 
el potencial de fomentar una mayor 
diversificación de idiomas en las pu-
blicaciones científicas. 

Mientras las editoriales lucran 
con la necesidad de todo investi-
gador de publicar y de leer lo que 
han producido sus colegas, los re-
positorios institucionales consti-
tuyen una buena alternativa para 
que el conocimiento sea accesible. 
De todos modos, queda todavía un 
camino para recorrer. Respecto de 
América Latina, si bien cuenta con 
numerosas iniciativas en relación 
con los sistemas de acceso abierto, 
la comunidad científica considera 
que la región todavía necesita es-
tablecer políticas y legislación res-
pecto del acceso abierto, invertir en 
infraestructura, fortalecer las revistas 
nacionales y, principalmente, modi-
ficar la forma en que los organismos 
que sostienen la investigación eva-
lúan la producción científica. 
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Esquemas de gobernanza 
federal en sistemas de 
ciencia, tecnología e 
innovación.
El caso de la provincia de Santa Fe y su 
política ministerial entre 2017-2019.

Los Sistemas de Ciencia Tecnología e Innovación (SCTI) pueden ser 
analizados en función de sus diferentes modelos de gobernanza. Es 
decir, según las modalidades institucionales que los diferentes agentes 
articulan para planificar el sistema, regular el conflicto distributivo 
y definir su estructura territorial/estatal. En este marco, el trabajo 
se propone como objetivo identificar acuerdos institucionales de la 
gobernanza del SCTI de la Provincia de Santa Fe, poniendo énfasis 
en la funcionalidad de su estatalidad, identificando ventanas de 
oportunidad para la intervención del Estado subnacional que 
le permitan ganar grados de autonomía, tener incidencia en la 
planificación del sistema y favorecer su desarrollo bajo finalidades 
estratégicas. El trabajo concluye, con ejemplos de política científica 
implementados desde el MINCTIP de la Provincia de Santa Fe, entre 
el período 2017-2019, que se basaron en esta lectura e intentaron 
vislumbrar un camino a seguir con esta orientación.

The Science Technology and Innovation Systems (SCTI) can be analyzed 
based on their different governance models. That is, according to the 
institutional modalities that the different agents articulate to plan the 
system, regulate the distributive conflict and define its territorial / 
state structure. Within this framework, the objective of this work is to identify the institutional arrangements for to the 
governance of the SCTI of the Province of Santa Fe, with emphasis on the functionality of their statehood, identifying 
windows of opportunity for the intervention of the sub-national State that allow it to earn degrees autonomy, have an impact 
on the planning of the system and promote its development under strategic purposes. The work concludes, with examples of 
scientific policy implemented from the MINCTIP of the Province of Santa Fe, between the period 2017-2019, which were 
based on this reading and attempted to envision a way forward with this orientation.

 Introducción

Las investigaciones sobre los sis-
temas de ciencia, tecnología e inno-
vación (SCTI), suelen poner el én-
fasis en las propiedades reticulares 
de los sistemas, la presencia y den-
sidad de los mecanismos de coor-

dinación entre empresas basados 
en la cooperación y/o la confianza, 
y las modalidades en que estas se 
combinan con las conductas pro-
pias de las relaciones de mercado. 
Las perspectivas schumpeterianas o 
evolucionistas han echado luz sobre 
el papel de este tipo de relaciones 

socio económicas y su valor positivo 
en términos evolutivos.

Sin embargo muchos trabajos 
comenzaron a mostrar otras dimen-
siones relevantes en el estudio de los 
sistemas de innovación, en particu-
lar: 
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•	 las relaciones de poder/jerar-
quía que rigen en la planifica-
ción de los SCTI

•	 los conflicto distributivos entre 
los diferentes actores

•	 la estructuración territorial de 
los SCTI y el papel específico de 
la instituciones estatales

Todas estas dimensiones podrían 
aglutinarse en un concepto sintético 
denominado gobernanza de los SI. 
Puesto de otro modo, los SCTI se 
caracterizarían por diferentes esque-
mas de gobernanza según las moda-
lidades institucionales que articulan, 
en la interacción de los diferentes 
agentes, las dimensiones anteriores: 
la planificación del sistema, el con-
flicto distributivo, su estructura terri-
torial/estatal.

Es importante notar que la gober-
nanza del sistema excede los lími-
tes de las decisiones estatales,  del 
mismo modo que la funcionalidad 
del estado no puede reducirse a la 
decisiones arbitrarias de un cuerpo 
de funcionarios. El sistema de go-
bernanza, por el contrario, remite, 
de un modo genérico, a las formas 
de la autoridad que planifican el sis-
tema y que regulan el conflicto por 
la apropiación de lo producido. En 
dicho marco, cabe una especial dis-
tinción al papel del estado, o mejor 
aún, de la estatalidad, que puede ser 
interpretada como un campo con 
estructuras o diferenciaciones inter-
nas significativas.

En este contexto, el trabajo se 
propone como objetivo, identificar 
los nudos problemáticos de la go-
bernanza del SCTI de la Provincia 
de Santa Fe, poniendo énfasis en 
la funcionalidad del campo estatal, 
identificando ventanas de oportuni-
dad para la intervención del gobier-
no provincial que le permitan ganar 
grados de autonomía, tener inciden-

cia en la planificación del sistema y 
favorecer su desarrollo bajo finalida-
des estratégicas.

En efecto, la estatalidad, en pri-
mer lugar, necesariamente se define 
en términos territoriales, es decir, 
como una unidad de mando legíti-
ma en un territorio de terminado. In-
cluso, la territorialidad del estado no 
es plana sino escalar, es decir, que 
hay una composición de diferentes 
niveles prexistentes que van ganan-
do en grados de soberanía hasta una 
unidad límite, la nación soberana.

Esta especificidad supone que los 
SCTI de innovación pueden adoptar 
diferentes formas o esquemas de 
gobernanza multinivel o, en térmi-
nos más específicos, de gobernan-
za federal, donde mayor soberanía 
no necesariamente supone mayor 
capacidad de planificación del sis-
tema. Puede darse el caso, y es lo 
que particularmente se evalúa en 
este trabajo, que las instancias so-
beranas puede tener todos sus atri-
butos presentes, pero no ejercer una 
dirección estratégica, por razones 
estructurales.

El trabajo se compone, primero, 
de una caracterización sintética de 
los componentes del SCTI santafe-
sino, la participación del campo es-
tatal y los núcleos problemáticos o 
principales disfuncionalidades.

En segundo lugar, se intentará 
mostrar cómo, en el campo estatal, 
la relación soberanía / capacidad de 
planificación, ha sido de naturaleza 
inversa, dejando al campo estatal 
en una posición pasiva, estratégica 
y tácticamente impotente. Las crisis 
recurrentes de las instituciones eco-
nómicas soberanas no han debilita-
do a las instituciones en sí mismas, 
sino a la capacidad de las autorida-
des nacionales de darle orientación 
estratégica, con la autoridad y la efi-
cacia suficiente. 

Este desplazamiento del nivel 
nacional de la planificación estraté-
gica, en espacios en donde todavía 
subsisten instituciones estatales legí-
timas, abre ventanas de oportunidad 
a las instancias subnacionales para 
relevar, en parte y limitadamente ese 
rol, en tanto cuota parte de la autori-
dad legítima, e instancia eficaz para 
asumir en cierto grado la conduc-
ción estratégica. Esto se ver, particu-
larmente, en el SCTI, en donde esta 
paradoja se expone en un modo ex-
tremo: un sistema en el que el estado 
tiene un participación elevada, pero 
cuya capacidad de planificación es 
baja. La oportunidad de los estados 
provinciales de componer alianzas 
locales desarrollistas, y gobernar, de 
este modo, con legitimidad y efica-
cia, sistemas de innovación mayor-
mente estatales podría ser mayor de 
lo que comúnmente se piensa.

Sin embargo, por el mismo he-
cho de que, en última instancia, 
la autoridad estatal se deriva de 
la efectividad de las instituciones 
económicas soberanas, los estados 
subnacionales tendrán siempre limi-
taciones evidentes. Esto exigirá que 
los mismos avancen en formas de 
federalización de las instituciones 
económicas soberanas, con alianzas 
interprovinciales y expresiones polí-
ticas de recomposición de la capa-
cidad de planificación de las instan-
cias nacionales, pero ahora con el 
liderazgo de alianzas desarrollistas 
articuladas desde los espacios sub-
nacionales.

El trabajo concluye, con los 
ejemplos de política científica lleva-
dos a cabo desde el MINCTIP de la 
Provincia de Santa Fe, entre el pe-
ríodo 2017-2019, que se basaron en 
esta lectura e intentaron vislumbrar 
un camino a seguir con esta orien-
tación.
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 Breve caracterización del 
SCTI santafesino                            

La propia complejidad de SCTI 
obliga a estudiar su composición a 
través de diferentes momentos. En 
este caso, se partirá de un conjunto 
de observaciones generales en las 
que el SCTI santafesino se pone en 
el contexto de la situación Argentina 
y comparada con países selecciona-
dos. En segundo lugar, se estable-
cen características generales de los 
principales agentes del sistema pro-
vincial. Y, en tercer lugar, se realizar 
un recuento breve de las principales 
observaciones sobre el comporta-
miento innovador del sector priva-
do.

 Tendencias nacionales y 
el SCTI santafesino                         

A fin de lograr una buena ca-
racterización del SCTI santafesino, 
debe tomarse en cuenta el contexto 
nacional y sus principales tenden-
cias dada no sólo su importancia en 

tanto contexto, sino también la fuer-
te interacción que el sistema santa-
fesino tiene con el espacio y las ins-
tituciones nacionales.

En este sentido, es posible esta-
blecer un conjunto de característi-
cas básicas que permiten una apro-
ximación a la situación relativa del 
SCTI nacional y provincial y poder 
medir su incidencia y composición 
estructural.

En primer lugar es posible obser-
var que: la inversión en Ciencia y 
Tecnología en relación a PBI es baja 
en la Argentina.

Es una afirmación común que 
Argentina invierte poco en CyT en 
relación a su PBI, y alcanzar un mí-
nimo de inversión del 1% ha sido un 
reclamo histórico del sector cien-
tífico, incluso incorporada como 
meta en la planificación 2020 (Plan 
Argentina Innovadora 2020 Plan 
Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación). Sin embargo, estas ci-

fras merecen examinarse situando a 
nuestro país entre casos compara-
bles y contrastando con otras cifras 
alternativas, como el número de in-
vestigadores. 

En este sentido si, por ejemplo, 
tomamos como punto de compara-
ción a la periferia europea, en donde 
se observan condiciones económico 
sociales y trayectorias de crecimien-
to comparables con un país como 
la Argentina, podemos ver que esta 
última se encuentra un 33% por 
debajo (Grecia, Polonia y Turquía) 
y un 50% por debajo lo alcanzado 
por Rusia y Brasil (Gráfico 1). En este 
sentido, es probable que la Argenti-
na esté sub invirtiendo en relación al 
óptimo de acuerdo a sus posibilida-
des de desarrollo socioeconómico. 

En el caso santafesino, si bien no 
tenemos un dato comparable direc-
tamente ya que no conocemos la 
inversión en I+D privada realizada 
en la Provincia (aunque sí se cuenta 
con estimaciones de la región pam-
peana -Buenos Aires, Córdoba, Entre 
Ríos, La Pampa y Santa Fe- a través 
de la ENDEI), sí podemos evaluar el 
comportamiento relativo de la inver-
sión pública. 

En este caso puede observarse 
(ver Gráfico 2) que la participación 
de la provincia de Santa Fe en la in-
versión pública nacional, está por 
debajo sistemáticamente respecto 
de la participación de Santa Fe en el 
Producto Nacional. Ello no significa 
necesariamente una medida de dis-
criminación aunque, si uno toma el 
gasto per cápita, a nivel nacional se 
invirtió, en promedio durante el pe-
ríodo 2004/2018, a precios de 2009, 
cerca de 187 pesos por persona, 
mientras que en Santa Fe la Nación 
invirtió 158 pesos por persona en 
I+D. Debe notarse que la diferencia 
negativa se produjo, particularmen-
te, entre 2006 y 2016, mientras que 
antes y después, se observan valo-

Gráfico 1: Inversión en I+D como porcentaje del PBI.

Fuentes: Brasil: World Bank, 2018. World Development Indicators. 
https://data.worldbank.org/indicator/GB.XPD.RSDV.GD.ZS?end=2014&lo
cations=BR&start=2000&view=chart, acceso 18-11-21. 
Otros países: OECD, 2018. Research and development (R&D) - Gross do-
mestic spending on R&D.
https://data.worldbank.org/indicator/GB.XPD.RSDV.GD.ZS. Acceso 2018-
11-21.
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res prácticamente equivalentes (ver 
Gráfico 3).	

Por otra parte, podemos consi-
derar la inversión que el propio Es-
tado Provincial realiza en I+D en la 
Provincia, que totalizó entre 2008 y 
2018 a precio de 2009, unos $1922 
millones de pesos, lo que supuso un 
30% de la inversión realizada por 
Nación en el mismo período. En 
este contexto, la suma total inver-
tida (Nacional + Provincial), en el 
decenio que va entre 2008 y 2018, 
alcanzó los $8497 millones de pe-
sos, lo que, en promedio supuso 
una inversión anual del 0.7% del 
producto bruto geográfico de Santa 
Fe en dicha década. Esto significa 
0.1 puntos porcentuales superior al 
promedio nacional aunque todavía 
lejos del objetivo del 1% promovi-
do por el propio sistema científico y 
tecnológico nacional.

En segundo lugar es posible ob-
servar que: la cantidad de investiga-
dores en relación con la población 
también es significativamente baja. 

Si se toma como referencia el 
caso de Polonia, con 38M de habi-
tantes, país de la periferia europea 
que ha vivido un proceso significati-
vo de crecimiento y modernización 
económica (que llegó a denominar-
se “el milagro Polaco”), y que luego 
de la caída del muro de Berlín se 
vio en la necesidad de reconstruir 
su economía signada por fuertes 
conflictos económicos, políticos y 
sociales, llega a una razón de 4.75 
investigadores por cada mil perso-
nas empleadas y 5035 por cada mi-
llón de habitantes, mientras que la 
Argentina llega apenas a 3 investi-
gadores por cada mil personas em-
pleadas y 1202 investigadores por 
cada millón de habitantes (Gráficos 
2 y 3).

A esto debe agregarse que, en la 
Argentina, el número de investiga-

dores es una cifra de difícil cálculo 
ya que la propia definición de inves-
tigador es variable y la autoridad de 
aplicación, el Ministerio de Educa-
ción, Cultura, Ciencia y Tecnología, 
mantiene distintos registros en diver-
sas oficinas.

Estas particularidades hacen su-
mamente dificultosa la comparación 
del número de investigadores argen-
tinos con otros países y se han uti-

lizado para hacer diferentes valora-
ciones para fundamentar el aumento 
o la reducción de los puestos de in-
vestigadores, calcular la productivi-
dad, la inversión per cápita, etc. 

Según la última información dis-
ponible en el Portal de Información 
de Ciencia y Tecnología Argentino 
(SICYTAR), en el año 2015 el país 
contaba con 654.9 investigadores 
por millón de habitantes, la región 

Gráfico 2: Participación de la Provincia de Santa Fe en variables seccio-
nadas.

Fuente: https://sicytar.mincyt.gob.ar/ e IPEC, para PBG y PBI

Gráfico 3: Inversión Nacional en I+D por persona.

Fuente: https://sicytar.mincyt.gob.ar/ e INDEC, para datos poblacionales
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Pampeana tenía 702 y la provincia 
de Santa Fe 715.23. Si bien para 
Santa Fe es una relación interesante, 
al comparar con Capital Federal y 
Córdoba, se observa una diferencia 
notoria ya que cuentan con 1824.7 
y 981 investigadores por millón de 
habitantes, respectivamente. Hacia 
adentro de la provincia, este esque-
ma se reproduce y los investigadores 
se concentran básicamente en las 
ciudades de Santa Fe y Rosario.

En todo caso puede observar-
se que Santa Fe, se encuentra un 
9% por encima del valor nacional, 
mientras que en la medición del 
Banco Mundial, nos muestra que 
los países utilizados para la com-
paración amplían largamente esta 
diferencia (Polonia, Grecia y Rusia, 
superan en un 84%, 145% y 182% 
respectivamente a la Argentina). 

En tercer lugar: el sistema cien-
tífico se desarrolla predominante-
mente a través del Estado. 

En primer lugar, financiando la 
I+D, en segundo lugar ejecutando 
(77%, el 3% restante se ejecuta a 
través de empresas) y en tercer lu-
gar, con el trabajo de los investiga-
dores que en un 91% pertenecen a 
la planta del Estado particularmente 
en el CONICET y las Universidades 
Nacionales (ver apartado anterior). 
Este dato se corresponde con una 
característica económica estructu-
ral del país: en general la tasa de 
inversión privada es baja y en CTI 
en especial. Como consecuencia, la 
participación estatal en la inversión 
en I+D es elevada. En este contexto, 
evidentemente son las instituciones 
estatales las que marcan las pautas 
del funcionamiento del sistema de 
ciencia y tecnología, particularmen-
te al momento de la ejecución de 
sus actividades. Es clave compren-
der esto para interpretar su lógica de 
funcionamiento.

No existe ninguna razón a prio-
ri para asegurar que en la provincia 
de Santa Fe esta característica no se 
verifique, aunque sí es posible que 
se modere. La información disponi-
ble sobre inversión privada en I+D 
corresponde a estimaciones de la 

región pampeana en el marco de la 
ENDEI, e indican que el 32% de la 
inversión en investigación y desarro-
llo privada del sector manufacturero 
se realizar en esta región. Si compa-
ramos estos valores con la inversión 
pública nacional en la misma región 

Gráfico 4: Investigadores en I + D (por mil personas empleadas).

Fuente: World Bank, 2018. Researchers in R&D.
h t t p s : / / d a t a . w o r l d b a n k . o r g / i n d i c a t o r / S P. P O P. S C I E .
RD.P6?end=2015&name_desc=false&start=1996&view=chart. Acceso 
18-11-21

Gráfico 5: Investigadores en I + D (por millón de personas).

Fuente: World Bank, 2018. Researchers in R&D.
h t t p s : / / d a t a . w o r l d b a n k . o r g / i n d i c a t o r / S P. P O P. S C I E .
RD.P6?end=2015&name_desc=false&start=1996&view=chart. Acceso 
18-11-21
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podemos observar que ella alcanza 
el 85% del total en promedio. 

Finalmente, en cuarto lugar: la 
composición de la I+D en argentina 
presenta una proporción significati-
vamente baja de desarrollo experi-
mental.

La investigación orientada al de-
sarrollo experimental (que hoy re-
presenta el 16.4%), es precisamente 
aquella que más impacto tiene en 
la estructura productiva, que mayor 
interés tiene para el sector privado y 

que predomina en los países de de-
sarrollo económico reciente (Israel 
81%; Corea del Sur, 62%; Japón, 
66%; Taiwan, 68%). Si continuamos 
tomando a Polonia como caso de 
comparación este alcanza un 50% 
de su I+D en desarrollo experimen-
tal, el 39% es financiada por empre-
sas y el 16% por el extranjero, mien-
tras que el 49% es ejecutada por las 
empresas, mientras que el 35% de 
los investigadores trabajan para el 
sector privado en el caso polaco.

Evidentemente, la investigación 

experimental en los países de indus-
trialización reciente, está fuertemen-
te asociada a la inversión en I+D de 
carácter privado, sin embargo, ello 
no es estrictamente necesario ni 
generalizable. Por el contrario mu-
chas instituciones públicas como 
público-privadas han liderado la 
inversión en I+D experimental y la 
transferencia de conocimientos del 
sector científico al sector producti-
vo. El conocido trabajo de Mariana 
Mazzucato El estado emprendedor 
(2011) pone el énfasis en este aspec-
to.

 Principales componentes 
del SCTI santafesino                     

El SCTI santafesino de carácter 
público está compuesto, en primer 
lugar, por dos importantes conglo-
merados científicos: el CONICET 
(Consejo Nacional de Investigacio-
nes Científicas y Técnicas) y Univer-
sidades Nacionales en las ciudades 
de Santa Fe y Rosario, con presencia 

Cuadro 1. Inversión en Investigación y Desarrollo, en valores corrientes

2014 2015 2016 

Publica Nacional 5087 5635 8697 

Privada Manufacturera 855 1182 1557 

Participación de la I Pública Nacional 86% 83% 85%

Fuente: Ministerio de Ciencia y Tecnología - ENDEI

Gráfico 6: Porcentaje de inversión en I+D del sector público.

Fuente: OECD, 2018. Main Science and Technology Indicators, OECD Science, Technology and R&D Sta-
tistics (database), https://doi.org/10.1787/data-00182-en (accessed on 21 November 2018). OECD (2018), 
"Main Science and Technology Indicators", OECD Science, Technology and R&D Statistics (database), https://
doi.org/10.1787/data-00182-en. Acceso 18-11-21.
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de centros universitarios o faculta-
des en otras ciudades intermedias 
como Rafaela, Reconquista, Espe-
ranza y Venado Tuerto. 

Por otra parte, existe una presen-
cia extendida de estaciones experi-
mentales y dependencias del INTA 
(Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria), y representaciones 
del INTI (Instituto Nacional de Tec-
nología Industrial) y otros centros 
dependientes de instituciones na-
cionales como el ANLIS (Adminis-
tración Nacional de Laboratorios e 
Institutos de Salud), el INA (Instituto 
Nacional del Agua) y otros. 

Todas estas dependencias de 
carácter Nacional que ejecutan en 
territorio santafesino proyectos y ac-
tividades de investigación, desarro-
llo, educación superior y extensión, 
traccionando fondos nacionales en 
una proporción variable que va des-
de la que representan como parte 
del total nacional hasta valores muy 
superiores si se tiene en cuenta los 
fondos concursables, en donde la 
comunidad santafesina se destaca. 

Además de ejecutar ciencia en 
nuestra provincia este sector se ca-
racteriza por un elevado grado de li-
bertad académica para la selección 
de los temas y la propuesta de pro-
yectos, especialmente en las univer-
sidades, que son autónomas, y en el 
CONICET.

Sin embargo, la existencia de un 
número relativamente elevado de in-
vestigadores formados y activos ca-
paces de producir conocimiento en 
el tope de calidad de sus disciplinas 
y campos del saber, no se ha logrado 
traducir todavía en una real vincula-
ción con el entramado productivo y 
con el proceso de acumulación de 
capital. En los últimos años y como 
consecuencia de políticas nacio-
nales y también provinciales, se ha 
buscado intervenir en esta brecha. Si 
bien el impacto de estos instrumen-
tos es objeto de estudio y análisis, 
y muchos de ellos se han disconti-
nuado a nivel nacional, es posible 
afirmar que la mayor transformación 
se ha dado en el sistema científico, 
donde hoy es posible aunque aún 
infrecuente encontrar emprendedo-
res tecnológicos, y sobre todo en las 

instituciones de ciencia y tecnolo-
gía, que han incorporado divisiones 
de vinculación tecnológica, trayec-
tos formativos ad hoc y han creado 
incubadoras y plataformas de inno-
vación. Sin embargo, la participa-
ción privada continúa ausente o en 
muy baja proporción.

 Los procesos de innova-
ción en las empresas argen-
tinas                                                  

El comportamiento innovador de 
las empresas en Argentina ha sido 
analizado en numerosas oportunida-
des en base a información brindada 
por la Encuesta sobre Investigación 
y Desarrollo del Sector Empresario 
y Encuesta Nacional de Dinámica 
de Empleo e Innovación. Tomando 
estas fuentes podemos establecer 
algunas conclusiones básicas pero 
esenciales:

•	 Los gastos en I+D son realizados 
por las empresas industriales de 
ramas de actividad de mayor 
complejidad técnica, en empre-
sas de mayor tamaño y de ca-
rácter transnacional. Es decir, en 
las empresas que reproducen un 
patrón de acumulación de esca-
la global. (Bernat, 2016; Direc-
ción Nacional de Información 
Científica, 2015)

•	 En una definición más amplia 
de innovación se puede obser-
var que el 60% de las empresas 
en Argentina realizan esfuerzos 
de innovación. Estos esfuerzos 
se definen en primer lugar por 
la incorporación de maquinaria 
(el 55%), segundo I+D interna 
(19%), y tercero el diseño indus-
trial (9%) (Anlló, et al., 2007).

•	 La mayoría de las empresas in-
dustriales tienen un fuerte pro-
blema de escala y están fuerte-
mente limitadas para desarrollar 
investigación experimental en 

Gráfico 7: Inversión I + D - % Desarrollo experimental.

Fuente: Science, technology and innovation: GERD by type of R&D activity. 
http://data.uis.unesco.org/Index.aspx?DataSetCode=SCN_DS&lang=en. 
Acceso 18-11-21.
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su seno. No al menos sin asis-
tencia pública o en relación con 
empresas más grandes integra-
das al proceso global o regional 
de acumulación de capital. (En-
cuesta I+D sector empresario, 
2015)

•	 La incorporación de maquina-
ria, la adaptación tecnológica 
y los servicios tecnológicos es-
pecíficos aparecen como una 
característica intrínseca de las 
actividades de innovación de la 
industria manufacturera. En este 
mismo sentido, se destacan los 
resultados obtenidos por Rodrí-
guez et al. (2017) en el estudio 
de las firmas KIBS (Knowledge 
intensive business services).

•	 Los tramos de la asistencia tec-
nológica y el desarrollo de pro-
ductos son los eslabones más 
débiles del sistema de innova-
ción privado y son aquellos que 
el sector público no ha reempla-
zado completamente. La des-
composición de los organismos 
nacionales de transferencia tec-
nológica y la baja investigación 
experimental hablan a las claras 
de que allí existe una falla de 
mercado no resuelta por el es-
tado que pone en riesgo miles 
de puestos de trabajo. Los paí-
ses de industrialización reciente 
precisamente basaron sus venta-
jas comparativas en un sistema 
integrado y funcional en el que 
estos tramos del sistema (asis-
tencia, experimentación y desa-
rrollo) son los más significativos.

Finalmente, se sabe que los em-
prendimientos de base tecnológica 
tienen una muy baja participación 
la estructura económica de nuestro 
país. No obstante, son numerosos 
los casos que se desarrollaron en 
torno a conocimiento producidos 
por el sistema estatal de CTI. Son 
significativos los casos en las inno-

vaciones de vanguardia producidas 
en el SCTI estatal luego se han con-
vertido en empresas de base tecno-
lógica con un impacto significativo 
(medicina, genética para la agroin-
dustria, petroquímica, nuclear).

 Gobernanza federal y di-
rección estratégica del SCTI

Políticas públicas de Ciencia 
y Tecnología en el neo libe-
ralismo y su regulación          

Existen numerosas investigacio-
nes que han puesto el foco en las 
políticas públicas para la ciencia 
y la tecnología en Argentina en las 
últimas décadas. El balance suele 
remontarse a comienzos de la dé-
cada de los ’90 cuando “se produjo 
una reconfiguración institucional en 
el sector, que afectó hasta la actua-
lidad la orientación de las políticas 
públicas en ciencia y tecnología. En 
particular, se destacaron como hitos 
la sanción de la Ley de Promoción y 
Fomento de la Innovación en 1992; 
la creación del Fondo Tecnológico 
Argentino (FONTAR en 1994, el Fon-
do para la Investigación Científca y 
Tecnológica (FONCYT) y la Agencia 
Nacional de Promoción Científca y 
Tecnológica (ANPCYT) en 1996; la 
elaboración de planes nacionales de 
mediano plazo como práctica ins-
titucionalizada y la consolidación 
de una relación fuerte con el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), 
como organismo fnanciador y prin-
cipal interlocutor internacional en 
la agenda de las políticas e instru-
mentos de promoción de la CyT en 
la Argentina (Aguiar, Aristimuño y 
Magrini, 2015)” (Sarthou, 2018:99).

El modelo de intervención polí-
tica mantuvo plena coherencia con 
la incorporación de la Argentina en 
el proyecto político de la globali-
zación neoliberal adoptando sus 
supuestos teóricos y políticos fun-
damentales, lo cual puso en jaque, 

fundamentalmente, la capacidad de 
planificar por parte del Estado na-
cional, aspecto del sistema que se 
verifica hasta el presente (Fernandez 
y Comba, 2012). El desarrollo del 
sistema de público de financiamien-
to y coordinación se caracterizó por 
la autonomía, la descentralización y 
la fragmentación, como correlato de 
un políticas horizontales de un “Es-
tado Facilitador”, sin planificación 
estratégica (Lavarello, 2017).

Es importante notar este con-
senso transversal en la literatura: el 
Estado Nacional, desde mediados 
de los ’70, hasta esta parte, adoptó 
una posición pasiva en relación a 
la planificación estratégica de los 
SCTI, sin embargo, ello no significó 
su lisa y llana desaparición sino, por 
el contrario, mantuvo su predomi-
nio como principal financiador del 
sistema, aún cuando este haya atra-
vesado etapas de intensos recortes 
presupuestarios y achicamiento, de 
los cuales no se ha recuperado com-
pletamente.

Esto que parece ser una para-
doja, no lo es en absoluto, ya que 
constituye una característica estruc-
tural del modo de regulación del 
capitalismo surgido a fines del siglo 
XX y caracterizado por la mercantili-
zación de la vida (en un sentido am-
plio), la deslocalización del trabajo 
manufacturero en Asia, el predomi-
nio del sector financiero como actor 
directriz del sistema y el desarrollo 
de las tecnologías de la información 
y la comunicación como soporte y 
activo estratégico de estas transfor-
maciones (Boyer, 2007).

En esta novedosa arquitectura 
institucional, surgida de la ruptura 
de los acuerdos de Bretton Woods 
en 1972, se produjo una particular 
condición según la cual, el dinero fi-
duciario, es decir, aquel creado por 
el estado, ha adquirido una inédita 
autonomía en relación al metáli-
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co o a cualquier otro valor “físico” 
de referencia (Alglietta y Coudert, 
2015), y es demandado por igual 
tanto por las altas finanzas como por 
el pequeño comerciante de pueblo.  
Pero la extensión de los medios de 
pago fiduciarios normalizados y re-
gulados por la Banca Central no han 
significado un fortalecimiento del 
Estados Nación como instancias de 
planificación estratégica sino que, 
por el contrario, se ha producido 
precisamente a partir de su debilita-
miento relativo, ganando peso las fi-
nanzas internacionales y las empre-
sas de globales, como agentes de la 
organización estratégica del sistema 
de producción.

En el caso de los países perifé-
ricos, esta tensión se agudiza ya 
que las monedas nacionales se ven 
afectadas por crisis recurrentes en 
el balance de pagos, que generan 
una dinámica de crisis-devaluación-
reactivación-endeudamiento, que 
en algunos casos ha desembocado 
directamente en la supresión de la 
moneda nacional. 

En el caso Argentino, la tensión 
cambiaria y distributiva ha contri-
buido a limitar aún más la capa-
cidad del Estado Nación para dar 
dirección estratégica en general al 
sistema económico, incluso en la 
propia esfera pública. Ello se expre-
sa con particular crudeza en el caso 
del SCTI en donde la financiación 
del mismo es esencialmente públi-
ca en dinero fiduciario nacional, 
destinado al pago de sueldos de 
los investigadores y, sólo en menor 
medida, requiere la provisión de di-
visas para la compra de insumos y 
equipamiento que no tienen un peso 
significativo en la cuenta corriente. 
En este subsistema en donde inclu-
so, muchas veces los beneficios se 
apropian de un modo estrictamen-
te privado mediante modalidades 
de transferencia para la promoción 
económica, el Estado Nación ha 

adoptado una posición pasiva, en lí-
nea con las condiciones internacio-
nales de la gobernanza neoliberal.

Si bien las instituciones funda-
mentales de este modelo se man-
tuvieron prácticamente inalteradas 
hasta el presente, es posible notar 
innovaciones institucionales que 
fueron incorporadas en diferentes 
gobiernos y que deben ser puestas 
de manifiesto. 

Así por ejemplo, Unzué y Emi-
liozzi establecen una periodización 
distinguiendo el período que va en-
tre 2003 y 2007 y entre el 2007 y 
el 2012. Los autores observan que 
“en el primer tramo del gobierno de 
Néstor Kirchner, se combina un pro-
ceso de recuperación de la inversión 
pública en CyT aunque a falta de un 
claro plan de desarrollo para el sec-
tor, ese esfuerzo se concentrará en 
la formación de nuevos investigado-
res” (Unzué y Emiliozzi, 2017:6). En 
segundo lugar, destacan en el primer 
gobierno de Cristina Fernández, la 
creación del Ministerio de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Productiva, 
y en el segundo, el lanzamiento del 
“nuevo Plan Nacional de Ciencia 
Tecnología e Innovación ‘Argentina 
Innovadora 2020’ en cuyos ‘linea-
mientos estratégicos 2012-2015’ se 
anuncia que ‘el conocimiento es 
fundamental para la creación de ri-
queza y la mejora de la calidad de 
vida de las sociedades’” (Unzué y 
Emiliozzi, 2017:14).

Esta últimas innovaciones institu-
cionales, así como también la crea-
ción de líneas de financiamiento de 
mayor impacto y orientación estra-
tégica (FONSOFT y FONARSEC), 
se orientan evidentemente hacia la 
recuperación de la capacidad del 
estado de dar cierta orientación y 
planificación al SCTI, sin embargo, 
estuvo muy lejos de logarlo. Los ins-
trumentos de financiamiento y las 
características estructurales del sis-

tema no se modificaron.

Nerina Fernanda Sarthou, sinteti-
za los resultados el estudio de Belén 
Baptista (2016) en el  que analiza las 
políticas de ciencia y tecnología re-
levadas por Emiliozzi, Lemarchard y 
Gordon (2009). Sarthou observa que 
“esta autora señala que hasta 2014, 
la mayor parte los instrumentos que 
se implementaron tenían como ob-
jetivo el fomento de la innovación 
y el apoyo a la formación de recur-
sos humanos; luego le seguían con 
cantidades muy similares entre sí, 
los instrumentos de fomento a la in-
vestigación y al desarrollo de áreas 
estratégicas y, los orientados a la 
articulación del sistema” (Sarthou, 
2018:102).

Este giro, tomado cuando se pro-
mediaba la década de los 2010, fue 
también recuperado por Pablo La-
varello y Marianella Sarabia (2017), 
en una periodización similar para el 
caso argentino (2004-2006; 2007-
2009;  2010-2015) en el marco de 
un conjunto más amplio de políticas 
de promoción industrial. Los autores 
observan, en primer lugar, la conti-
nuidad de la institucionalidad here-
dada aunque en el marco de un tipo 
de cambio competitivo y derecho 
de exportaciones. En segundo lugar, 
cierta jerarquización institucional 
de la CyT (tanto institucional como 
en gasto). En tercer lugar, la emer-
gencia de nuevas instituciones de 
intervención económica aunque en 
un contexto adverso.

Podemos concluir que estas mo-
dificaciones no sólo fueron relativa-
mente insuficientes y falta de cierta 
organicidad, sino que también en-
traron en crisis junto con el agota-
miento del crecimiento económico 
frente a la recurrente restricción ex-
terna. En este contexto se produjo 
un cambio político significativo, en 
sólo cuatro años, no solamente reo-
rientó su intervención hacia formas 
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horizontales, sino que también lo 
retrajo en el marco de un agresivo 
plan de ajuste fiscal y monetario.

 Los momentos de la go-
bernanza del SCTI y los Esta-
dos provinciales                          

A fin de caracterizar el subsiste-
ma de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción (SCTI) es posible distinguir dos 
tipos generales de actores con sus 
respectivas estructuras escalares: 

•	 Actores estatales de carácter na-
cional o provincial.

•	 Organizaciones productivas pri-
vadas de carácter global, nacio-
nal o regional.

Por otra parte, es posible pensar 
en tres clivajes esenciales relacio-
nados entre sí. En primer lugar, los 
tramos del sistema que producen se-
gún su objeto:

•	 Producción de conocimiento

•	 Soluciones tecnológicas aplica-
das a la producción

•	 Transferencia de conocimientos 
al proceso de producción (nue-
vos productos, nuevos procesos, 
nuevos mercados, nuevos insu-
mos)

•	 Formación de recursos humanos

El segundo clivaje, que aplica 
particularmente a las organizacio-
nes productivas y se define a partir 
de la importancia relativa que el co-
nocimiento tiene en relación a otras 
actividades como la mera incorpo-
ración de maquinaria para ampliar 
producción o el desarrollo de activi-
dades humanas rutinarias y repetiti-
vas. En este marco podemos pensar 
tres tipos básicos: 

•	 Actividades basadas en la pro-

ducción de conocimiento

•	 Actividades basadas reproducti-
bilidad técnica 

•	 Actividades que combinan co-
nocimiento y reproductibilidad.

El tercer clivaje puede definirse 
en función de la cercanía/lejanía de 
la frontera tecnológica o los cono-
cimientos de vanguardia o las “me-
jores prácticas” tecnológicas. En lí-
neas generales podrían establecerse 
tres estados básicos:

•	 Posición de vanguardia

•	 Posición adaptativa

•	 Posición de atraso

Finalmente, es posible estable-
cer tres tipos fundamentales de ac-
tividades tanto en lo que respecta al 
conocimiento como a la actividad 
productiva:

•	 Ejecución

•	 Financiamiento

•	 Planificación y coordinación

Estas dimensiones constituyen la 
base del análisis que aquí se presen-
ta acerca del SCTI. A partir de ellas se 
formulará una caracterización preli-
minar a fin de poner en perspectiva 
el rol estratégico que puede ocupar 
el estado provincial y la naturaleza 
de sus posibles intervenciones.

En términos sintéticos, se sos-
tendrá que, en la medida en que las 
instituciones económicas soberanas 
persistan, de las que las provincias 
constituyen una cuota parte subor-
dinada, ellas tendrán ventanas de 
oportunidad para asumir un rol para 
la orientación estratégica, aunque 
parcial y limitada, sobre la base de 
liderazgos regionales, apoyados en 

alianzas con los principales compo-
nentes del SCTI local, estableciendo 
financiamientos con objetivos estra-
tégicos de mediano y largo plazo. 

El papel de los Estados Provin-
ciales se desarrolla en un relación 
también contradictoria con la escala 
Nacional ya que, se monta sobre su 
financiamiento, constituye uno de 
sus elementos componentes, pero al 
mismo tiempo está dotando de una 
autonomía de gobierno y orienta-
ción que le permite incidir en una 
estrategia de desarrollo con caracte-
rísticas propias. Los límites de esta 
capacidad de dirección se hayan 
también en las misma relación ya 
que las dificultades presupuestaria 
se imponen a las provincias con un 
rigor particular y desatan negocia-
ciones con la instancia nacional que 
puede poner en suspenso la acción 
provincial sobre el subsistema. 

Para ver esto con más detalle se 
puede hacer un análisis particular 
estructurado sobre los tramos iden-
tificados en el primer clivaje: co-
nocimiento, asistencia, innovación/
transferencia y formación y evaluar 
en cada caso las posibilidades y las 
limitaciones existentes.

 1. Tramo de generación de 
conocimiento                               

En este tramo se destaca como 
actor principal el Concejo Nacional 
de Investigaciones Científicas y Téc-
nicas (CONICET). Como se sabe este 
un organismo de carácter nacional 
que financia, fundamentalmente, 
los sueldos de los investigadores y, 
en menor medida, insumos y bie-
nes de capital para investigaciones. 
La proporción del presupuesto del 
CONICET destinado a salarios ha 
aumentado significativamente en 
los últimos años. Son investigadores 
de este organismo quienes ejecutan 
la mayor parte de la producción de 
nuevo conocimiento en el subsiste-
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ma alcanzando elevados estándares 
de calidad (vanguardia).

El CONICET mantiene un víncu-
lo estrecho con las Universidades 
Nacionales que son aquellas que, 
fundamentalmente, proveen los 
graduados necesarios para alimen-
tar la carrera de investigador. Pero 
además, todos los institutos de CO-
NICET en la provincia de Santa Fe 
son compartidos con alguna Univer-
sidad. Existen de esta manera insti-
tutos que pertenecen a la UNR y al 
CONICET, institutos de doble perte-
nencia UNL-CONICET y un instituto 
compartido entre la UTN y el CO-
NICET. En este contexto las UUNN 
suelen aportar fondos para sostener 
líneas de investigación total o par-
cialmente, además de brindar becas 
de iniciación a la investigación para 
estudiantes y otras herramientas 
complementarias.

El principal origen del financia-
miento de la producción de cono-
cimiento nuevo, proviene de Esta-
do Nacional fundamentalmente a 
través de la Agencia Nacional de 
Promoción Científica y Tecnológica 
(Agencia) que canaliza fondos obte-
nidos por préstamos internacionales 
y otros propios del Estado Nacional 
que se encuentra bajo la órbita de la 
Secretaría de Ciencia, Tecnología e 
Innovación Productiva.

En menor medida también exis-
ten empresas privadas con investi-
gación integrada que contribuyen 
a desarrollar conocimiento nuevo. 
Fundamentalmente se encuentran 
aquí empresas de carácter global y 
ligadas a sectores agroexportadores, 
pero también empresas nacionales 
que incorporan investigación como 
en el sector farmacéutico, por ejem-
plo.

Estos actores son ejecutores y 
en buena medida planificadores y 
coordinadores de la generación de 

nuevo conocimiento. En el caso de 
las empresas la situación es menos 
problemática ya que la planificación 
y la coordinación del proceso de in-
vestigación está guiada por la acu-
mulación de capital y la dinámica 
propia de cada sector.

Pero en el caso del sistema pú-
blico, se da la paradoja de que no 
existe una unidad de planificación 
y coordinación a nivel nacional que 
de orientación estratégica al desa-
rrollo de nuevo conocimiento. En 
términos generales, los programas 
de investigación se formulan de 
forma descentralizada y con un ele-
vado grado de autonomía, incluso 
respecto de las instituciones finan-
ciadoras.

Las posibilidades de alianzas en-
tre el Estado provincia y los agentes 
generadores de nuevo conocimiento 
son elevadas y pueden tener un im-
pacto significativo considerando la 
confluencia de perspectivas y preo-
cupaciones que la autonomía de los 
investigadores y la autonomía relati-
va del Estado provincial permite.

 2.Tramo de la formación 
de recursos humanos                      

En este caso se desataca el papel 
de las UUNN en la formación de 
recursos humanos de alta calidad. 
Son las UUNN las que proveen los 
recursos humanos para la carrera 
científica y en relación a ella exis-
ten los doctorados más tradiciona-
les y se han creado nuevos en todas 
las Universidades. Los doctorados 
son las primeras carreras de posgra-
do de Argentina, mientras que las 
maestrías y especializaciones han 
aumentado en número y volumen 
de estudiantes desde la década del 
90 del siglo pasado, los doctorados 
están dirigidos a formar recursos hu-
manos capaces de desempeñarse en 
investigación y son dictados normal-
mente por investigadores.

Esto ha generado un sistema de 
formación auto sustentado que per-
mite mantener altos estándares de 
calidad, fuertemente internacionali-
zado, en paralelo con la formación 
de profesionales independientes de 
las profesiones liberales, emprende-
dores de diverso tipo o trabajadores 
altamente calificados, en ocasiones 
en cursos comunes y en otros casos 
por separado.

Por otra parte, los sistemas de 
formación técnica o profesional y 
la formación de los trabajadores 
recae fundamentalmente sobre los 
sistemas provinciales que acogen la 
doble tarea de la formación básica 
general y aquella específica para el 
mundo del trabajo.

A diferencia del sistema univer-
sitario de autogobierno y coordina-
ción descentralizada, el sistema de 
formación secundaria, terciaria y 
profesional se basa en una coordi-
nación centralizada en el poder eje-
cutivo provincial bajo una constante 
coordinación y negociación con los 
actores del sistema educativo, par-
ticularmente los gremios docentes 
que tienen un considerable poder 
de veto de las direcciones tomadas 
por el ejecutivo.

 3. Tramo de la asistencia 
tecnológica                                  

El tramo de la asistencia tecno-
lógica se apoya en una doble tarea: 
por un lado los servicios tecnológi-
cos propiamente dichos y por otro, 
el desarrollo de investigaciones (y 
formación de recursos humanos) 
que permiten mejorar o ampliar el 
espectro de servicios.

El tramo de la asistencia tecnoló-
gica, está basado en la combinación 
de actores públicos y privados (tan-
to corporativos o gremiales como a 
título individual). En cada caso es 
posible encontrar actores diferentes.
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Por parte del sector público en-
contramos instituciones nacionales 
de asistencia tecnológica que se di-
viden en dos grupos:

•	 Instituciones descentralizadas 
que tienen esta finalidad: INTI 
e INTA.

•	 Venta de servicios tecnológicos 
por parte de UUNN y CONICET.

En segundo lugar, el sector pú-
blico provincial cuenta con la Di-
rección de Asistencia Técnica (DAT) 
organismo que también contribuye 
con la venta de servicios tecnológi-
cos para industria.

Cada uno de estos actores ha 
alcanzado un grado de desarrollo 
relativo diferente. Ciertos centros 
universitarios y del CONICET han 
acumulado mucha experiencia en 
la venta de servicios a partir de las 
investigaciones básicas y aplicadas 
desarrolladas en el marco del tramo 
anterior. 

Los organismo nacionales y pro-
vinciales que se especializan en la 
oferta de servicios tecnológicos han 
perdido la gravitación o el peso rela-
tivo que tuvieron en la segunda mi-
tad del siglo pasado, aunque todavía 
brindan servicios específicos de alta 
calidad.

En líneas generales todos estos 
organismos tienen una conducción 
relativamente autonomizada de las 
instancias centrales de planificación 
y coordinación. Las agendas de tra-
bajo están fuertemente condiciona-
das por la demanda y priman las 
acciones descentralizadas realiza-
dos por los miembros de las organi-
zaciones en diferentes rangos según 
programas de trabajo propuestos por 
ellos mismos.

Por parte del sector privado, con-
tamos con Centros Tecnológicos 

orientados a la industria gestionados 
por cámaras empresariales o con-
sorcios asociativos entre cámaras e 
instituciones públicas del tramo de 
la asistencia tecnológica. 

Estos centros tecnológicos se 
levantaron y se sostienen con la 
búsqueda de fondos tanto entre los 
asociados a las cámaras como tam-
bién por financiamiento público in-
ternacional, nacional o provincial 
(la provincia de Santa Fe financia la 
compra de maquinaria para la ven-
ta de servicios tecnológicos). Estos 
organismos se apoyan fundamen-
talmente en sectores metalúrgicos, 
metalmecánico y de maquinaria 
agrícola, aunque no exclusivamen-
te, ya que otros sectores productivos 
tanto primarios como industriales 
han avanzado en este sentido.

En términos generales, podría de-
cirse que estos centros de asistencia 
tecnológica han emergido de la tra-
ma industrial local basada en el pe-
queño y el mediano empresario con 
destreza y conocimiento técnico, 
que debieron articularse para ganar 
terreno en la adaptación tecnológi-
ca, particularmente en tiempos de 
apertura comercial y de competen-
cia con unidades económica de ma-
yor escala y menores costos, aunque 
estandarizada.

En la provincia de Santa Fe, esta 
trama industrial está ligada a los sec-
tores agroexportadores, pero tam-
bién a la metalurgia y electro-metal-
mecánica y la industrialización de 
alimentos fuertemente dependientes 
del consumo interno. En cualquier 
caso, la adaptación tecnológica y 
los servicios de alta calidad son de-
cisivos para el mantenimiento de 
esta trama industrial decisiva para la 
provincia de Santa Fe y su estructura 
social y económica.

No obstante los enormes avan-
ces de estos centros tecnológicos 

privados o público-privados ligados 
directamente a la producción in-
dustrial, es posible observar cierta 
lejanía de la frontera tecnológica así 
como también dificultades de coor-
dinación y limitaciones en cuanto al 
alcance de los servicios brindados.

En este caso, la coordinación 
presenta algunas dificultades adicio-
nales ya que las inversiones en equi-
pamiento pueden ser significativas, 
tal y como lo fueron al momento de 
montarse las infraestructuras de asis-
tencia tecnológica en siglo pasado 
en medio del modelo basado en la 
sustitución de importaciones. Aun 
así las posibilidades de articulación 
de intereses comunes y estrategias 
coordinadas para priorizar inver-
siones o el logro de prestamos in-
ternacionales a tasa promocionadas 
orientadas al tramo de la asistencia 
tecnológica están abierta y son obje-
to de exploración permanente.

 4. Tramo de la transferen-
cia / innovación                               

El tramo de la transferencia/in-
novación refiere a los procesos de 
investigación que no tienen por ob-
jeto el desarrollo de nuevos conoci-
mientos, sino el desarrollo de nue-
vos productos o nuevos procesos o 
nuevos insumos o nuevos mercados. 
El término transferencia puede ser 
algo confuso ya que este tramo su-
pone verdaderos procesos de inves-
tigación y no la mera transferencia 
de los ya conocido. Lo que cambia 
sustancialmente es el objetivo de 
las investigaciones y por lo tanto el 
modo en que se desarrollan. En este 
tramo, naturalmente, predomina la 
investigación orientada al desarrollo 
experimental y es el tramo fortale-
cido por los países industriales y en 
particular por los de industrializa-
ción reciente.

En nuestro territorio son funda-
mentalmente actores privados los 
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que desarrollan productos, en todos 
los niveles escalares:

•	 Emprendedores tecnológicos lo-
cales egresados del sistema uni-
versitario (de grado o de posgra-
do) o incluso investigadores que 
desarrollan proyecto privados 
desarrollando productos a partir 
de sus investigaciones.

•	 Empresas de carácter global 
que desarrollan investigaciones 
para la obtención de nuevos 
productos, en muchas ocasio-
nes tomando los desarrollos de 
pequeños emprendedores tec-
nológicos.

•	 Finalmente, desarrollos tecnoló-
gicos adaptativos del industrial 
pequeño a mediano que, sobre 
la base de la destreza y los co-
nocimiento adquiridos por la 
experiencia o formación profe-
sional, logra desarrollar produc-
tos específicos que le permiten 
la obtención de un nicho de 
mercado.

Los dos primeros elementos, des-
de luego, presentan una escala dife-
rente (local y pequeña el primero y 
global y grande el segundo) pero se 
encuentran muy relacionados: nor-
malmente se orientan a los sectores 
de biotecnología y software, aplica-
dos al desarrollo de productos rela-
cionados con circuitos productivos 
suministro orientados a la exporta-
ción y, en muchos casos, emprende-
dores tecnológicos entran y salen de 
empresas globales que desarrollan 
productos nuevos. En general se ubi-
can en la frontera del conocimiento, 
tienen un alto riesgo y mortandad 
de proyectos, pero, al mismo, los 
potenciales beneficios son signifi-
cativamente altos por el valor de los 
productos desarrollados.

Como puede observarse estos de-
sarrollos se ubican en empresas que 

desarrollan actividades basadas en 
el conocimiento (emprendedores) y 
otras que llegan a combinar escala o 
reproductibilidad con conocimiento 
(globales). En líneas generales, am-
bos se circunscriben a los sectores 
exportadores o relacionados. 

Por el contrario, el tercer grupo 
de desarrollos o innovaciones se 
produce en la trama industrial media 
ligada a los bienes de capital (metal-
mecánica y maquinaria)  de la in-
dustria alimentaria (agro exportador, 
lácteo y derivados, otros). Este gru-
po se componen fundamentalmen-
te de empresarios e ingenieros con 
conocimiento y experiencia que les 
permite desarrollar y adaptar para la 
conservación de nichos de mercado 
basados en la proximidad y la dife-
renciación. El grado de complejidad 
técnica respecto de los casos ante-
riores es significativamente menor y 
todavía hay mucho terreno que re-
correr en este punto. Las actividades 
de investigación se combinan con la 
transferencia de tecnología en este 
sector y dependen mucho de la in-
corporación de maquinaria (mucha 
de ella importada) y de formación 
de la fuerza de trabajo.

En general, este sector tiene 
enormes dificultades de escala ya 
que se trata de pequeñas y medianas 
empresas muy alejadas de la escala 
eficiente en su sector, a lo que debe 
agregarse la existencia permanente 
de problemas de financiamiento, la 
exposición al ciclo económico por 
caída de la demanda interna y la 
vulnerabilidad externa por elevados 
requerimientos de importación y 
venta en el mercado interno.

Naturalmente, en este tramo las 
decisiones de abordar proyectos de 
investigación se toman en base al 
desarrollo de los negocios y las po-
sibilidades que abren los mercados 
existentes. Las instituciones públicas 
no intervienen directamente en este 

tramo, ya que las decisiones y los 
proyectos se formulan con una es-
tricta orientación privada.

En el caso del sector privado es 
posible observar la emergencia de 
instituciones financieras privadas 
que solventan el desarrollo de pro-
yectos bajos condiciones muy es-
trictas. Orientadas a emprendedo-
res, estas “aceleradoras”, financian 
proyectos con alto potencial econó-
mico muchos de ellos gestados en el 
tramo de la investigación o desarro-
llados por emprendedores formados 
en las UUNN.

No obstante lo anterior, el sector 
público tiene un papel significativo 
en este tramo, siendo uno de los 
principales financiadores de los pro-
cesos de innovación:

En primer lugar, los desarrollado-
res se apoyan fuertemente en inver-
siones previas realizadas en el tramo 
de la investigación, particularmente 
inversiones públicas nacionales tan-
to en bienes de capital, insumos, 
salarios de los investigadores y for-
mación de sus propios recursos hu-
manos. 

Particularmente los dos sectores 
de punta toman prácticamente sin 
condiciones lo desarrollado en el 
sistema público incluso aprovechan-
do los salarios de los investigadores 
de manera directa para el desarrollo 
de productos.

Pero también, todos estos tipos 
de desarrollos reciben financiamien-
to público tanto Nacional (a través 
de la Agencia) como Provincial (a 
través del Ministerio de Ciencia 
Tecnología e Innovación Productiva 
con su organismo interno la Agencia 
Santafesina de Ciencia, Tecnología e 
Innovación), para desarrollar inno-
vaciones en el seno mismo del pro-
ceso de producción sin condiciona-
miento alguno. 
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En consecuencia, la interven-
ción estatal estratégica subnacional 
puede basarse en un financiamiento 
condicionado y enfrenta las mismas 
limitaciones presupuestarias y en 
divisas expresadas para al tramo an-
terior.

 Lineamientos de la estra-
tegia ministerial para SCTI 
santafesino 2017-2019                   

De los puntos anteriores es posi-
ble extraer, en parte, el lugar que el 
Estado Provincial ha ocupado hasta 
el momento en el SCTI de la provin-
cia de Santa Fe. Como pudo obser-
varse, el MINCTIP ha contribuido 
con financiamiento al desarrollo de 
innovaciones productiva, el equipa-
miento para servicios tecnológicos y 
el financiamiento de investigaciones 
orientadas a problemas de la trama 
productiva provincial.

Este modelo sitúa al Estado Pro-
vincial fuera de la planificación de 
las acciones de investigación del 
subsistema y se resguarda algunas 
funciones básicas de coordinación, 
promoviendo la articulación entre 
empresas y grupos de investigación.

En este aspecto podemos men-
cionar la conformación de dos con-
sejos en el ámbito de la Agencia 
Santafesina de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (ASaCTeI), dependiente 
del MINCTIP. El primero, el Consejo 
Científico, Tecnológico y de Innova-
ción (CCTI), constituye un ámbito de 
soporte y asesoramiento que integra 
las capacidades de gestión, acadé-
micas, científicas, empresariales y 
sociales de la provincia de Santa Fe. 
El CCTI asesora en la identificación 
de líneas de investigación estratégi-
cas, identifica áreas de vacancia y 
capacidades científicas y tecnológi-
cas existentes en la provincia, entre 
otras. El segundo, el Consejo Ejecu-
tivo, conformado con representantes 
del poder ejecutivo y de los secto-

res científico y productivo, se en-
carga del diseño e implementación 
de instrumentos de financiamiento 
en áreas de promoción científica e 
innovación productiva, entre otras, 
enmarcadas en los ejes estratégicos 
del MINCTIP.

No obstante ello, uno de los prin-
cipales puntos débiles del SCTI se da 
en la doble condición de que el mis-
mo depende fuertemente de la in-
versión pública en todos los tramos 
identificados pero, sin embargo, no 
existe una instancia de planificación 
estratégica que pueda, medir los fal-
tantes, cuellos de botella y proyectos 
estratégicos de mediano plazo, ca-
paz de dialogar y negociar con los 
actores ejecutores descentralizados.

Es importante notar que, en la 
planificación del proceso de pro-
ducción, la agregación de las partes 
no es equivalente al todo. Una mi-
rada de conjunto permite pensar los 
problemas de mayor escala, com-
plejidad, tiempo y dinero que no 
pueden hacer las unidades de pro-
ducción pequeñas o las unidades de 
producción grandes pero que tienen 
como horizonte de planificación su 
actividad global y no local / regio-
nal.

En este contexto, la estrategia mi-
nisterial en el período 2017-2019 se 
fijo entre sus objetivo mejorar su po-
sición en la orientación estratégica 
del SCTI, apoyándose en tres puntos:

•	 Incremento de los fondos de 
financiamiento de la investiga-
ción, la asistencia tecnológica y 
la innovación

•	 Planificación estratégica del 
SCTI

•	 Creación de nuevas institucio-
nes para intervenir en el SCTI 
que le permitan incidir sobre su 
planificación.

En lo que respecta al primer pun-
to, se ha dado un paso sustancial 
con la aprobación y reglamentación 
de la Ley Provincial 13.742 de Cien-
cia, Tecnología e Innovación que 
establece en un período de 5 años 
que el presupuesto para el MINCTIP 
sea del 0.5% del Presupuesto de la 
Provincia. Esto incrementará signifi-
cativamente los fondos destinados al 
SCTI ya que actualmente se alcanza 
el 0.16%.	

•	 En segundo lugar, el MINCTIP 
ha avanzado en la identificación 
de tres grandes ejes de orienta-
ción estratégica para los cuales 
ha definido tres programas pro-
vinciales interministeriales de 
intervención:

•	 El desarrollo de la bioeconomía

•	 La digitalización industrial

•	 La innovación de género

No hay espacio aquí para de-
sarrollar en profundidad estos tres 
ejes de planificación, sin embargo, 
sí es posible indicar que los mismo 
surgieron de una evaluación objeti-
va de los sectores económicos más 
sensibles y el punto de contacto de 
cada uno de ellos con el desarrollo 
del SCTI.

La investigaciones de vanguardia 
en el desarrollo de bio-productos de 
alto valor, el incremento de la pro-
ductividad media de las actividades 
industriales promedio vía digitaliza-
ción y la mejora en las instituciones 
y en el proceso de producción de 
ciencia, la tecnología y la innova-
ción constituyeron los tres objeti-
vos planteados, a sabiendas de que 
van al corazón de nuestra estructura 
productiva y que pueden ser la cla-
ve para incrementar nuestro nivel de 
vida general y el total de puestos de 
trabajo de calidad técnica y econó-
mica, en el marco del respecto del 
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medio ambiente y la igualdad de 
oportunidades. 

Finalmente, y probablemente 
los más difícil de este proceso es el 
desarrollo de instituciones públicas 
que permitan jerarquizar las instan-
cia públicas de planificación y coor-
dinación del SCTI.

En este sentido, desde el MINC-
TIP se promueven el desarrollo de 
cuatro tipos de herramientas institu-
cionales alternativas: financiamien-
to, ejecución, orientación y análisis.

Financiamiento:

•	 Herramientas para el financia-
miento de proyectos de inves-
tigación condicionados a la 
retención de derechos de pro-
piedad intelectual en el Estado 
Provincial.

•	 Herramientas para el financia-
miento de emprendimientos de 
base tecnológica con retención 
de paquete accionario por parte 
de la Provincia.

•	 Instrumentos que favorezcan la 
innovación de género en CTeI

Ejecución:

•	 Creación de laboratorios tec-
nológicos capaces de producir 
soluciones tecnológicas que 
el SCTI no puede producir por 
escala, complejidad, tiempo y 
liquidez, y que tienen un valor 
estratégico para el desarrollo de 
todo el subsistema.

Análisis:

•	 Creación de instituciones cen-
tralizadas, autónomas y alta-
mente calificadas de análisis 
de información económica que 
permitan un monitoreo perma-
nente de los principales circui-

tos productivos, sus problemas 
estructurales y las potencialida-
des de su desarrollo.

Orientación:

Creación de Instancias de coor-
dinación interministerial para la 
orientación de políticas en base a 
datos o información objetiva sobre 
evolución del sistema social de pro-
ducción y el SCTI. 

Creación de instituciones que 
le permitan orientar la compra de 
equipamiento para el desarrollo de 
servicios tecnológicos de acuerdo 
a los objetivos de mediano plazo y 
transversales al sistema.

Herramientas para un abordaje 
integral de la formación de fuerza 
de trabajo calificada (técnica y pro-
fesional), cuadros de mando empre-
sarial y estatal e investigadores del 
SCTI con especial énfasis es dismi-
nuir la brecha digital de género.

Este conjunto de instituciones 
buscan para el Estado Provincial la 
obtención de retornos económicos, 
ni el control de los procesos de pro-
ducción, sino la posibilidad de con-
dicionar procesos de inversión en su 
propio territorio e incrementar de 
este modo la tasa de inversión en 
proyectos de alta tecnología integra-
dos a la realidad socioeconómica de 
la provincia sobre la base de objeti-
vos estratégicos.

 Conclusiones

El trabajo intentó, en la medida 
de lo posible y necesario, aportar 
información empírica para el argu-
mentar sus ideas fundamentales y, 
en otros casos, los argumentos se 
apoyaron en el trabajo cotidiano de 
articulación entre el Estado y dife-
rentes sectores productivos que su-
puso la experiencia de gestión.

En este contexto, queremos afir-
mar el rol que pueden asumir los 
Estados Provinciales en la planifi-
cación y coordinación de los SCTI 
y el alto potencial estratégico que 
tienen para avanzar en la resolución 
de cuellos de botellas tecnológicos 
que hoy afectan fuertemente no sólo 
nuestra situación económica pre-
sente sino también la sustentabili-
dad a futuro. La resolución de estas 
problemáticas, por otra parte, tienen 
un alto impacto regional y se produ-
cen bajo una estrecha relación con 
el territorio multiplicando las posibi-
lidades técnicas y de coordinación 
productiva.

Por otra parte, es importante no-
tar que, en el contexto histórico ac-
tual, las instancia de coordinación 
nacionales han perdido capacidad 
de planificación y coordinación en 
la paradójica supervivencia y exten-
sión de las instituciones económicas 
soberanas. En este marco, las Pro-
vincias tienen estrictas restricciones 
relacionadas con la integración su-
bordinada a las decisiones estraté-
gicas nacionales. Sintéticamente las 
Provincias son aceptantes de la polí-
tica monetaria, cambiaria, tributaria 
y comercial de los gobiernos cen-
trales y sus esquemas de poder. Las 
Provincias no tienen más alternativa 
que trabajar sobre los aspectos cua-
litativos de los circuitos producti-
vos aprovechado los huecos de la 
gobernanza actual para ejercer una 
orientación estratégica de naturale-
za económica.

La planificación y la coordina-
ción del SCTI es una verdadera ven-
tana de oportunidad para dar un sal-
to cualitativo en el rol jugado por el 
Estado Provincial. Ello, no sólo per-
mitirá a la Provincia, poder tener un 
espacio de planificación económica 
propio, sino también incidir sobre 
el aspecto más dinámico y decisivo 
del proceso general de acumulación 
y ampliar las posibilidades en otras 
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dimensiones de la planificación 
económica donde la Provincia tiene 
potencialidades o ya ha hecho avan-
ces significativos: financiera, infraes-
tructura, educativa, participación 
ciudadana, organización territorial, 
entre otras.

La provincia de Santa Fe, ha he-
cho avances significativos en este 
sentido, pero todavía es necesario 
mucho trabajo de construcción ins-
titucional a fin de poder componer 
las bases una estatalidad acorde a 
nuestro tiempo y en el marco que 
nos da tanto el mundo como el es-
pacio nacional. En cualquier caso, 
la evaluación precisa y clara de la 
realidad económica y social y de 
las acciones estratégicas necesarias 
y posibles, constituyen además la 
base de consensos políticos de largo 
plazo que atraviesan partidos y fac-
ciones, hilvanando las expectativas 
de todos los santafesinos.
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citados en el texto o lecturas recomendadas, deberá ordenarse alfabéticamente de acuerdo con el apellido del 
primer autor, seguido por las iniciales de los nombres, año de publicación entre paréntesis, título completo de 
la misma, título completo de la revista o libro donde fue publicado, volumen y página. Ej. Benin L.W., Hurste 
J.A., Eigenel P. (2008) The non Lineal Hypercicle. Nature 277, 108 – 115.

Se deberá acompañar con una carta dirigida al Director del Comité Editorial de la revista Ciencia e Investi-
gación solicitando su posible publicación (conteniendo correo electrónico y teléfono) y remitirse a cualquiera 
de los siguientes miembros del Colegiado Directivo de la AAPC: abaldi@dna.uba.ar - nidiabasso@yahoo.
com - miguelblesa@yahoo.es – xammar@argentina.com - sarce@cnea.gov.ar y con copia a se-
cretaria@aargentinapciencias.org

Quienes recepcionen el trabajo acusarán recibo del mismo y lo elevarán al Comité Editorial. Todos los 
artículos serán arbitrados. Una vez aprobados para su publicación, la versión corregida (con las críticas y su-
gerencias de los árbitros) deberá ser nuevamente enviada por los autores.




